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T R I B U N A L  A D M I N I S T R A T I V O  D E C U N D I N  A M A R C A 

S E C C I Ó N   P R I M E R A 
S U B S E C C I Ó N B 

 
AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-485 NYRD 

 
Bogotá, D.C., Once de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 
EXP. RADICACIÓN:  25-000-2341-000-202000388-00 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO.  
ACCIONANTE:  CAMILO ALFREDO RONDEROS 

CASTAÑEDA, LEONOR ALICIA 
RONDEROS CASTAÑEDA Y COMPAÑÍA 
AGRICOLA RC S.A. 

ACCIONADO:  MUNICIPIO DE CHIA – SECRETARIA DE 
PLANEACION MUNICIPAL. 

TEMAS: ACTO ADMINISTRATIVO QUE NIEGA 
SOLICITUD DE PRÓRROGA DE 
PARCELACIÓN   

ASUNTO:                         ESTUDIO DE ADMISIÓN 
                     
MAGISTRADO PONENTE  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN. 

 

Vista la constancia secretarial que antecede, procede el Despacho a pronunciarse 
sobre la admisión de la demanda. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
La Compañía Agrícola RC S.A., Camilo Alfredo Ronderos Castañeda y Leonor Alicia 
Ronderos Castañeda, actuando a través de apoderado judicial interponen demanda 
en contra del Municipio de Chía en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho con acumulación de pretensiones de reparación 
directa, solicitando: 
 

“PRETENSION PRIMERA: Que se declare la nulidad total del acto 
administrativo contenido en la Resolución No. 10623 del 15 de marzo de 
2016, “por la cual se niega la solicitud de prorroga con el número 
20189999905439, para los predios distinguidos con cedulas catastrales 
números 000000051012-000-000000050637000-0000050638000-
000000501013000, e inscritos en el (sic) folios de matrícula inmobiliaria 
50N545427-50N20066727-50N-20304955, ubicados en la vereda Yerbabuena, 
Zona Bosque Protector (ZBP)del Municipio de Chía” 
 
PRETENSIÓN SEGUNDA: Que se declare la nulidad total del acto 
administrativo contenido en la Resolución No. 1641 del 27 de abril de 2018 
“por la cual se resuelve el recurso de reposición y en subsidio de apelación 
interpuesto contra la Resolución No. 1063 del 15 de marzo de 2019 por la 
cual se niega la solicitud de prórroga radicado con el número 
20189999905439, para los predios distinguidos con cédulas catastrales 
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números 000000051012-000-000000050637000-0000050638000- 
000000051013000, e inscritos en el (sic) folios de matrículas inmobiliarias 
550N545427-50N20066727-50N-20304955, ubicados en la vereda 
Yerbabuena, Zona de Bosque Protector (ZBP) del Municipio de Chía”. 
 
PRETENSIÓN TERCERA: Que se declare la nulidad total del acto 
administrativo contenido en la Resolución No. 4856 del 25 de octubre de 
2019 “por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación contra la 
decisión contenida en la Resolución No. 1063 de fecha 15 de marzo de 
2018”.  
 
PRETENSIÓN CUARTA: A título de restablecimiento del derecho, se ordene 
a la autoridad demandada aprobar la solicitud de prórroga de la Licencia 
de Parcelación contenida en el radicado No. 20189999905439 del 23 de 
febrero de 2018. 
 
PRETENSIÓN QUINTA: A título de restablecimiento del derecho y, en caso 
que se acceda a la aprobación de la solicitud de prórroga identificada con 
el radicado No. 20189999905439 del 23 de febrero de 2018, que la autoridad 
demandada indemnice a los demandantes por los perjuicios causados en las 
modalidades de daño emergente y lucro cesante irrogados desde la 
negación de la prórroga hasta la fecha de conciliación causados por los actos 
administrativos objeto de esta demanda, los cuales se estiman en la suma 
de TRESCIENTOS CINCUENTA Y TRES MILLONES TREINTA Y SEIS MIL 
QUINIENTOS VEINTE PESOS ($353.036.520). 
 

PRETENSION SUBSIDIARIAS DE REPARACION DIRECTA. 

A. PRETENSIÓN PRIMERA SUBSIDIARIA: En caso de no acceder a la declaratoria 
de nulidad de los actos administrativos de que tratan las pretensiones 
principales, se declare responsable a la autoridad demandada 
administrativa y patrimonialmente, por el daño antijurídico irrogado a los 
demandantes ante el desconocimiento del silencio administrativo 
protocolizado en la Escritura Pública No. 00537 del 26 de febrero de 2016 
de la Notaria 54 del Círculo de Bogotá D.C. contentiva de la Licencia de 
Parcelación del proyecto Peñas Blancas, y la consecuente frustración del 
mismo. 
 

B. PRETENSIÓN SEGUNDA SUBSIDIARIA: Como consecuencia de la anterior 
declaratoria de responsabilidad administrativa y patrimonial, que la 
entidad demandada,  indemnice a los demandantes por todos los perjuicios 
causados en las modalidades de daño emergente y lucro cesante irrogados 
en virtud del desconocimiento del silencio administrativo positivo y la 
posterior frustración del proyecto urbanístico Peñas Blancas, que a la fecha 
se estiman en la suma de CINCO MIL TRESCIENTOS CUARENTA MILLONES 
OCHOCIENTOS DOS MIL PESOS ($5.340.802.000). 
 

C. TERCERA PRETENSIÓN SUBSIDIARIA: Condénese a las demandadas en la 
presente reparación directa al pago de costas y agencias en derecho, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 188 del CPACA. 
 

 

 



Expediente No. 25-000-2341-000-202000388-00 
Demandante: CAMILO ALFREDO RONDEROS CASTAÑEDA, LUS FERNANDO RONDEROS CASTAÑEDA, 

LEONOR ALICIA RONDEROS CASTAÑEDA Y COMPAÑÍA AGRICOLA RC S.A. 
Demandado: ALCALDIA MUNICIPAL DE CHIA – SECRETARIA DE PLANEACION MUNICIPAL-  

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

II. CONSIDERACIONES. 
1. Competencia. 

  
El Tribunal posee competencia para conocer del sub lite debido a la naturaleza del 
medio de control y el territorio, previstos por los Art. 151 Núm. 1 y 156 núm. 2 del 
CPACA, toda vez que se controvierte la legalidad de un acto administrativo en el 
Municipio de Chía Cundinamarca, por la Alcaldía Municipal de Chía – Secretaria de 
Planeación Municipal. 

2. Legitimación.  
 

Las partes están legitimadas y con interés para interponer el presente medio de 
control, de conformidad con lo señalado en los artículos 138 y 159 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que la 
autoridad que expidió los actos administrativos demandados, como el particular 
afectado por los mismos, son llamados al Proceso Contencioso Administrativo, de 
manera que existe identidad en la relación sustancial, y la relación procesal. 

3. Requisito de procedibilidad. 
                                                         

El Artículo 161 del CPACA, respecto de los requisitos previos para demandar, 
preceptúa lo siguiente: 

 

“Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 
extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 
se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 
reparación directa y controversias contractuales. 
(…) 

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular 
deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley 
fueren obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición 
permitirá demandar directamente el acto presunto. 
Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer 
los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este 
numeral”. (Negrita y subrayado fuera del texto). 

 
En el presente caso, se encuentran acreditados los requisitos de procedibilidad, 
previa interposición de la demanda, toda vez que:  
 

- De un lado contra de la Resolución No. 1063 del 15 de marzo de 2016, por 
medio de la cual se niega la solicita de prorroga radicado con el número 
20189999905439, procedían los recursos de reposición y apelación, los 
cuales fueron interpuestos por el administrado y resueltos por la 
administración a través de las Resoluciones Nos. 1641 del 27 de abril de 
2018 y 4856 del 25 de octubre de 2019. (fls. 96 a 112) 
 

- De otra parte, se observa que en la fls. 58 a 65 del Archivo No. 3 PDF de la 
demandad obran constancia del agotamiento de la conciliación prejudicial 
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ante la Procuraduría Sexta Judicial II para Asuntos Administrativos del 
periodo comprendido entre el 19 de marzo de 2020 al 15 de julio de 2020. 

-  
    4. Oportunidad para presentar la demanda. 

Artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 - CPACA, establece que: 
 

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá 
ser presentada: (…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la 
caducidad: (…) d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del 
derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) 
meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, 
ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las 
excepciones establecidas en otras disposiciones legales” (Subrayado fuera del 
texto normativo) 
 

Así las cosas, en el caso concreto la resolución 4856 del 25 de octubre de 2019, 
con la que se puso fin a la actuación administrativa, fue notificada mediante aviso 
el 20 de noviembre de 2019, entendiéndose surtida la notificación al día siguiente, 
esto es el 21 de noviembre de 2019 (Fl. 95 PDF Archivo No. 3 Demanda) 
 
En atención a lo anterior, el termino de 4 meses previstos en el artículo 164 de la 
Ley 1437 de 2011, inicio a contabilizarse desde el 22 noviembre de 2019 y hasta el 
22 de marzo de 2020; empero fue suspendido en razón de la interposición de la 
conciliación prejudicial (conforme a lo previsto en el articulo 21 de la Ley 640 de 
2001) desde el 19 de marzo de 2020 al 15 de julio de 2020 (fls. 58 a 65 PDF Archivo 
No. 3 Demanda) 
 
Es pertinente señalar que teniendo en cuenta las medidas adoptadas tendientes 
para la preservación de la vida y la mitigación de riesgos con ocasión de la situación 
epidemiológica generada por el nuevo coronavirus (SARS-CoV-2) causante de la 
enfermedad (COVID-19), el Consejo Superior de la Judicatura suspendió los 
términos judiciales desde el 16 de marzo y hasta el 30 de junio de 20201, dentro 
de los cuales se encontraba incluido el medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, razón por lo que no se recibieron ni tramitaron 
demandas y actuaciones durante ese tiempo. 
 
Conforme lo anterior, el termino de caducidad para la sociedad demandante 
venció en ese periodo, frente a lo cual el Decreto 564 de 2020, señalo en su artículo 
primero que cuando al decretarse la suspensión de términos, el plazo que restaba 
para hacer inoperante la caducidad era inferior a treinta (30) días, como en el 
presente caso el interesado tendrá un mes contado a partir del día siguiente al 
levantamiento de la suspensión, para realizar oportunamente la actuación 
correspondiente2, lo cual ocurre en el presente caso, por lo que se reanuda a partir 
del 1 de julio de 2020. 

 
1 Acuerdos Nos. PCSJA20-11517 del 15 de marzo de 2020, PCSJA20-11519 del 16 de marzo de 2020, 

PCSJA20-11521 del 21 de marzo de 2020, PCSJA20-11526 del 22 de marzo de 2020, PCSJA20-11529 
del 25 de marzo de 2020, PCSJA20-11532 DEL 11 DE ABRIL DE 2020, PCSJA20- 11549 del 7 de mayo 
de 2020 y PCSJA20- 11567 del 5 de junio de 2020. 
2 “Artículo 1. Suspensión de términos de prescripción y caducidad. Los términos de prescripción y 
de caducidad previstos en cualquier norma sustancial o procesal para ejercer derechos, acciones, 
medios de control o presentar demandas ante la Rama Judicial o ante los tribunales arbitrales, 
sean de días, meses o años, se encuentran suspendidos desde el 16 de marzo de 2020 hasta el día 
que el Consejo Superior de la Judicatura disponga la reanudación de los términos judiciales. El 
conteo de los términos de prescripción y caducidad se reanudará a partir del día hábil siguiente a 
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En ese sentido, como quiera que la demanda fue radicada el día 16 de julio de 
2020, es decir, ha de concluirse que la demanda es oportuna y que en el sub lite 
no ha operado el fenómeno de la caducidad (acta de reparto electrónica). 
 
     5.  Aptitud formal de la Demanda: 
 

El Despacho encuentra que la demanda reúne algunos los requisitos y formalidades 
legales exigidos para adelantar la misma (artículos, 157, 160, 162 y siguientes de 
la Ley 1437 de 2011 – CPACA), esto es, contiene: 

I.) Poder debidamente otorgado (fls. 47 a 57 PDF Archivo No. 3 Demanda)  
II.) La designación de las partes y sus representantes (fls. 3 a 4 Archivo 

No. 3 Demanda). 
III.) Los hechos y omisiones debidamente determinadas, clasificadas y 

enumeradas (fls. 7 a 12 PDF Archivo No. 3 Demanda) 
IV.) Los fundamentos de Derecho en que se sustentan las pretensiones y el 

concepto de violación (fls. 19 a 41 PDF Archivo No. 3 Demanda) 
V.) La petición de pruebas que pretende hacer valer en el proceso y las que 

tiene en su poder. (fls. 41 a 45 Archivo No. 3 Demanda) 
VI.) Estimación razonada de la cuantían, conforme a la provisión del 

artículo 157 del CPACA (fls. 15 a 16 PDF Archivo No. 3 Demanda) 
VII.) Lugar y dirección para recibir notificaciones judiciales, incluida la 

electrónica (Fl. 46 Archivo No. 3 Demanda). 
VIII.) Anexos obligatorios: pruebas en su poder, traslados y CD con el medio 

magnético de la demanda (fls. 47 a 294 PDF Archivos No. 3 y 4 Demanda 
y Anexos)  
 

Finalmente, se acredita el cumplimiento de la carga impuesta a través del artículo 
6 de Decreto Legislativo 806 de 2020, puesto que el demandante allegó la 
correspondiente constancia del envió de la copia de la demanda y sus anexos a la 
entidad demandada. (PDF Archivo No. 4 Entrega) 

Por último, se insta a la parte demandante que para efectos de lograr mayor 
agilidad al momento de audiencia inicial se remita copia de la demanda en formato 
Word o PDF editable 

En mérito de lo expuesto,  

RESUELVE 
 

PRIMERO: ADMITIR el medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO instaurado por LA COMPAÑÍA AGRÍCOLA RC S.A., CAMILO ALFREDO 
RONDEROS CASTAÑEDA Y LEONOR ALICIA RONDEROS CASTAÑEDA en contra del 
MUNICIPIO DE CHÍA, por reunir los requisitos necesarios previsto por la ley.  

SEGUNDO:  NOTIFICAR en forma personal esta providencia, al MUNICIPIO DE CHÍA, 
al MINISTERIO PUBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 
ESTADO, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 

 
la fecha en que cese la suspensión de términos judiciales ordenada por el Consejo Superior de la 
Judicatura. No obstante, cuando al decretarse la suspensión de términos por dicha Corporación, el 
plazo que restaba para interrumpir la prescripción o hacer inoperante la caducidad era inferior a 
treinta (30) días, el interesado tendrá un mes contado a partir del día siguiente al levantamiento 
de la suspensión, para realizar oportunamente la actuación correspondiente. (…)” 
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judiciales, de conformidad con el art. 199 del CPACA modificado por el art. 612 
del C.G. del P. y por estado al demandante (No. 1 Art. 171 y Art. 201 del CPACA). 

 
TERCERO: Surtidas las notificaciones, una vez vencido el término común de 
veinticinco (25) días de que trata el inciso 5 del artículo 199 de la ley 1427 del 
2011 modificado por el artículo 612 de la ley 1564 del 2012, córrase traslado de la 
demanda a los sujetos procesales, por el termino de treinta (30) días, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 172 de la ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: ADVIERTASE al representante de la entidad demandada, que durante el 
término para contesta la demanda, deberá allegar al expediente, copia de los 
antecedentes administrativos de los actos demandados, que se encuentren en su 
poder de conformidad con lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 175 de la 
ley 1437 del 2011. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

Magistrado 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN PRIMERA 

SUB SECCIÓN B 
 

Bogotá DC, once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Magistrado Ponente:   FREDY IBARRA MARTÍNEZ 
Expediente:    250002341000202000389-00 

Demandante:                             WILSON ANTONIO FLÓREZ VANEGAS 
Demandado:  YEIMMY PAOLA MENDOZA ZARATE 

SECRETARIA GENERAL DE LA 
ASAMBLEA DE CUNDINAMARCA Y 
OTRO 

Medio de Control:    ELECTORAL 
Asunto: FIJA FECHA AUDIENCIA INICIAL  
 

 

Visto el informe Secretarial que antecede (archivo electrónico) fíjase como 

fecha, hora y lugar para la celebración de la audiencia inicial de que trata el 

artículo 283  de la Ley 1437 de 2011 el próximo 4 de febrero 2021 a las 4:00 

pm, de manera virtual, a través de la plataforma Microsoft Teams, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Decreto Legislativo 806 de 4 

de junio de 2020.  

 

El enlace o “link” respectivo será enviado a los correos electrónicos 

aportados por los apoderados de las partes y el Ministerio Público que 

constan en el expediente; para unirse a la audiencia basta con oprimir en el 

equipo o dispositivo de conectividad en la fecha y hora antes indicadas la 

tecla sobre el vínculo respectivo.  

 

Con el fin de llevar a cabo de manera eficaz y eficiente la diligencia de 

audiencia judicial se solicita a las partes e intervinientes en el proceso allegar 

a los correos electrónicos institucionales 

“s01des05tadmincdm@notificacionesrj.gov.co”  y 

“arengifb@cendoj.ramajudicial.gov.co” con al menos una hora de antelación 

los documentos que deban ser incorporados a la misma tales como poderes 



2 
Expediente 250002341000202000389-00 

Actor:   Wilson Antonio Flórez Vanegas  
Medio de control electoral 

 
 

 

y sustituciones, b) cédula de ciudadanía y tarjetas profesionales de los 

apoderados de las partes y e intervinientes en el proceso, y número 

telefónico de contacto al que pueda comunicarse el despacho en el evento 

de presentarse alguna novedad relevante y urgente antes o durante la 

audiencia; se advierte que los correos antes indicados están habilitados 

y autorizados única y exclusivamente para la recepción de los citados 

documentos y para la realización de dicha audiencia. 

 

De igual manera se solicita a las partes unirse o conectarse a la 

correspondiente audiencia a las 3:45 pm del día de la citación con el fin de 

llevar a cabo la preparación de ésta, identificar a las partes y hacer unas 

recomendaciones logísticas para su desarrollo. 

 

Para los fines antes indicados se pone de presente lo dispuesto en el artículo 

3 del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020 según el cual es deber 

de los sujetos procesales, “realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias 

y diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán 

suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los demás sujetos 

procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite 

y enviar a través de estos (de los canales digitales elegidos) (a todos los 

sujetos procesales) un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 

realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 

autoridad judicial”, asimismo se reitera especialmente lo preceptuado en el 

artículo 4 de ese mismo cuerpo normativo conforme al cual “cuando no se 

tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, tanto la autoridad 

judicial como los demás sujetos procesales colaborarán proporcionando por 

cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su poder y se 

requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad judicial, 

directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, 

coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto”, todo ello en concordancia 

con el deber procesal de las partes y sus apoderados consagrado en el 

numeral 8 del artículo 78 del Código General del Proceso “prestar al juez su 

colaboración para la práctica de pruebas y diligencias.” 

 

Lo anterrior sin perjuicio de la posibilidad de la consulta del expediente digital 
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por las partes en la Secretaría de la Sección Primera del Tribunal en los días, 

horarios, términos, condiciones y protocolos de bioseguraridad señalados en 

el Acuerdo no. CSJBTA20-96 de 2 de octubre de 2020 expedido por el 

Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá solicitando la respectiva cita al 

correo electrónico “scsec01tadmincdm@cendoj.ramajudicial.gov.co”. 

 

Por la Secretaría de la Sección Primera de este tribunal realícense  las 

respectivas notificaciones y comunicaciones de esta providencia a las partes 

del proceso y al Ministerio Público a los siguientes correos electrónicos: 

 

a) Parte actora:  Wilson Antonio Flórez Vanegas, correo electrónico:  

wilsonantonio.florez@cundinamarca.gov.co 

 

b)  Parte demadada:  

 

-  Yeimmy Paola Mendoza Zarate y apoderado judicial, correos electrónicos: 

bcg@cer.com.co,  dff@cer.com.co; paolamendoza19201@gmail.com; 

yepameza_17@hotmail.com  

 

-  Presidente Asamblea Departamental de Cundinamarca y apoderado 

judicial: bcg@cer.com.co;  dff@cer.com.co; 

helio.tamayo@cundinamarca.gov.co; presidencia@-cundinamarca.gov.co  

 

c)  Ministerio Público, correo electrónico: dmgarcia@procuraduria.gov.co; 

dianamarcelagarciap@gmail.com  

 

d)  Agencia de Defensa Jurídica del Estado 

agencia@defensajuridica.gov.co, 

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co   

   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
 

FREDY IBARRA MARTÍNEZ 
Magistrado 



 

 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN  PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 

  

AUTO SUSTANCIACIÓN Nº 2020-12-176 E 

Bogotá, D.C., diciembre once (11) de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 00466 00 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   SINDICATO DE PROCURADORES 

JUDICIALES - PROCURAR  

DEMANDADO:   GABRIEL RENE CERA CANTILLO- 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN      

TEMAS:  NOMBRAMIENTO PROCURADOR 2 

JUDICIAL II PARA RESTITUCIÓN DE 

TIERRAS DE PEREIRA CON 

FUNCIONES EN BOGOTÁ 

ASUNTO:     CONCEDE RECURSO DE SÚPLICA 
 

MAGISTRADO PONENTE:   MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede el Despacho a resolver sobre el recurso de apelación presentado 

contra el Auto No. 2020-11-488 del 27 de noviembre de 2020, que resolvió 

sobre las excepciones previas propuestas.  

 

I ANTECEDENTES 

 

La apoderada del Sindicato de Procuradores Judiciales – Procurar, promovió 

medio de control electoral solicitando la nulidad del artículo 67 del Decreto 

No. 431 del 19 de marzo de 2020, por medio del cual el Procurador General de 

la Nación prorrogó en provisionalidad al doctor Gabriel Rene Cera Cantillo 

como Procurador 2 Judicial II de Restitución de Pereira con funciones en 

Bogotá, Código 3PJ, grado EC, demanda que fue admitida mediante Auto No. 

2020-08-236 del 14 de agosto de 2020.  

Mediante Auto No. 2020-11-488 del 27 de noviembre de 2020 el Despacho 

resolvió sobre las excepciones previas propuestas, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 12 del Decreto legislativo 806 del 4 de junio de 2020.  
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A través de escrito del 7 de diciembre de 2020 el apoderado del demandado 

presenta recurso de súplica contra el Auto No. 2020-11-488 del 27 de 

noviembre de 2020, como quiera que negó las excepciones previas propuestas.  

 

II CONSIDERACIONES 

 

2.1. Procedencia del Recurso de súplica  

 

Conforme las disposiciones especiales que regulan los procesos electorales, se 

determinó en el artículo 283 de la Ley 1437 de 2011 dispone que la audiencia 

inicial se contraerá al saneamiento del proceso, la fijación del litigio y el 

decreto de pruebas, no obstante, en atención a la remisión procesal 

establecida en el artículo 296 de la Ley 1437 de 2011, de manera que de 

conformidad con lo previsto en el artículo 180 ibidem, debe efectuarse un 

pronunciamiento sobre las excepciones previas o mixtas que pudieran 

configurarse en dicha etapa procesal.  

 

Mediante los Decretos Nacionales No. 417 del 17 de marzo y 637 del 6 de mayo 

de 2020, el presidente de la República declaró el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de 

treinta (30) días calendario, término dentro del cual se expidieron decretos 

legislativos con medidas especiales para cada sector.  

Para las actuaciones judiciales se emitió el Decreto legislativo 806 del 4 de 

junio de 2020, que dispuso en el artículo 12, entre otras cosas, sobre la 

resolución de las excepciones previas en la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, lo siguiente:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo. De las excepciones presentadas se correrá traslado por el 

término de tres (3) días en la forma regulada en el artículo 110 del Código General 

del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, la parte demandante podrá 

pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las 

excepciones previas.  

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 

articulas 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 

la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado 

código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el 

curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que 

requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de 

legitimación en la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los 

términos señalados anteriormente.  

La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en 

primera instancia por el juez, subsección, sección o sala de conocimiento. Contra 

esta decisión procederá el recurso apelación, el cual será resuelto por la 

subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de Estado. Cuando esta decisión 
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se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se 

decidirá por el magistrado ponente y será suplicable.” (Subrayado y negrilla 

fuera de texto) 

 

Conforme lo anterior, se resolvieron las excepciones previas propuestas 

mediante Auto No. 2020-11-488 del 27 de noviembre de 2020, y tratándose de 

un proceso de única instancia (artículo 152, numeral 12 de la Ley 1437 de 

2011), fueron resueltas por el magistrado ponente, razón pro al que el recurso 

procedente es el de súplica.  

 

Por tanto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 del Decreto 806 

de 2020 y el artículo 180, numeral 6, el recurso de súplica interpuesto contra 

la decisión que resolvió excepciones previas es procedente.  

 

2.2. Oportunidad de presentación del recurso de apelación  

 

Como quiera que el Decreto 806 de 2020, no dispone acerca del término y 

oportunidad para interponer el recurso de súplica contra la decisión que 

resuelve sobre las excepciones previas, lo cual tampoco contempla el artículo 

180, numeral 6 de la Ley 1437 de 2011, pues las considera resueltas en 

audiencia inicial, es procedente dar aplicación al artículo 246 ibidem, que 

establece que el término para interponer el recurso de súplica es dentro de 

los tres (3) días siguientes a la notificación de la decisión.  

 

En el presente caso, el Auto No. 2020-11-488 del 27 de noviembre de 2020 fue 

notificado el 2 de diciembre de 2020 (envío electrónico) y el recurso de 

apelación fue presentado el 7 de diciembre del presente año, es decir, que 

fue presentado dentro del término establecido, ya que este transcurrió entre 

los días 3, 4 y 7 de diciembre de 2020, de conformidad con la norma precitada.  

 

En ese sentido, el recurso de súplica presentado por la parte demandante fue 

presentado dentro de la oportunidad establecida. 

 

2.3.   Sustentación del Recurso de Apelación 

 

Se encuentra que en el artículo 246 de la Ley 1437 de 2011, se exige que el 

recurso de súplica presentado debe ser interpuesto con la sustentación 

correspondiente. 

 

En ese orden de ideas se evidencia en la remisión electrónica que el recurrente 

procede a presentar la argumentación que le sirve de sustento para su recurso, 

razón por la que este presupuesto se encuentra acreditado.  

 

En consecuencia, se concederá el recurso de súplica impetrado contra el Auto 

No. 2020-02-062 del 26 de febrero de 2020.  
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En mérito de lo expuesto,  

RESUELVE 

 

PRIMERO.- CONCEDER el recurso de apelación presentado contra el Auto No. 

No. 2020-11-488 del 27 de noviembre de 2020, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.  

SEGUNDO.-REMITIR el expediente al superior para que se surta la alzada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

Magistrado 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 
 
Bogotá D.C., diez (10) de diciembre de dos mil veinte (2020). 

 
Magistrado Ponente:       OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 
Expediente:  No. 250002341000202000543-00 

Demandante:  LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVO  
Demandado:  MARÍA ALEJANDRA OCAÑA BUCHELI-

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN   
Referencia:  NULIDAD ELECTORAL 
 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la excepción previa propuesta, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 del Decreto 806 de 2020, 

con base en los siguientes: 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1) La señora Lourdes María Díaz Monsalvo, en ejercicio del medio de control 

de nulidad electoral, solicita se declare la nulidad del acto de nombramiento 

de la señora María Alejandra Ocaña Bucheli en el cargo de Asesor, código 

1AS Grado 19 de la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con para asuntos Civiles y Laborales de la Procuraduría General 

de la Nación.  

 

2) En el término de traslado de la demanda y de forma oportuna, la señora 

María Alejandra Ocaña Bucheli presentó contestación de la demanda sin 

invocar excepciones previas, sino la genérica o innominada (fls. 448 a 463 

Archivo PDF índice expediente electrónico).  

 
Por su parte, la Procuraduría General de la Nación, por intermedio de 

apoderado judicial presentó escrito de contestación de demanda, en la cual 

alegó la excepción previa denominada: “Ineptitud sustantiva de la 

demanda” y las excepciones de inexistencia del derecho y la genérica o 

innominada (Expediente electrónico). 
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II CONSIDERACIONES 

 

1) El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud - OMS- 

calificó el brote de COVID-19 (Coronavirus) como una pandemia, por lo que 

el Ministerio de Salud y Protección Social, mediante Resolución 385 de 12 

de marzo de 2020, declaró “la emergencia sanitaria en todo el territorio 

nacional hasta el 30 de mayo de 2020”. En la mencionada Resolución 385 

de 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social ordenó 

a los jefes y representantes legales de entidades públicas y privadas, 

adoptar las medidas de prevención y control para evitar la propagación del 

COVID19 (Coronavirus). 

 
2) Posteriormente, mediante los Decretos Nacionales No. 417 del 17 de 

marzo y 637 del 6 de mayo de 2020, el presidente de la República declaró 

el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 

nacional, por el término de treinta (30) días calendario, término dentro del 

cual se expidieron decretos legislativos con medidas especiales para cada 

sector.  

 

3) Para las actuaciones judiciales se emitió el Decreto 806 del 4 de junio 

de 2020, que dispuso en el artículo 12, entre otras cosas, sobre la 

resolución de las excepciones previas en la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, lo siguiente:  

 
“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. De las excepciones presentadas se 
correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma regulada en el 
artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este 
término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo 

regulado en los articulas 100, 101 Y 102 del Código General del 
Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el 
inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará 
en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 
practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron 
pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 

falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y 
decidirán en los términos señalados anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser 
adoptada en primera instancia por el juez, subsección, sección o sala de 
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conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso apelación, el cual 
será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de 

Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los 
tribunales y Consejo de Estado se decidirá por el magistrado ponente y 
será suplicable.” (Subrayado y negrilla fuera de texto).  
 

A su turno, el Código General del Proceso dispone en los artículos 100, 101 

y 102 establecen frente a las excepciones previas, su trámite y oportunidad: 

 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en 
contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones 
previas dentro del término de traslado de la demanda: 
 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 

3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del 
demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o 
por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o 
compañero permanente, curador de bienes, administrador de comunidad, 
albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite 
al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que 
corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone 
citar. 

11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta 
de la que fue demandada. 
 
ARTÍCULO 101. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE DE LAS EXCEPCIONES 
PREVIAS. Las excepciones previas se formularán en el término del 
traslado de la demanda en escrito separado que deberá expresar las 
razones y hechos en que se fundamentan. Al escrito deberán 
acompañarse todas las pruebas que se pretenda hacer valer y que se 

encuentren en poder del demandado. 
 
El juez se abstendrá de decretar pruebas de otra clase, salvo cuando se 
alegue la falta de competencia por el domicilio de persona natural o por 
el lugar donde ocurrieron hechos, o la falta de integración del 
litisconsorcio necesario, casos en los cuales se podrán practicar hasta dos 
testimonios. 
 
Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera: 
 
1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el 
término de tres (3) días conforme al artículo 110, para que se pronuncie 
sobre ellas y, si fuere el caso, subsane los defectos anotados. 
 
2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran 
la práctica de pruebas, antes de la audiencia inicial, y si prospera 
alguna que impida continuar el trámite del proceso y que no pueda ser 
subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará terminada la 
actuación y ordenará devolver la demanda al demandante. 
Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia 
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inicial y en ella las practicará y resolverá las excepciones. (…) 
 

ARTÍCULO 102. INOPONIBILIDAD POSTERIOR DE LOS MISMOS 
HECHOS. Los hechos que configuran excepciones previas no podrán ser 
alegados como causal de nulidad por el demandante, ni por el demandado 
que tuvo oportunidad de proponer dichas excepciones.” (Subrayado y 
negrilla fuera de texto) 

 

En ese orden, procede el Despacho a resolver la excepción previa 

presentada, precisando que las excepciones de fondo que fueron invocadas 

serán objeto de pronunciamiento en la sentencia que se profiera (genérica 

o innominada e inexistencia del derecho). 

 
En primer lugar, se advierte que de conformidad con lo señalado en el 

artículo 100 del Código General del Proceso, ninguna de las excepciones 

previas allí estipuladas se ha configurado en el presente caso, así como 

tampoco se ha presentado caducidad, lo cual fue analizado para la admisión 

de la demanda en el examen de oportunidad efectuado, tampoco 

prescripción, transacción, conciliación o cosa juzgada, toda vez que no se 

configuran los elementos necesarios para decretarlas.  

 
Ahora bien, de la excepción previa propuesta por la Procuraduría General 

de la Nación , según el informe secretarial de subida al Despacho de fecha 

1° de diciembre de 2020, índice expediente electrónico, se advierte que en 

cumplimiento a lo ordenado en el parágrafo del artículo 9° del Decreto 806 

de 2020, la parte demandada dio traslado a los demás sujetos procesales 

del escrito contentivo de la demanda el 4 de noviembre de 2020, 

considerándose surtido el mismo el día 11 del mismo mes y año, sin que se 

presentara pronunciamiento frente a la misma.  

 
Conforme lo anterior, la Procuraduría General de la Nación propuso la 

excepción previa denominada: “Ineptitud sustantiva de la demanda”, al 

considerar que la demandante pretende la nulidad del artículo 72 del 

Decreto 718 de 2020, por medio del cual, “(…) el señor Procurador General 

de la Nación nombró en provisionalidad, por el término de seis meses, a 

MARÍA ALEJANDRA OCAÑA BUCHELI, quien se identifica con cédula de 

ciudadanía no. 1.019.022.014 en el cargo de ASESOR CÓDIGO 1AS, GRADO 

19, DE LA PROCURADURÍA SEGUNDA DELEGADA PARA LA VIGILANCIA 

ADMINISTRATIVA, CON FUNCIONES EN LA PROCURADURÍA DELEGADA 



 
 

Exp. No. 250002341000202000543-00 
Actora: Lourdes María Díaz Monsalvo   

Nulidad Electoral 

 
 

5 

PARA ASUNTOS CIVILES Y LABORALES” y en dicho acto administrativo 

prorroga el nombramiento de la señora Ocaña Bucheli, por lo que la 

demandante no tiene conocimiento del acto administrativo a demandar y se 

configura la ineptitud sustantiva de la demanda, ya que la misma tendría 

que haberse dirigido contra el acto administrativo en el que se indica que 

fue nombrada y no el que prorroga el nombramiento. 

 
Para resolver la excepción previa propuesta el Despacho tendrá en 

consideración lo siguiente:  

 
Sobre la excepción previa de ineptitud de la demanda el Consejo de Estado 

Sección Quinta, ha señalado lo siguiente:  

 

“(…) 

 
La Sala recuerda que la inepta demanda tiene dos manifestaciones 
principales, una la atinente a la indebida acumulación de 
pretensiones, (…) y, la otra, que es la que interesa en este caso, 
cuando la demanda no reúne los requisitos legales y todo lo que 
directa o indirectamente los afecte. (…). [E]l demandado planteó el 
evento dentro de la excepción de inepta demanda, consistente en la falta 
de invocación normativa y la falta de desarrollo del concepto de violación, 
argumento que converge en que la parte actora no podía fundamentarse 

en la violación a una sentencia de unificación. (…). Para la Sala, es claro 
que (…) el demandante debe invocar la norma que considera se 
transgrede y aparejado a ello, cuando se trata de desvirtuar la presunción 
de legalidad del acto administrativo o del acto electoral, debe esgrimir la 
argumentación sobre las razones por las que éste infringe el 
ordenamiento jurídico que se menciona (…) Puede decirse entonces, que 
serán aquellas situaciones o eventos extremos de carencia absoluta de 
invocación normativa o de argumentaciones que toquen los límites de lo 

absurdo, o cuando sea evidente o torticeramente incoherente, los que en 
dado caso podrían dar lugar a reputar inepta la demanda por la falta de 
invocación normativa y argumentativa del concepto de la violación1 (…)” 
 

 
Revisada la demanda el Despacho advierte efectivamente la parte 

demandante pretende la nulidad del acto administrativo contenido en el 

artículo 72 del Decreto 718 de 2020 por medio del cual se prorrogó el 

nombramiento de la señora María Alejandra Ocaña Bucheli en el cargo de 

Asesor, código 1AS Grado 19 de la Procuraduría Segunda Delegada para la 

Vigilancia Administrativa, con para asuntos Civiles y Laborales.  

 

 
1 Consejo de Estado Sección Quinta, C.P: Lucy Jeanette Bermúdez Bermúdez, siete (7) de marzo 
de 2019, radicación No. 11001 0328000201800091-00 (Acumulado 11 001-03-
28000201800601-00.  
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Ahora bien, frente al cuestionamiento de si los actos administrativos de 

nombramiento y prórroga de nombramientos son susceptibles de control en 

ejercicio del medio de nulidad electoral, se debe atender lo dispuesto en el 

artículo 139 de la Ley 1437 de 2011.  

 

En efecto, el artículo 139 del C.P.A.C.A. regula cuáles son los actos 

susceptibles de ser controlados en ejercicio de la nulidad electoral al 

disponer lo siguiente: 

 
“ARTÍCULO 139. NULIDAD ELECTORAL. Cualquier persona podrá pedir la 
nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos electorales, así 
como de los actos de nombramiento que expidan las entidades y autoridades 

públicas de todo orden. Igualmente podrá pedir la nulidad de los actos de 

llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones públicas. (…)” 
(Subrayado y resaltado en negrilla por fuera del texto original).  
 

El Consejo de Estado-Sección Quinta en referencia al artículo 139 ibídem ha 

precisado lo siguiente:  

 
“En atención a lo ordenado en este artículo, solamente los actos de elección, 
de nombramiento y de llamamiento, pueden ser susceptibles de ser enjuiciados 
a través del medio de control de nulidad electoral, lo que impide que puedan 
ser controvertidos por esta vía procesal los actos de trámite y preparatorios. 
 
Sin embargo, de manera pacífica, esta Sección ha aceptado que los vicios en 
los actos preparatorios o de trámite que dan origen a la designación, pueden 
ser estudiados por el juez electoral al ejercer el control de legalidad sobre el 
acto definitivo”.2 

 
De lo expuesto se advierte que en el artículo 139 de la Ley 1437 de 2011, 

refiere como objeto del medio de control de nulidad electoral, los actos de 

nombramientos que expiden las entidades y autoridades públicas de todo 

orden, y que aunque no se refiere a aquellos actos en los que dichos 

nombramientos se prorrogan, tampoco pueden asumirse como actos 

excluidos, por cuanto lo cierto es que versan sobre el estudio de legalidad 

de un acto de nombramiento en la modalidad de prórroga.  

 
Además, el Consejo de Estado ha indicado que a través del medio de control 

de nulidad electoral se ejerce el control de legalidad de los actos definitivos 

de designación, pudiéndose incluso estudiar en dicho análisis del acto 

 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, CP. Lucy Jeannette 
Bermúdez Bermúdez, Auto del 2 de febrero de 2017, radicado: 68001-23-33-000-2016-00801-01. 
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definitivo, los vicios en los actos preparatorios o de trámite que le dieron 

origen.  

 
En ese sentido, se tiene que el acto administrativo de prórroga de 

nombramiento, no solo se da como favorecimiento sino que al permitir la 

permanencia del funcionario público en el cargo en provisionalidad permite 

definir una situación jurídica que permite la vinculación del funcionario a la 

entidad, bajo el entendido de que el nombramiento es condicional, razón 

por la que al culminar el nombramiento inicial y en aras de continuar con la 

prestación del servicio, este se torna como acto definitivo susceptible de 

demanda electoral, sin necesidad de conformar un acto complejo respecto 

del acto primigenio de nombramiento, es decir, que incluso es autónomo, 

pues a manera de ejemplo, mal podría alegarse que un acto de prórroga de 

nombramiento por décima vez, no pudiera demandarse por encontrarse 

caducado el medio de control para el acto inicial o que fue el primero en 

nombrar determinada persona.  

 

De este modo, cada caso debe ser analizado a la luz de las decisiones y 

nombramientos adoptados, así como la finalidad del acto mismo, así se trate 

del acto administrativo que prorroga el nombramiento, razón por la cual, no 

le asiste razón a la Procuraduría General de la Nación, cuando señala que la 

parte demandante no sabe cuál es el acto de nombramiento que demanda 

pues el mismo fue plenamente identificado en el escrito contentivo de la 

demanda, junto con las normas que se consideran vulneradas, razón por la 

cual se declara no probada la excepción denominada “Ineptitud sustantiva 

de la demanda”.  

 
Por último, en el caso concreto, el Despacho recuerda que no advierte la 

existencia de ninguna excepción que amerite decreto o pronunciamiento 

oficioso, por lo que pondrá en consideración de las partes la decisión 

adoptada, a fin de dar por superada la fase de qué trata el numeral 6° del 

artículo 180 de la ley 1437 de 2011 (CPACA). 

 
En mérito de lo expuesto, se 
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R E S U E L V E 

 
1°) Declárase no probada la excepción previa de ineptitud sustantiva de 

la demanda, propuesta por la Procuraduría General de la Nación de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 
2°) Ejecutoriado este auto, regrese el expediente al Despacho para 

continuar con el trámite procesal correspondiente.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 
Magistrado 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN PRIMERA 

SUB SECCIÓN B 
 

Bogotá DC, once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Magistrado Ponente:  FREDY IBARRA MARTÍNEZ 
Expediente:     250002341000202000599-00 
Demandante:    ASOCIACIÓN NACIONAL DE 

EMPLEADOS DE LA DEFENSORÍA DEL 
PUEBLO (ASEMED) 

Demandado:  DAVID FELIPE KLEEFELD CUARTAS Y 
OTRO 

Medio de Control:    ELECTORAL 
Asunto: CORRRECIÓN Y ORDEN DE 

NOTIFICACIÓN 
 

 

Visto el informe Secretarial que antecede (archivo electrónico) el despacho 

dispone lo siguiente: 

 

1) El conocimiento del asunto de la referencia de conformidad con el acta de 

reparto (archivo electrónico) correspondió al suscrito magistrado ponente, sin 

embargo por error en la Plataforma de Gestión Judicial Siglo XXI aparece 

como magistrado ponente el Doctor Moisés Rodrigo Mazabel Pinzón, por lo 

tanto ordénase a la Secretaría de la Sección Primera de este tribunal que 

realice  los cambios y anotaciones respectivas en la Plataforma de Gestión 

Judicial Siglo XXI en lo que respecta al magistrado sustanciador quien es 

Fredy Ibarra Martínez. 

 

2) Por otro lado, la Secretaría de esta sección del tribunal informa lo 

siguiente: “se advierte al Despacho que por la Secretaría de la Sección se 

realizó la notificación electrónica al demandado DAVID FELIPE KLEEFELD 

CUARTAS al correo electrónico enunciado en el acápite de la demanda 

atencionciudadano@defensoria.gov.co, sin respuesta alguna”,  por tanto, por 

la secretaría notifíquese el auto admisorio de la demanda al señor David 

Felipe Kleefeld Cuartas, persona cuyo nombramiento se demanda en este 
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proceso, de conformidad con la regla dispuesta en el parágrafo segundo y 

siguientes del numeral 1 de esa precisa providencia en donde se dispuso lo 

siguiente: 

  

“(…). 
 
Si no fuere posible la notificación electrónica, notifíquese 
personalmente este auto, conforme a la regla prevista en el literal a) 
del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011 con entrega de copia de la 
demanda y sus anexos, e infórmesele que la demanda podrá ser 
contestada dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación 
personal del auto admisorio de la demanda o al del día siguiente de 
la publicación del respectivo aviso, según el caso, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 279 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Finalmente, si no fuere posible la notificación electrónica o personal 
dentro de los dos (2) días siguientes a la expedición de este auto, 
notifíquese de conformidad con lo previsto en los literales b) y c) del 
artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, con aplicación de lo consagrado 
en los literales f) y g) de esa misma disposición los cuales disponen 
lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 277. CONTENIDO DEL AUTO ADMISORIO DE LA 
DEMANDA Y FORMAS DE PRACTICAR SU NOTIFICACIÓN. Si la 
demanda reúne los requisitos legales se admitirá mediante auto, en 
el que se dispondrá: 
(…). 
 
b) Si no se puede hacer la notificación personal de la 
providencia dentro de los dos (2) días siguientes a su 
expedición en la dirección informada por el demandante o este 
manifiesta que la ignora, se notificará al elegido o nombrado, sin 
necesidad de orden especial, mediante aviso que se publicará 
por una vez en dos (2) periódicos de amplia circulación en el 
territorio de la respectiva circunscripción electoral. 
 
c) El aviso deberá señalar su fecha y la de la providencia que se 
notifica, el nombre del demandante y del demandado, y la 
naturaleza del proceso, advirtiendo que la notificación se 
considerará surtida en el término de cinco (5) días contados a 
partir del día siguiente al de su publicación. 
 
(…). 
 
f) Las copias de la demanda y de sus nexos quedarán en la 
Secretaría a disposición del notificado, y el traslado o los 
términos que conceda el auto notificado solo comenzarán a 
correr tres (3) días después de la notificación personal o por 
aviso, según el caso. 

g) Si el demandante no acredita las publicaciones en la prensa 
requeridas para surtir las notificaciones por aviso previstas en 
los literales anteriores, dentro de los veinte (20) días siguientes 
a la notificación al Ministerio Público del auto que la ordena, se 
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declarará terminado el proceso por abandono y se ordenará 
archivar el expediente.” (se destaca). 

De las citadas normas se desprende que si no se puede hacer la 
notificación personal de esta providencia dentro de los dos (2) días 
siguientes a su expedición la notificación se realizará sin necesidad 
de orden especial, mediante aviso que se publicará por una vez en 
dos (2) periódicos de amplia circulación en el territorio de la 
respectiva circunscripción electoral. 
 
En ese orden, las disposiciones transcritas preceptúan que el aviso 
deberá señalar su fecha y la de la providencia que se notifica, el 
nombre del demandante y del demandado, y la naturaleza del 
proceso, advirtiendo que la notificación se considerará surtida en el 
término de cinco (5) días contados a partir del día siguiente al de su 
publicación y que las copias de la demanda y sus anexos quedarán 
en la Secretaría a disposición del notificado, y el traslado o los 
términos que conceda el auto notificado sólo comenzarán a correr 
tres (3) días después de la notificación personal o por aviso, según el 
caso; de igual manera, si el demandante no acredita las 
publicaciones en la prensa requeridas para surtir las notificaciones 
por aviso previstas en los literales anteriores, dentro de los veinte 
(20) días siguientes a la notificación del Ministerio Público del auto 
que la ordena, se declarará terminado el proceso por abandono y se 

ordenará archivar el expediente.”  (archivo electrónico). 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
 
 
 

FREDY IBARRA MARTÍNEZ 
Magistrado 



 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN “A” 

 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS MANUEL LASSO LOZANO 
Referencia: Exp. No. 2500023410002020072600 
Demandante: FABIÁN DÍAZ PLATA 
Demandado: AUTORIDAD NACIONAL DE LICENCIAS AMBIENTALES 
MEDIO DE CONTROL DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E 
INTERESES COLECTIVOS 
Asunto. Rechaza recurso de apelación. 

 

Antecedentes 

 

Mediante auto del 1 de diciembre de 2020, se declaró la nulidad de todo lo actuado 

y se rechazó la demanda por agotamiento de Jurisdicción. 

 

Contra la decisión anterior, el actor popular interpuso recurso de apelación, que 

fundamenta de la siguiente manera. 

 

El estudio que realiza el Tribunal Administrativo a la presente acción de radicado 

25000234100020200072600 y la que se encuentra en segunda instancia en el 

Consejo de Estado bajo radicado 680012333000201701422-01, es 

descontextualizado, debido a que si bien se refieren al mismo proyecto vial, esto es, 

la Conectante C1 y C2, los hechos y los fundamentos y pretensiones que motivaron 

la presente acción sos distintas, pues la acción presentada actualmente versa sobre 

afectaciones presentes que están sufriendo las comunidad, a raíz de la construcción 

de esta mega obra vial que se está ejecutando en este momento. 

 

La acción popular interpuesta por el señor Alejandro Alvarado Bedoya y Otros, en 

el mes de noviembre del año 2017, versó exclusivamente sobre la planificación vial 

que iba a tener la Conectante C1 y C2 y cómo esta iba a afectar los derechos 

colectivos al patrimonio público y a la moralidad administrativa de las comunidades 

del Valle de Menzuly por el trazado que esta iba a tener, pues según las palabras 

de los demandantes “garantizar la coherencia entre la infraestructura nacional y regional 

ahorrará a las entidades públicas y a los conductores tiempos de desplazamiento, generará 

eficiencia en la logística y un desarrollo urbano coherente con la prospectiva regional”, por 
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lo que esta acción, como se puede demostrar, versa específicamente sobre la forma 

como los demandados no tuvieron en cuenta el Plan Maestro de Movilidad del Área 

Metropolitana de Bucaramanga. 

 

Sostiene que negar la procedencia y no darle trámite a la presente acción 

representaría la vulneración de comunidades que se encuentran afectadas por la 

ejecución de este megaproyecto que nunca fueron tenidas en cuenta dentro de él, 

por lo que no pueden supeditarse sus derechos y el gran impacto medio ambiental 

que va a tener esta clase de obras sobre las comunidades, en especial sobre el 

medio ambiente en un territorio tan importante como los Cerros Orientales y el 

Parque Natural Cerro La Judía, por la representatividad de la fauna y la flora propias 

de estos territorios los cuales son vitales para la conservación de este ecosistema 

y la preservación del medio ambiente, que representa el futuro de todos los 

habitantes, pues la planificación de estas megaobras deben estar acordes con los 

principios de desarrollo sostenible, sin tener que someter la destrucción del medio 

ambiente. 

 

De otro lado, aduce que la sentencia del Consejo de Estado, proferida el 11 de 

septiembre de 2012 1  concluyó con respecto a la figura del agotamiento de la 

jurisdicción ordinaria lo siguiente.  

 

“La razonabilidad de la posición sobre la viabilidad del agotamiento de 
jurisdicción como causal de rechazo de las acciones populares que 
aquí se unifica, descansa en que además de que evita desgaste 
judicial, desgaste a los actores populares y a todos los estamentos 
involucrados en el tema probatorio, resultaría totalmente vano 
adelantar un proceso a sabiendas, de antemano, que no podrá existir 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto (cuando se esté en 
presencia de cosa juzgada en los eventos antes reseñados y dentro 
de los parámetros descritos por la Corte Constitucional en la sentencia 
citada), o tramitar un segundo proceso a sabiendas de que ya cursa 
uno idéntico, razón por la cual la postura que se acoge, constituye 
pleno desarrollo de los principios que orientan la función judicial en el 
trámite de las acciones populares.”. 

 

Argumento válido si las mencionadas acciones tuviesen un sustento jurídico similar, 

no obstante, como ya se indicó con anterioridad, las referidas acciones tienen 

similitud con respecto a la problemática, pues ambas están relacionadas con la 

megaobra de infraestructura vial Conectante C1-C2, pero distan completamente en 

                                                 
1 Consejo de Estado. Sala Plena, Decisión del 11 de septiembre de 2012. Consejera Ponente: Susana Buitrago 
Valencia. Radicado: 41001-33-31-004-2009-00030-01.   
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relación con los hechos y las pretensiones, motivo por el cual no se configuraría el 

agotamiento de jurisdicción.  

 

Bajo los argumentos anteriormente expuestos, interpuso recurso de apelación en 

contra del auto del 1 de diciembre de 2020 y, en ese sentido, solicitó que se revoque 

tal auto y se dé continuidad a la acción popular de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Sobre el recurso de apelación. 

 

El actor popular interpuso recurso de apelación en contra del auto del 1 de diciembre 

de 2020. 

 

Al respecto, el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, dispone. 

 

“ARTICULO 37. RECURSO DE APELACION. El recurso de apelación 

procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma 
y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá ser 
resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a partir de la 
radicación del expediente en la Secretaría del Tribunal competente.”. 

 

Con fundamento en la norma transcrita, el H. Consejo de Estado, Sala Plena,2 en 

providencia del 26 de junio de 2019, señaló que en materia de acciones populares 

el recurso de apelación sólo procede contra la sentencia de primera instancia y 

contra la decisión por medio de la cual se decreta una medida cautelar en el 

marco de dicho medio de control. 

 

“De antaño, esta Corporación y en vigencia del Código Contencioso 

Administrativo –normativa aplicable al presente asunto, teniendo en cuenta 
la fecha en que se presentó la demanda de acción popular (8 de julio de 
2009 según consta a folio 18 vuelto del cuaderno 1 del expediente), frente 
al tema de la procedencia de los recursos en acciones populares ha dicho:  

 

“Efectuado el anterior análisis, la Sala extrae las siguientes conclusiones en 
relación con la procedencia y oportunidad de los recursos en contra de las 
providencias proferidas a lo largo del trámite de acción popular: a) Contra 

                                                 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Consejero 
ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO Bogotá D.C., veintiséis (26) de junio de dos mil 
diecinueve (2019) Radicación número: 25000-23-27-000-2010-02540-01(AP)B Actor: FELIPE 
ZULETA LLERAS Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y 
OTROS 
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los autos que se profieran durante el trámite de la acción popular – lo anterior 
supone que ya se encuentre trabada la litis, es decir notificada la demanda 
a los demandados-, bien en primera o segunda instancia el medio de 
impugnación procedente es la reposición, la cual deberá interponerse, sin 
importar la jurisdicción ante la cual se adelanta la acción – bien ordinaria o 
contencioso administrativa, en los términos del Código de Procedimiento 
Civil, en lo que concierne a los elementos de oportunidad y trámite (artículo 
36 ley 472 de 1998). El anterior esquema procesal – en materia de 
impugnación de providencias-, no desconoce o quebranta disposiciones de 
rango constitucional – tales como el principio de la doble instancia (art. 31 
C.P.) o el debido proceso (art. 29 C.P.), según lo establecido en el sentencia 
C377 de 2002 proferida por la Corte Constitucional; providencia ésta 
mediante la cual se declaró exequible el artículo 36 analizado. b) La 
sentencia de primera instancia – también la que aprueba el pacto de 
cumplimiento-, así como el auto que decrete medidas cautelares son 
providencias apelables por expresa disposición legal del estatuto especial 
normativo de estas acciones (artículos 36 y 26 ley 472 ibídem). c) El auto 
que rechaza la demanda – bien sea por falta de corrección (inadmisión), o 
por agotamiento de jurisdicción – es apelable, en la medida que es un 
proveído que no se profiere al interior del trámite de la acción popular, en 
tanto que con éste se trunca la existencia de aquél, ya que enerva la 
posibilidad de trabar el litigio. Lo anterior como quiera que, tal y como se 
analizó anteriormente, para establecer si el mencionado auto es o no 
apelable se debe acudir a la remisión normativa del artículo 44 de la ley 472 
de 1998 que, para el caso de los procesos de competencia de la jurisdicción 
contencioso administrativa, se efectúa a los postulados del C.C.A.; estatuto 
normativo éste, en el cual el auto que rechaza la demanda en un proceso de 
dos instancias es objeto de recurso de apelación (art. 181 numeral 1 ibídem). 
d) El auto que inadmite la demanda, en materia de impugnación se rige, al 
igual que el que la rechaza, por los postulados normativos del C.C.A., razón 
por la cual el recurso procedente para su controversia es el ordinario de 
súplica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 183 ibídem6 .”  

No obstante, debe tenerse en cuenta que la Corte Constitucional al estudiar 
la constitucionalidad del artículo 36 de la Ley 472 de 1998 en sentencia C-
377 de 2002 avaló dicha norma y concluyó que las únicas providencias 
pasibles del recurso de apelación, tal y como lo determinó el legislador de 
1998 son el que decreta una medida cautelar y la sentencia de primera 
instancia.  

Conforme con lo expuesto, en atención a la celeridad que debe caracterizar 
las acciones populares es claro que el recurso procedente contra las 
decisiones dictadas en el curso de este tipo de acciones es únicamente el 
de reposición, salvo lo dispuesto expresamente en los artículos 26 y 37 de 
la Ley 472 de 1998 respecto de las providencias a través de las cuales se 
dicta una medida cautelar y se profiere sentencia de primera instancia, 
decisiones estas que son apelables; sin que con dicha limitación se afecte 
en manera alguna el debido proceso o el derecho a la doble instancia 
conforme el análisis efectuado frente al punto por la Corte Constitucional.  

Entonces es esta la oportunidad para que la Sala Plena de esta Corporación 
reafirme la regla en comento según la cual, se insiste, las únicas decisiones 
apelables en acciones populares son el auto que decreta una medida 
cautelar y la sentencia de primera instancia, por lo que todas las demás 
decisiones que se adopten en el trámite de estos procesos son únicamente 
pasibles del recurso de reposición.”. 

 

(Destacado por el Tribunal). 
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En el presente caso, la decisión que apela la parte actora corresponde al auto por 

medio del cual se rechaza la demanda por agotamiento de Jurisdicción, providencia 

que de acuerdo con la norma transcrita y las precisiones hechas en la jurisprudencia 

del Consejo de Estado, no es susceptible del recurso de alzada. 

 

En este orden de ideas, acogiendo el criterio definido por el H. Consejo de Estado, 

Sala Plena, se rechazará por improcedente el recurso de apelación interpuesto en 

contra del auto del 1 de diciembre de 2020.   

 

En mérito de lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-. RECHAZAR por improcedente el recurso de apelación interpuesto 

contra el auto del 1 de diciembre de 2020, mediante el cual se rechazó la demanda. 

 

SEGUNDO.- Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría, dese cumplimiento al 

numeral cuarto del auto del 1 de diciembre  de 2020. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
                                                                

                                                                
 

 
 

 

LUIS MANUEL LASSO LOZANO                      
Magistrado 

 
 
 
 
L.C.C.G. 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

-SECCIÓN PRIMERA- 
-SUB SECCIÓN “A”- 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA ELIZABETH LOZZI MORENO 
 

PROCESO No.: 25000-23-41-000-2020-000727-00 
DEMANDANTE: MARIO ENRIQUE IBAÑEZ 
DEMANDANDO: MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 
MEDIO DE 
CONTROL: 

CUMPLIMIENTO DE NORMAS CON FUERZA MATERIAL 
DE LEY O DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 

_________________________________________________________________ 

Asunto: RECHAZA DEMANDA 
 

Visto el informe secretarial que antecede, en el cual se indica que no hubo 

pronunciamiento alguno por la parte actora respecto del auto de inadmisión de la 

demanda, procede la Sala a pronunciarse en lo que en derecho corresponda.  

 
ANTECEDENTES 

1. De la demanda 
 

1.1. El señor MARIO ENRIQUE IBAÑEZ interpuso el medio de control de 

cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos 

administrativos contra el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 
SOCIAL para que dé cumplimiento a lo dispuesto en los Decretos 613 de 

2017 “Por el cual se reglamenta la Ley 1787 de 2016 y se su subroga el 

Título 11 de la Parte 8 del Libro 2 del Decreto 780 de 2016 en relación con 

el acceso seguro e informado al uso médico y científico del cannabis” y 

631 de 2018 “Por el cual se modifica el artículo artículo 2.8.11; 11.1 y se 

adiciona el numeral 15 al artículo 2.8.11.9.1 del Decreto 780 de 2016” con 

el fin de que los medicamentos derivados del cannabis medicinal sean 

acogidos e incorporados en el sistema del Plan Obligatorio de Salud – 

POS.  

 

1.2. El accionante como pretensión señaló: “solicitar el cumplimiento de la 

norma con fuerza material de ley o acto administrativo incumplido”. 
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1.3. Repartido el asunto, el Despacho ponente al revisar el contenido contenido 

de la demanda y los anexos, evidenció los defectos relacionados con la 

ausencia de prueba de constitución en renuencia frente a la entidad 

accionada de manera previa a la presentación de la demanda y ausencia 

de la manifestación bajo juramento respecto de la presentación de la 

acción, por lo que mediante auto del 28 de octubre de 2020 le otorgó a la 

accionante el término de dos (2) días para subsanar la demanda, so pena 

de rechazo, en aplicación a lo establecido en el artículo 12 de la Ley 393 

de 1997. 

 
1.4. Vencido el término concedido por el despacho ponente, la parte actora 

guardó silencio. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

Procede la Sala a pronunciarse sobre el rechazo de la demanda por ausencia de 

corrección de la demanda dentro del presente medio de control así: 

 
1. En providencia del 28 de octubre de 2020, notificada el 30 del mismo mes y 

año, se inadmitió la demanda por no dar cumplimiento a los requisitos 

establecidos en los numerales 5 y 7 del artículo 10 de la Ley 393 de 1997 para la 

presentación del presente medio de control.  

 

2. El artículo 10 de la citada Ley 393 dispuso los requisitos que debe contener 

la demanda de este medio de control así:  

 
“ARTICULO 10. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud deberá contener: 
1. El nombre, identificación y lugar de residencia de la persona que instaura la acción. 
2. La determinación de la norma con fuerza material de Ley o Acto Administrativo 
incumplido. Si la Acción recae sobre Acto Administrativo, deberá adjuntarse copia del 
mismo. Tratándose de Acto Administrativo verbal, deberá anexarse prueba siquiera 
sumaria de su existencia. 
3. Una narración de los hechos constitutivos del incumplimiento. 
4. Determinación de la autoridad o particular incumplido. 
5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción del inciso 
segundo del artículo 8º de la presente Ley, y que consistirá en la demostración de 
haberle pedido directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva. 
6. Solicitud de pruebas y enunciación de las que pretendan hacer valer. 
7. La manifestación, que se entiende presentada bajo gravedad del juramento, de 
no haber presentado otra solicitud respecto a los mismos hechos o derechos ante 
ninguna otra autoridad.” (negrillas no originales) 
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3. En cuanto a la constitución en renuencia, la misma está consagrada en el 

artículo 8 de la Ley 393 de 1997 así: 

 
“Artículo  8º.- Procedibilidad.  
(…) 
Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá 
que el accionante previamente haya reclamado el cumplimiento del deber legal 
o administrativo y la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no 
contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación de la 
solicitud. Excepcionalmente se podrá prescindir de este requisito, cuando el 
cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio 
irremediable para el accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en la 
demanda.” 

 

De igual manera fue consagrado en el artículo 161 del CPACA: 
  

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 
presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos 
en los siguientes casos: 

(…) 
3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley 
o de un acto administrativo, se requiere la constitución en renuencia de la 
demandada en los términos del artículo 8o de la Ley 393 de 1997.” (subrayas 
no originales) 
 

Conforme a las normas antes indicadas, se encuentra que el accionante previo a 

la presentación de la demanda deberá reclamar a la demandada el cumplimiento 

de la norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo. 

 

4. Dentro de la demanda presentada, no se encuentra mención, sustento alguno 

ni material probatorio aportado que permita determinar si se presentó o no la 

referida reclamación administrativa previa ante la entidad accionada, donde se 

solicitara el cumplimiento de los Decretos 613 de 2017 y 631 de 2018, para que 

los medicamentos derivados del cannabis medicinal sean acogidos e 

incorporados en el sistema del Plan Obligatorio de Salud – POS y saber si la 

entidad se abstuvo de atender en los términos la reclamación o la negó, 

haciendo que el accionante deba acudir a la vía judicial a obtener el efectivo 

cumplimiento. 

 

5. También se advirtió la ausencia de juramento, es decir, que la parte actora 

indicara en la demanda que no ha presentado otra solicitud respecto de los 

mismos hechos o derechos ante ninguna otra autoridad. 

6. Frente a la anterior situación, el Despacho Ponente le otorgó al accionante el 

término de dos (2) días para que corrigiera los defectos indicados, so pena de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0393_1997.html#8
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rechazo tal como lo prevé el artículo 12 de la Ley 393 de 1997. Sin embargo, 

vencido dicho término, no obra dentro del expediente, ningún escrito de 

subsanación de la demanda según lo indicado en el informe secretarial. 
 
 
7. Así las cosas, como quiera que en el subjudice no se corrigió la demanda 

conforme a lo indicado en el auto inadmisorio, resulta aplicable lo estipulado en 

el artículo 12 de la Ley 393 de 1997 en cuanto al rechazo de la demanda, el cual 

dispone: 

“ARTICULO 12. CORRECCION DE LA SOLICITUD. Dentro de los tres (3) 
días siguientes a la presentación de la demanda el Juez de cumplimiento 
decidirá sobre su admisión o rechazo. Si la solicitud careciere de alguno 
de los requisitos señalados en el artículo 10 se prevendrá al 
solicitante para que la corrija en el término de dos (2) días. Si no lo 
hiciere dentro de este término la demanda será rechazada. En caso de 
que no aporte la prueba del cumplimiento del requisito de procedibilidad de 
que trata el inciso segundo del artículo 8o, salvo que se trate de la 
excepción allí contemplada, el rechazo procederá de plano. 

Si la solicitud fuere verbal, el Juez procederá a corregirla en el acto con la 
información adicional que le proporcione el solicitante.” (negrillas no 
originales). 

Así mismo, fue señalado en el artículo 169 de la Ley 1437 de 2011: 

 
“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y 
se ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 
dentro de la oportunidad legalmente establecida. 
3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.”  
(negrillas no originales). 

 

En ese orden de ideas, luego de todo el análisis fáctico y jurídico antes expuesto, 

y teniendo en cuenta que dentro del término legal concedido no se presentó 

escrito de subsanación de la demanda por parte del accionante conforme a lo 

solicitado, esta Colegiatura deberá rechazar la demanda presentada dentro del 

medio de control de cumplimiento de norams con fuerza material de ley o actos 

administrativos. 

 
NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS 
 

De conformidad con los lineamientos del Consejo Superior de la Judicatura en el 

artículo 13 del Acuerdo PCSJA20-11549 del 7 de mayo de 2020 y siguiendo la 

directriz de la Presidencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se le 
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informará a la Secretaría de la Sección, los correos electrónicos de las partes del 

proceso para efectos de las notificaciones judiciales. 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA, SECCIÓN PRIMERA, SUBSECCIÓN "A", administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 
R E S U E L V E 

 
 

PRIMERO: RECHÁZASE la demanda presentada por el señor MARIO 

ENRIQUE IBAÑEZ, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFICAR la presente providencia al accionante al siguiente 

correo electrónico direccionjuridica.global.mg@gmail.com. 

 

TERCERO: DEVUÉLVASE a la parte accionante la demanda con sus 

respectivos anexos y ARCHÍVESE la restante actuación, dejando las 

constancias secretariales de rigor. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Aprobado y discutido en sesión de la fecha. 

 
 
 
 

CLAUDIA ELIZABETH LOZZI MORENO 
Magistrada  

 
 
 
 

LUIS MANUEL LASSO LOZANO 
Magistrado 

 
 
 
 

FELIPE ALIRIO SOLARTE MAYA 
Magistrado 

 

mailto:direccionjuridica.global.mg@gmail.com


REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JURISDICCIONAL 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA - SUBSECCIÓN “A” 
 

Bogotá D.C., diez (10) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 

PROCESO N°: 2500023410002020-00819-00 
MEDIO DE CONTROL: ELECTORAL 
DEMANDANTE: LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVO 
DEMANDADO: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
ASUNTO: RECHAZA DEMANDA 

 
MAGISTRADO PONENTE 

FELIPE ALIRIO SOLARTE MAYA 
 
1. ANTECEDENTES 

 

1° La señora Lourdes María Díaz Monsalvo,  interpuso  demanda  de  nulidad 

electoral en contra de la Procuraduría General de la República, con la cual pretende 

que se declare la nulidad del artículo 127 del Decreto 963 del 1° de octubre de 2020, 

por medio del cual se prorrogó el nombramiento del señor Daniel Alfredo Remolina 

Carvajal en el cargo de Profesional Universitario G-17 de la Procuraduría Delegada para 

la Policía Nacional con funciones de Procuraduría Delegada ante el Consejo de Estado. 

 
2° Con auto del 27 de noviembre de 2020 se inadmitió la demanda con el fin de que 

se aportara la constancia de publicación del acto administrativo demandado, esto es, 

del Decreto 963 del 1° de octubre de 2020 y con ello poder establecer el término dentro 

del cual se interpuso la demanda. 

 
En la providencia en mención, en virtud del artículo 276 de la Ley 1437 de 2011, se le 

concedió a la parte actora un plazo de tres (3) días hábiles para que subsanara los 

defectos señalados. 

 
3° Dentro del término conferido en el auto del 27 de noviembre de 2020, la parte 

actora no presentó escrito de subsanación de la demanda. 
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2. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 2761 de la Ley 1437 de 2011 dispone que, si la demanda no reúne los 

requisitos formales, se le concederá a la parte actora tres (3) días para que los corrija o 

subsane, so pena de rechazo. 

 
Una vez vencido el plazo indicado en la norma en mención sin que se hubiere 

subsanado la demanda en los términos indicados, corresponderá dar aplicación al 

último acápite del precitado articulo 276, que dispone el rechazo de la demanda. 

 
En el caso de marras, la señora Lourdes María Díaz Monsalvo no allegó escrito alguno 

con el fin de subsanar la demanda, tal y como le fue solicitado en el auto inadmisorio 

del 27 de noviembre de 2020. 

 
En efecto, se debe indicar que la precitada providencia fue notificada por estado del 2 

de diciembre de 2020, por lo que la parte actora contaba hasta el día 7 del mismo mes 

y año para allegar la constancia de publicación del Decreto 963 del 1° de octubre de 

2020; sin embargo, tal circunstancia no acaeció. 

 
En consecuencia, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 276 de la Ley 1437 de 

2011, se dispondrá el rechazo de la demanda. 

 
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Primera, Subsección A, 

 
 

1 ARTÍCULO 276. TRÁMITE DE LA DEMANDA. Recibida la demanda deberá ser repartida a más tardar el 

día siguiente hábil y se decidirá sobre su admisión dentro de los tres (3) días siguientes. 

El auto admisorio de la demanda no es susceptible de recursos y quedará en firme al día siguiente al de la 
notificación por estado al demandante. 
Si la demanda no reúne los requisitos formales mediante auto no susceptible de recurso se concederá al 
demandante tres (3) días para que los subsane. En caso de no hacerlo se rechazará. 
Contra el auto que rechace la demanda procede el recurso de súplica ante el resto de los Magistrados o de 
reposición ante el juez administrativo en los procesos de única instancia y el de apelación en los de primera, 
los cuales deberán presentarse debidamente sustentados dentro de los dos (2) días siguientes al de la 
notificación de la decisión. 
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RESUELVE 

 
 
PRIMERO.- RECHÁZASE la demanda formulada por la señora LOURDES 

MARÍA DÍAZ MONSALVO, por las razones anotadas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
SEGUNDO.- En firme esta providencia, ARCHÍVESE el expediente, previas las 

anotaciones que sean del caso. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Providencia aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

 
 
 
 

FELIPE ALIRIO SOLARTE MAYA 
Magistrado 

 
 

CLAUDIA ELIZABETH LOZZI MORENO 
Magistrada 

 
 

LUIS MANUEL LASSO LOZANO 
Magistrado 



 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN “A” 

 

Bogotá D.C., diez (10) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS MANUEL LASSO LOZANO  
Referencia: Exp. No. 25000234100020200082800 
Demandante: LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVO 
Demandado: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO 
MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD ELECTORAL 
Asunto. Rechaza demanda. 

 

Antecedentes 
 

La señora Lourdes María Díaz Monsalvo, en ejercicio del medio de control electoral 

previsto en el artículo 139 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, interpuso demanda en contra de la 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y el señor LUIS ÁLVARO GUZMÁN 

SÁNCHEZ, con el fin de que se declare la nulidad del artículo 135 del Decreto 963 

de 1 de octubre de 2020, expedido por el Procurador General de la Nación. 

 

Mediante auto del 27 de noviembre de 2020, se inadmitió la demanda, pues se 

observó una falencia relacionada con los anexos de la demanda, en tanto no había 

sido allegada la constancia de publicación del Decreto 963 de 2020. 

 

El 9 de diciembre de 2020, la Secretaría de la Sección ingresó al Despacho la 

demanda de la referencia, con un escrito de subsanación, allegado oportunamente 

por la parte actora. 

 

Consideraciones 

 

El artículo 276 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece el trámite de la demanda en el marco del medio de control 

de nulidad electoral. 

 

“ARTÍCULO 276. TRÁMITE DE LA DEMANDA. Recibida la demanda 
deberá ser repartida a más tardar el día siguiente hábil y se decidirá sobre 
su admisión dentro de los tres (3) días siguientes. 

El auto admisorio de la demanda no es susceptible de recursos y quedará 
en firme al día siguiente al de la notificación por estado al demandante. 

Si la demanda no reúne los requisitos formales mediante auto no susceptible 
de recurso se concederá al demandante tres (3) días para que los subsane. 
En caso de no hacerlo se rechazará.”. 

(…).” 
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(Destacado por el Tribunal). 

 

Como se mencionó en los antecedentes de la presente providencia, la acción 

electoral presentada por la señora Lourdes María Díaz Monsalvo, en nombre propio, 

presentó una falencia relacionada con los anexos de la demanda, específicamente 

que no se acompañó la constancia de publicación del acto acusado. 

 

De acuerdo con el informe secretarial que obra en el expediente, la parte actora 

allegó un escrito mediante el cual pretende subsanar la demanda, que tiene el 

siguiente contenido. 

 

 

Revisada la subsanación allegada, se tendrá por no corregida la falencia expuesta 

en el auto inadmisorio, por las razones que a continuación se exponen. 

 

En primer lugar, como lo exige el artículo 166 del C.P.A.C.A, la demanda deberá 
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integrar dentro de sus anexos la constancia de publicación del acto demandado; es 

decir, la norma se refiere, igual que como lo hace el artículo 162 de la misma 

normativa, a la individualización del acto administrativo; y, en ese sentido, la 

constancia que se solicita, no se refiere a la actividad de la Procuraduría General 

de la Nación consistente en subir a la página web una carpeta denominada 

“DECRETOS OCTUBRE”, como se observa en el “pantallazo” aportado por la 

demandante, sin determinar cuál acto administrativo se publicó. 

 

De otro lado, no se entiende quién expidió tal constancia, si así puede denominarse 

al “pantallazo” aportado por la parte actora, pues nótese que en la parte superior de 

la página dice: “De acuerdo a su solicitud, me permito informarle que el archivo (…)”; y, 

además, dicho documento no tiene fecha de expedición, ni firma, ni la indicación de 

la autoridad que lo expide. 

 

En este sentido, el “pantallazo” que se allega para subsanar la demanda, no tiene la 

idoneidad para establecer qué entidad la expidió y, además, no se refiere de manera 

individualizada al acto administrativo que se demanda. 

 

En consecuencia, por no haberse subsanado debidamente la demanda; la misma 

será rechazada en aplicación de lo dispuesto por el artículo 276 de la Ley 1437 de 

2011, inciso tercero. 

 

Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCIÓN PRIMERA, SUBSECCIÓN “A”,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- RECHÁZASE, por no haber sido subsanada, la demanda presentada 

por la señora Lourdes María Díaz Monsalvo. 

 

SEGUNDO.- Ejecutoriada la presente providencia, archívese el expediente y 

devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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LUIS MANUEL LASSO 

LOZANO 
                                                    Magistrado                                   
L.C.C.G. 



 

 

 

  

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 

  

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-522 NE 

Bogotá, D.C., Once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 0086400 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO– 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN      

TEMAS:  NOMBRAMIENTO PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO GRADO 17, DE LA 

OFICINA DE SISTEMAS, CON FUNCIONES 

EN LA OFICINA DE SISTEMAS GRUPO 

GASI 

ASUNTO:   ESTUDIO DE ADMISIÓN DE LA DEMANDA 

 

MAGISTRADO PONENTE:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede la Sala Dual a realizar el estudio de admisibilidad de la demanda 

presentada por Lourdes María Díaz Monsalve en el medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 35 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por 

medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de SANDRA 

MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario Grado 17, 

de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo GASI, 

bajo los siguientes aspectos: 

 

I ANTECEDENTES 

 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 35 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por 

medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de SANDRA 

MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario Grado 17, 

de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo GASI, 

considerando que se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha 

faltado al deber motivar los actos administrativos que disponen sobre 

nombramientos provisionales.  
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II CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia de esta Corporación – Instancia de conocimiento 

 

Según lo dispone el numeral 12º del artículo 151 de la Ley 1437 de 2011, compete 

a los Tribunales Administrativos, en única instancia, conocer del proceso de 

“nulidad contra el acto de elección de los empleados públicos del orden nacional 

de los niveles asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente a 

cualquiera de estos niveles efectuado por las autoridades del orden nacional 

(…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

En el presente caso, al discutirse la legalidad del nombramiento de la señora 

SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario 

Grado 17, de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo 

GASI, es necesario precisar que dicho cargo es del nivel profesional1 dentro de la 

entidad y su designación es efectuada por el Procurador General de la Nación como 

ente de control de nivel nacional, razón por la cual esta Judicatura resulta ser 

competente para conocer en única instancia del asunto de la referencia.  

 

2.2. Legitimación 

 

2.2.1. Por activa 

 

El artículo 139 de la Ley 1437 de 2011 establece que “Cualquier persona podrá 

pedir la nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 

electorales, así como de los actos de nombramiento que expidan las entidades y 

autoridades públicas de todo orden. (…)”. 

 

De este modo, teniendo en cuenta que la norma no condiciona la capacidad para 

demandar al cumplimiento de calidades personales de quien promueve la demanda 

de nulidad electoral y, por el contrario, prevé que cualquier persona, natural o 

jurídica, puede presentarla, la señora Lourdes María Díaz Monsalve está legitimada 

por activa para incoar el medio de control. 

 

2.2.2. Por pasiva. 

 

La demandante relacionó en debida forma a la demandada en el presente proceso, 

siendo este el funcionario nombrado, la señora SANDRA MILDRETH MURGAS 

GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario Grado 17, de la Oficina de 

Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo GASI.  

 

Adicionalmente, como quiera que la entidad que expidió el acto demandado es la 

 
1 Decreto Ley 264 de 2000 “Por el cual se establecen el sistema de clasificación y nomenclatura, 
y la naturaleza de las funciones de los empleos de la Procuraduría General de la Nación incluidos 
los del Instituto de Estudios del Ministerio Público”, artículo 7. Decreto Ley 785 de 2005 “por el 
cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales 
de los empleos de las entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 
2004.” 
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Procuraduría General de la Nación y la demandante lo relaciona directamente 

como demandado a notificar, se encuentra vinculado al proceso tal y como lo 

dispone el artículo 277 de la Ley 1437 de 2011.  

 

2.3. Identificación del acto demandado 

 

En el medio de control ejercido por el demandante se pretende la nulidad del 

artículo 35 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por medio del cual, el señor 

Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por 

el término de seis meses, de SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de 

Profesional Universitario Grado 17, de la Oficina de Sistemas, con funciones en la 

Oficina de Sistemas Grupo GASI, por lo que se encuentra debidamente 

individualizado el acto demandado y respecto del cual se allegó copia con la 

demanda (Fls. 13 a 37 PDF electrónico).   

 

2.4. Examen de oportunidad. 

 

El literal a) del numeral 2º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 dispone que 

“Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término 

será de treinta (30) días. Si la elección se declara en audiencia pública el término 

se contará a partir del día siguiente; en los demás casos de elección y en los de 

nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de su publicación efectuada 

en la forma prevista en el inciso 1° del artículo 65 de este Código.”. (Subrayado 

fuera de texto) 

 

Al respecto la demandante no allega la constancia de publicación del acto 

demandado para efectos de realizar la contabilización de términos, no obstante, 

una vez verificado el expediente, se observa que la demanda fue presentada 

inicialmente en los Juzgados Administrativos, tal y como se observa en el acta de 

reparto del 12 de noviembre de 2020 (expediente electrónico), razón por la que, 

si bien la norma condiciona el cómputo del término de caducidad de 30 días a 

partir de  su publicación, en este evento no es necesario el análisis de oportunidad 

a partir de la publicidad del acto, toda vez que desde la emisión del Decreto 963, 

esto es, el 1 de octubre de 2020 y la fecha de presentación de la demanda (12 de 

noviembre de 2020) no habían trascurrido los 30 días referidos, a pesar de no estar 

acreditada la fecha de su publicación, por lo que se tiene que fue presentada 

oportunamente.  

 

2.5. Fundamentos de Derecho, Normas Violadas y Concepto de la Violación 

 

Del libelo de la demanda se puede concluir que la parte demandante indica como 

nomas violadas el artículo 125 constitucional, artículo 24 de la Ley 909 de 2004, 

artículos 82, 183, 185 y 216 del Decreto Ley No. 262 de 2000, respecto de las cuales 

plasmó en debida forma el concepto de la violación y los cargos de nulidad 

invocados, entendiendo que este implica una carga argumentativa a cargo del 

actor en relación con sus pretensiones y los fundamentos fácticos y de derecho 

presentados.  
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2.6. Requisito de procedibilidad 

 

Del contenido del acto demandado se advierte que la nulidad electoral invocada 

no se deriva de una elección por voto popular, frente a lo cual debe tenerse en 

cuenta lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 que 

refiere: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  

“(…) 6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto 

popular aquellas contenidas en los numerales 3 y 4 del artículo 275 de este Código, es 

requisito de procedibilidad haber sido sometido por cualquier persona antes de la 

declaratoria de la elección a examen de la autoridad administrativa electoral 

correspondiente.” 

 

De lo cual se concluye que en el presente caso, al hacerse referencia a un 

nombramiento que no comporta una elección popular, es claro que no hay lugar a 

la exigibilidad del cumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en la 

normatividad precitada, pese a lo cual no sobra advertir que dicho aparte fue 

declarado inexequible por la Corte Constitucional.2 

 

2.7. Acumulación de pretensiones 

 

Frente a la acumulación de pretensiones, el artículo 281 de la Ley 1437 de 2011 

establece que “En una misma demanda no pueden acumularse causales de nulidad 

relativas a vicios en las calidades, requisitos e inhabilidades del elegido o 

nombrado, con las que se funden en irregularidades en el proceso de votación y 

en el escrutinio.”  

 

En el asunto que ocupa al Despacho, se reconoce como causal de nulidad del acto 

demandado la general descrita en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 

relacionadas con (i) infracción a las normas en que debía fundarse y (ii) expedición 

irregular del acto (falta de motivación), sin que se observen cuestionamientos 

adicionales o contrapuestos; por lo que la Sala encuentra debidamente formuladas 

las pretensiones de la demanda.  

 

2.8. Requisitos de forma 

 

El demandante cumplió con los requisitos previstos en el artículo 162 de la Ley 

1437 de 2011, toda vez que designó claramente las partes (fl. 12), expresó con 

claridad y precisión las pretensiones (fl. 6), relacionó los hechos y omisiones 

fundamento de aquella (fls. 6 y 7), señaló los fundamentos de derecho, las normas 

violadas y el concepto de violación (fls. 7 a 13) aportó las pruebas en su poder 

 
2 “6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto popular aquellas 
contenidas en los numerales 3 º y 4 º del artículo 275 de este Código, es requisito de procedibilidad 
haber sido sometido por cualquier persona antes de la declaratoria de la elección a examen de la 
autoridad administrativa electoral correspondiente.” Declarado inexequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-283-17 de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr. 
Alejandro Linares Cantillo. 
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(acto demandado) y no solicitó pruebas adicionales. 

 

En este caso no es exigible el requisito de la cuantía establecida en el numeral 6º 

ibídem, toda vez que la competencia en este caso se determina por la regla 

prevista en el numeral 12º del artículo 152 ejusdem. 

 

Respecto al requisito previsto en el artículo 6 del Decreto 806 de 2020 consistente 

en que el demandante, al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar 

por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, se precisa 

que no se hace exigible en el presente caso, por cuanto se invoca una medida 

cautelar de suspensión, lo cual hace parte de las excepciones contempladas en la 

misma norma, y por tanto no se exige el cumplimento de ese requisito.  

 

2.9. Medidas cautelares 

 

2.9.1. Solicitud de Medida Cautelar presentada 

 

La demandante solicitó el decreto de medida cautelar consistente en la suspensión 

del acto demandado (Decreto No. 963 de 1 de octubre de 2020); sin embargo, no 

presentó argumentos adicionales a los expuestos en su demanda, por lo que se 

tendrán estos como fundamento de su solicitud.  

 

En la demanda se indica que de conformidad con los artículos 125 constitucional, 

artículo 24 de la Ley 909 de 2004, y los artículos 216, 82, 183 y 185 del Decreto 

Ley 262 de 2000, el nombramiento demandado desconoce que el encargo está 

previsto como un mecanismo preferente, sobre el nombramiento provisional, para 

la provisión transitoria de los empleaos de carrera administrativa, y en esa medida 

se le impone al nominador que agote esa figura, antes que el nombramiento 

provisional, tal y como lo ha precisado la Comisión Nacional del Servicio Civil, al 

analizar el régimen de carrera y la figura del encargo. 

 

Concretamente señala:  

 

“Primera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

185 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación a 

efectuar un nombramiento provisional. Es decir, no solamente no explicó las razones 

para no preferir un nombramiento en período de prueba o un nombramiento en 

encargo, sino para acudir a un nombramiento provisional que recayó en alguien cuyo 

derecho a ocupar el cargo no provino del sistema de méritos, puesto que se trataba de 

una persona que (i) ni integra alguna de las listas de elegibles, (ii) ni es titular de 

derechos de carrera administrativa.  

 

Segunda omisión: Omitió acudir a la figura del encargo que, según el artículo 185 del 

Decreto Ley 262 de 2000, constituye una posibilidad de provisión por el sistema del 

mérito en caso de vacancias definitivas. (…) Si bien se trata de casos referidos a la 

provisión de vacantes transitorias y no de una definitiva como es este caso, nos 

preguntamos: Si para proveer una vacante transitoria que se presente en un cargo de 



 
 

Exp. 250002341000 2020 00864 00 
Demandante: Lourdes María Díaz Monsalve 

Demandado: Sandra Mildreth Murgas Guerrero 
Nulidad  Electoral 

 

6 
 

Procurador Judicial es obligatorio acudir al sistema de provisión por méritos, ¿qué 

razón justifica que en caso de una vacante definitiva en ese mismo cargo sea 

discrecional del nominador acudir a dicho sistema, máxime cuando – como en este caso- 

existen aún listas de legibles y personas titulares de derechos de carrera 

administrativa susceptibles de ser encargadas? (…)  

 

Tercera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

135 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación no 

solamente a no preferir un nombramiento en encargo, sino a acudir al nombramiento 

provisional que recayó en alguien que ni es titular de derechos de carrera 

administrativa ni integra la lista de elegibles actualmente vigente para proveer el 

cargo. 

 

Igualmente reitero, que la entidad demandada omitió acudir a la figura privilegiada 

del encargo en caso de que la vacante que se suplió mediante el acto acusado haya 

sido transitoria, que según el artículo 25 de la Ley 909 de 2004 constituye mecanismo 

preferente de provisión transitoria de los empleos de carrera administrativa” (Fl. 3 

demanda) 

 

2.9.2. Examen de los requisitos para el decreto o denegación de la medida 

 

De acuerdo al marco normativo, doctrinal y jurisprudencial3, para que proceda la 

medida de suspensión provisional de los actos impugnados, es necesario que se 

constaten tanto los requisitos de procedibilidad como los requisitos de fondo: 

 

2.9.2.1. Requisitos de procedibilidad 

 

Para que proceda toda medida cautelar y por ende la de suspensión es necesario 

en primer lugar que se configuren inicialmente, los siguientes requisitos de 

procedibilidad4: 

 

2.9.2.2. Que se trate de un proceso declarativo (Art. 229 del CPACA) 

 

Este aspecto se cumple a cabalidad, como quiera que el medio de control invocado 

con pretensiones de nulidad, es de carácter declarativo y en el presente caso al 

ser de carácter electoral se tramita por el procedimiento fijado en el la Ley 1437 

de 2011 (Arts.275 y ss). 

 

 

 
3 Ver por ejemplo: Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Auto 
de veintisiete (27) de marzo de dos mil catorce (2014). REF: Expediente núm. 2013-00624-00, C.P. 
María Elizabeth García González; Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección B, Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, auto de  trece (13) de 
mayo de dos mil catorce (2014). Exp. No. 110010325000201400360 00; Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, Consejero Ponente: Hernán Andrade 
Rincón (E), sentencia de septiembre tres (3) de dos mil catorce (2014). Radicado 
110010326000201300162 00 (49.150). 
4 En términos de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y su Red de Formadores. 
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2.9.2.3 La medida guarde relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda (Art.   230 del CPACA) 

 

Como se aprecia, la solicitud tiene relación diáfana con las pretensiones por cuanto 

se busca la declaratoria de nulidad del acto de nombramiento provisional de la 

señora SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional 

Universitario Grado 17, de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de 

Sistemas Grupo GASI, y su suspensión, sería el equivalente a lo buscado con la 

sentencia que ponga fin al proceso, pues actualmente dicho acto administrativo 

está revestido de presunción de legalidad. 

 

2.9.2.4 La medida haya sido solicitada en la demanda (artículo 277 del CPACA) 

 

Presupuesto cumplido en las pretensiones de la demanda donde a petición de la 

parte actora se pretende la suspensión provisional al momento de acudir a la 

jurisdicción contenciosa administrativa.  

 

2.2.3. De fondo: procedencia cuando la violación de las disposiciones 

invocadas, surja como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

 

De conformidad con los fundamentos expuestos por la parte demandante para 

solicitar la suspensión del acto demandado debe realizarse en primer lugar un 

análisis acerca del Régimen de Carrera y la provisión de cargos establecido para la 

Procuraduría General de la Nación encontrando que el artículo 125 constitucional 

dispone: 

 

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 

exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes. 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley. 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 

nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 

 

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 de 

2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los períodos establecidos en la Constitución 

Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de institucionales. 

Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta 

absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual este fue elegido.” 

 

A su turno la Ley 209 de 1994 “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html#6
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público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 

disposiciones”, dispone en su artículo 25 que los empleos de carrera cuyos titulares 

se encuentren en situaciones administrativas que impliquen su separación serán 

provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas situaciones, 

cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con servidores públicos de 

carrera. 

 

Al respecto el Decreto Ley 262 de 2000 “Por el cual se modifican la estructura y 

la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios 

del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría 

General; se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de 

carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e 

incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones 

administrativas a las que se encuentren sujetos” regula la procedencia del 

encargo, los nombramientos provisionales, la provisión de empleos vacantes y la 

aplicación de la lista de elegibles, entre otros aspectos, y concretamente en sus 

artículos 185, 186, 187 y 216 dispone: 

 

“ARTÍCULO 185. Procedencia del encargo y de los nombramientos 

provisionales. En caso de vacancia definitiva de un empleo de carrera, el Procurador 

General podrá nombrar en encargo a empleados de carrera, o en provisionalidad a 

cualquier persona que reúna los requisitos exigidos para su desempeño. 

Se hará nombramiento en encargo cuando un empleado inscrito en carrera cumpla 

los requisitos exigidos para el empleo y haya obtenido calificación de servicios 

sobresaliente en el último año y una calificación mínima del 70% sobre el total 

del puntaje en los cursos de reinducción a que se refiere el numeral segundo del 

artículo 253 de este decreto. Sin embargo, por razones del servicio, el Procurador 

General de la Nación podrá nombrar a cualquier persona en provisionalidad 

siempre que ésta reúna los requisitos legales exigidos para el desempeño del 

empleo por proveer. 

El empleo del cual sea titular el servidor encargado podrá proveerse por encargo o en 

provisionalidad mientras dure el encargo de aquél. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y 

el señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea 

percibido por su titular. 

Efectuado el nombramiento por encargo o en provisionalidad, la convocatoria a 

concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses siguientes a este nombramiento. 

 

Parágrafo. Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, regirá a partir del 

1º de enero del año 2001 y lo dispuesto en el inciso quinto regirá a partir de agosto 

del año 2000. 

 

ARTÍCULO 186. Nombramiento provisional. El nombramiento tendrá carácter 

provisional cuando se trate de proveer transitoriamente un empleo de carrera 

con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el 

respectivo acto administrativo no se determine la clase de nombramiento de que se 

trata. 

También tendrá carácter provisional la vinculación del servidor que ejerza un empleo 

de libre nombramiento y remoción que, en virtud de la ley o de decisión judicial, se 
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convierta en cargo de carrera. En este caso, el concurso para proveer definitivamente 

la vacante respectiva será abierto. 

 

Parágrafo transitorio. El empleado que esté desempeñando un cargo de carrera en 

calidad de provisional al momento de la entrada en vigencia de este decreto, podrá 

participar, en igualdad de condiciones, en el concurso realizado para la provisión del 

respectivo empleo, aunque éste sea de ascenso. 

 

“ARTÍCULO 187. Provisión de los empleos por vacancia temporal. Los empleos de 

carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que 

impliquen separación temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o 

en forma provisional por el tiempo que duren aquellas situaciones”. (…) 

 

ARTÍCULO 216. Lista de elegibles. Formarán parte de la lista de elegibles para el 

empleo correspondiente los concursantes que obtengan, un puntaje total igual o 

superior al 70% del máximo posible en el concurso. 

 

La lista de elegibles se elaborará en riguroso orden de mérito. Tendrá vigencia de dos 

(2) años contados a partir de la fecha de su publicación y deberá estar contenida en 

resolución proferida por el Procurador General.  

La provisión de los empleos objeto de convocatoria será efectuada con quien ocupe el 

primer puesto en la lista y en estricto orden descendente.  

La lista deberá fijarse en donde se publicaron los demás actos expedidos dentro del 

proceso de concurso.  

Quienes obtengan puntajes totales iguales tendrán el mismo puesto en la lista de 

elegibles. Si esta situación se presenta en el primer lugar, el nombramiento recaerá 

en quien haya obtenido el puntaje superior en la prueba de conocimientos y si el 

empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las 

elecciones públicas inmediatamente anteriores. Si no se puede dirimir el empate, el 

nominador escogerá discrecionalmente.  

 

Efectuados los respectivos nombramientos para proveer los empleos objeto de la 

convocatoria u otros iguales a éstos, se retirarán de la lista de elegibles los servidores 

en los que hayan recaído dichos nombramientos, salvo que no hayan aceptado o no se 

hayan posesionado por razones ajenas a su voluntad. El nominador deberá utilizar 

las listas en estricto orden descendente, para proveer las vacantes que se 

presenten en el mismo empleo o en otros iguales, para los cuales se exijan los 

mismos requisitos, o en empleos de inferior jerarquía. En este último caso, la no 

aceptación del nombramiento no constituye causal para la exclusión de la lista de 

elegibles.” 

 

En ese marco normativo, fueron publicadas el 8 de julio de 2016 las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001, 002, 003, 005, 006, 007, 008, 009, 010, 011, 

012, 013, 014 (mediante las Resoluciones 337 a 349) y el 11 de julio de 2016 se 

publicó la lista de elegibles de la Convocatoria 004 (mediante Resolución 357); 

actos administrativos que tienen en común, el artículo tercero resolutivo:  

 

“ARTICULO TERCERO: VIGENCIA. La presente lista de elegibles tiene vigencia de 

dos (2) años, contados a partir de la fecha de su publicación y será utilizada de 

conformidad con lo previsto en el artículo 216 deI Decreto Ley 262 de 2000, en 

consonancia con el artículo vigésimo de la Resolución 040 de 2015”.  
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De estas listas se efectuaron unas correcciones y aclaraciones a las precitadas listas 

de elegibles, mediante las Resoluciones Nº 358 del 12 de julio de 2016, 410 del 31 

de agosto de 2016, 428 del 6 de septiembre de 2016, 453 del 3 de octubre de 2016, 

711 del 31 de octubre de 2016, 726 del 11 de noviembre de 2016 y 0043 del 21 de 

febrero de 2017, sin que en estos actos administrativos se efectuara modificación 

expresa al artículo tercero de las Resoluciones 337 a 349 del 8 de julio de 2016, 

esto es, sobre la vigencia de las listas de elegibles. 

 

Conforme lo anterior, es evidente que por disposición normativa un empleo puede 

encontrarse vacante de forma temporal o definitiva y debe ser provisto igualmente 

de manera transitoria mediante un encargo o nombramiento provisional, teniendo 

en cuenta que la vacante no está asignada indefinidamente sino de forma temporal 

porque su finalidad es ser provista de manera definitiva en cumplimiento del 

artículo 125 constitucional.   

 

Por lo tanto, es claro que la Procuraduría General de la Nación cuenta con una 

habilitación legal para proveer los cargos vacantes de carrera de forma transitoria 

con personal no seleccionado mediante un sistema de mérito, sin embargo, al 

existir una lista de elegibles vigente al momento de configurarse la vacante, debe 

acudir a ella para designar a una persona que se encuentre en ella, tal y como lo 

dispone el inciso 6 del artículo 216 del Decreto Ley 262 de 2000.  

 

Ahora bien, en el presente caso las listas de elegibles reseñadas tuvieron una 

vigencia de dos años a partir de la fecha de su publicación, tal y como lo señala el 

artículo 3 de la Resolución No. 357 de 2016, y de conformidad con las diferentes 

posturas que se han adoptado en el tema para determinar su vigencia, esto es, 

bien sea porque se tome como punto de partida de la contabilización de los dos 

años de que trata el inciso 2 del artículo 20 de la Resolución Nº040 de 20155 (regla 

temporal del concurso), la fecha de publicación de las Resoluciones 337 a 349 y 

357 (8 de julio y 11 de julio de 2016), o que se tomen las fechas de publicación 

de las Resoluciones 358, 410, 428, 453, 711, 726, 0043 (12 de julio, 31 de agosto, 

6 de septiembre, 3 y 31 de octubre y 11 de noviembre de 2016, y 21 de febrero de 

2017), toda vez que aún en este segundo evento, como mínimo, las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001 a 003, 005, 007 a 009 y 011 a 014 -que tuvieron 

como única corrección la de la Resolución 358 del 12 de julio de 2016- estarían 

llamadas a fenecer dos años después. Es decir, que en cualquiera de las 

interpretaciones que se vienen suscitando en torno a la vigencia de las listas de 

elegibles del concurso para el ingreso de personal en cargos de Procuradores 

Judiciales I y II, el término en que se encuentran llamadas a fenecer la mayoría de 

las listas (al menos 11 de las 14 existentes) oscilaban entre el 8 y el 12 de julio 

de 2018.    

 

Conforme lo anterior, los integrantes de las listas de elegibles tienen una 

expectativa legítima de ser nombrados y acceder a la función pública conforme las 

reglas del sistema de carrera administrativa, en virtud del mérito como garantía 

 
5 “Las listas de elegibles tendrán vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
publicación y será utilizada de conformidad con lo previsto en el 216 del Decreto Ley 262 de 
2000”. 



 
 

Exp. 250002341000 2020 00864 00 
Demandante: Lourdes María Díaz Monsalve 

Demandado: Sandra Mildreth Murgas Guerrero 
Nulidad  Electoral 

 

11 
 

de su prestación eficiente, y conforme a las prescripciones del artículo 209 

Constitucional debe estar al servicio de los intereses generales, y desarrollarse con 

fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Al respecto, es necesario precisar que la medida cautelar de suspensión de la 

Resolución 40 de 2015 adoptada en el marco del proceso de Acción Popular 2018-

666, fue levantada mediante Auto No. 2018-09-0585 del 18 de septiembre de 2018, 

decisión que se encuentra en firme, como quiera que a través de providencia del 

11 de marzo de 2019 se rechazó un recurso de reposición interpuesto, se 

rechazaron otras solicitudes y se reconocieron unas cadyuvancias, contra la cual 

no procede recurso alguno.  

 

En ese orden de ideas, se constata de los medios de prueba documentales que se 

allegaron con la demanda que el nombramiento se efectuó el 1 de octubre de 2020 

esto es, cuando ya no se encontraban vigentes las listas de elegibles, y en esa 

medida, se hace necesario analizar, conforme las etapas procesales establecidas y 

garantizando el derecho de contradicción y de defensa si el acto demandado 

contiene una causal o fundamento para acudir a personas externas a esa lista, o 

una razón para no proveer el cargo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 

Ley 262 de 2000, y poder determinar si la entidad debía o no utilizar las figuras 

contenidas en el Régimen de Carrera Administrativa para proveer los cargos 

vacantes.  

 

De este modo, considera la Sala Dual que hasta el momento no se encuentra 

probada una violación incontrovertible y evidente de las normas referidas como 

violadas respecto del acto demandado, por cuanto  como se indicó ut supra, no 

había lista de elegibles vigente al momento de su nombramiento, en lo atinente a 

la omisión del deber de motivar por parte de la entidad demandada el acto de 

nombramiento, se hace necesario conocer el expediente administrativo para 

valorar si se configura o no una expedición irregular del acto y respecto a  la 

infracción a  las normas en que debía fundarse, se requiere corroborar si había o 

no personal de carrera que tuviese los requisitos para ser nombrado en encargo, 

pero este último elemento en este estado del proceso, aún está incipiente.  

 

De igual forma, no se encuentra con claridad que exista una relación violatoria que 

implique que se cause un perjuicio irremediable o se genere una situación más  

gravosa para el interés público de no decretarse la medida solicitada, por cuanto 

el servicio no se ha suspendido y la presunción de legalidad del acto, irradia que 

quien fue nombrado reunía los requisitos para el cargo, distinto a que se acredite 

que la entidad no debía efectuar ese nombramiento sino como última ratio, por lo 

que resulta indispensable estudiar los argumentos que sobre el punto pueda 

esgrimir la parte demandada, junto con las pruebas que pueda aportar para llegar 

a una conclusión sólida y atendiendo en todo caso a los fundamentos jurídicos que 

se presenten.  

 

En consecuencia, la solicitud de suspensión provisional presentada por la 

demandante como medida cautelar será negada, precisando que en virtud del 
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inciso segundo del artículo 229 de la ley 1437 de 2011, la decisión sobre la medida 

cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

Finalmente, precisar que de conformidad con los decretos legislativos 491 de 2020 

(art.11,12) y 806 (art. 2) de 2020 así como lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA20-

11567 de 2020 (art.14-40) del Consejo Superior de la Judicatura, la Sala deliberó 

y aprobó el proyecto por medios virtuales. 

 

Por lo anterior, al estar reunidos los requisitos formales previstos en la ley, se 

dispondrá la admisión de la demanda, y se negará la suspensión provisional del 

acto demandado al no reunirse los presupuestos de procedencia y de fondo. 

 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- ADMITIR para tramitar en única instancia conforme a lo previsto en el 

numeral 12º del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, la demanda promovida por la 

señora Lourdes María Díaz Monsalve, en ejercicio del medio de control de nulidad 

electoral, contra el nombramiento de la señora SANDRA MILDRETH MURGAS 

GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario Grado 17, de la Oficina de 

Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo GASI, de conformidad con 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- NOTIFICAR personalmente a SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO en 

la forma prevista en el literal a) del numeral 1° del artículo 277 de la Ley 1437 de 

2011, a través del medio electrónico informado por el demandante (pág. 5 

demanda), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, 

con entrega de copia de la demanda y sus anexos e informarle que la demanda 

podrá ser contestada dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación 

personal del auto admisorio de la demanda o al del día siguiente de la publicación 

del respectivo aviso, según el caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

279 de la Ley 1437 de 2011. 

 

De no ser posible su notificación personal, dentro de los dos (2) días siguientes a 

la expedición de este auto, notifíquese de conformidad con lo previsto en los 

literales b) y c) del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, con aplicación de lo 

consagrado en los literales f) y g) de esa misma disposición, según los cuales las 

copias de la demanda y sus anexos quedarán en la Secretaría a disposición del 

notificado, y el traslado o los términos que conceda el auto notificado sólo 

comenzarán a correr tres (3) días después de la notificación personal o por aviso, 

según el caso; de igual manera, si el demandante no acredita las publicaciones en 

la prensa requeridas para surtir las notificaciones por aviso previstas en los 

literales anteriores, dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación del 

Ministerio Público del auto que la ordena, se declarará terminado el proceso por 

abandono y se ordenará archivar el expediente. 

 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Procuraduría General de la Nación, en 

la forma dispuesta en el numeral 2º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, 
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mediante mensaje dirigido al buzón para notificaciones judiciales de dicha 

entidad.  

 

Infórmese al funcionario y a la autoridad que intervino en la expedición del acto 

acusado que la demanda podrá ser contestada dentro de los quince (15) días 

siguientes a aquel en que sea hecha la notificación personal del auto admisorio. 

 

CUARTO.- Notifíquese personalmente al señor agente del Ministerio Público, según 

lo dispuesto en el numeral 3 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 

199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

QUINTO.- Notifíquese por estado al demandante según lo dispuesto en el numeral 

4 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO.- Por secretaría infórmese a la comunidad la existencia de este proceso en 

la forma prevista en el numeral 5º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, de lo 

cual se dejará constancia en el expediente. 

 

SÉPTIMO.- Notifíquese personalmente al Director General o al representante 

delegado para recibir notificaciones de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 

el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

OCTAVO.- NEGAR la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 35 del 

Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por medio del cual, el señor Procurador 

General de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por el término 

de seis meses, de SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional 

Universitario Grado 17, de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de 

Sistemas Grupo GASI, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN         OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS  

Magistrado         Magistrado 



 

 

 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN  PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 
 

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-521 E 

Bogotá, D.C., Once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 0086400 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  SANDRA MILDRETH MURGAS GUERRERO– 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN      

TEMAS:  NOMBRAMIENTO PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO GRADO 17, DE LA 

OFICINA DE SISTEMAS, CON FUNCIONES 

EN LA OFICINA DE SISTEMAS GRUPO 

GASI 

ASUNTO: RESUELVE IMPEDIMENTO     

 

MAGISTRADO:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede la Sala dual a pronunciarse sobre la declaración de impedimento que 

formulara el magistrado Fredy Ibarra Martínez, tal y como consta en el expediente. 

 

I. ANTECEDENTES 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 35 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por 

medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de SANDRA 

MILDRETH MURGAS GUERRERO en el cargo de Profesional Universitario Grado 17, 

de la Oficina de Sistemas, con funciones en la Oficina de Sistemas Grupo GASI, 

considerando que se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha 

faltado al deber motivar los actos administrativos que disponen sobre 

nombramientos provisionales.  

 

Mediante acta de reparto No. 25000234100020200086400 del 7 de diciembre de 

2020, y encontrándose con proyecto de estudio de admisión de la demanda, el 

Magistrado Fredy Ibarra Martínez a través de Auto del 11 de diciembre de 2020, se 

declara impedido para decidir el asunto, concretamente debido a que su esposa 

Patricia Chávez Agreda se encuentra vinculada en un cargo de asesora en la 

Procuraduría General de la Nación, el cual eventualmente puede ser provisto en 
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propiedad en carrera administrativa y podría tener un interés en las resultas del 

proceso.  

Lo anterior con fundamento en las causales establecidas en el numeral 1 del 

artículo 141 del Código General del Proceso y el numeral 4 del artículo 130 de la 

Ley 1437 de 2011. 

Visto lo anterior, la Sala procederá a resolver el impedimento, previas las 

siguientes 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia 

Corresponde a la Sala Dual de la Subsección B de la Sección Primera del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca resolver sobre la manifestación de impedimento 

presentada por el Magistrado Fredy Ibarra Martínez, de conformidad con lo 

dispuesto en el numeral tercero del artículo 131 de la Ley 1437 de 2011. 

2.2. Naturaleza de los impedimentos y recusaciones 

Las causales de impedimento y recusación establecidas en los diferentes estatutos 

procesales buscan garantizar la independencia e imparcialidad del juez que tiene 

bajo su conocimiento la resolución de un litigio, en el que se espera que actúe con 

toda la autonomía y objetividad necesarias para discernir en igualdad y en derecho 

la demanda de justicia que se ventila, como un avance significativo en la solución 

de conflictos que se hiciera primero bajo la propia mano y posteriormente con la 

consolidación del estado-nación, y el monopolio de la violencia legítima, como una 

forma civilizada de justicia a cargo precisamente del Estado. 

En este sentido, el debido proceso comporta también, la obligación del juez de 

expresar las circunstancias que pueden alterar esas condiciones ideales en las que 

se tramita y decide un proceso para que el juez que le sigue en turno, valore si las 

mismas, logran afectar en suma esos dos pilares y proceda a apartarse del caso. Y 

por otro lado, el derecho de las partes para recusar al funcionario cuando 

considere que dichas circunstancias alteran el equilibrio de las partes y la 

autonomía del juzgador. 

2.3. Integración normativa entre el Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo y el Código General del Proceso   

Ahora bien, las causales de impedimento y recusación que pueden invocarse en un 

proceso de nulidad electoral, son aquellas consagradas en el Código General del 

Proceso, en su artículo 141, por remisión concreta del artículo 130 de la Ley 1437 

de 2011, toda vez que no contempla regulación especial frente al trámite de los 

impedimentos y sus causales.  

En esa medida, las causales de impedimento que en el contencioso administrativo 

se incorporan de la legislación procedimental civil (por ausencia de regulación) 

deben ser aplicadas en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos 

que corresponden a la jurisdicción (artículo 306 de la Ley 1437 de 2011) y 

analizadas en el contexto de aquellas circunstancias que en los distintos medios 
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de control puedan verdaderamente afectar la imparcialidad del Juez, la recta 

administración de justicia y el debido proceso de las partes.  

2.4. Causal invocada 

En el caso concreto, la primera causal invocada por el magistrado Fredy Ibarra 

Martínez está contenida en el numeral 1 del artículo 141 del Código General del 

Proceso que señala concretamente: 

“Artículo 141. Causales de recusación. 

Son causales de recusación las siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 

afinidad, interés directo o indirecto en el proceso.” (Subrayado y negrilla 

fuera de texto) 

Adicionalmente, invoca el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011 que 

dispone: 

“ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse 

impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 

Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 

(…) 

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los 

parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 

tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 

de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 

interesados.” 

En tal escenario se tiene que en estos eventos se le permite al juez apartarse del 

conocimiento del proceso que le ha sido asignado por reparto para su instrucción 

y decisión, por lo que en relación con la causal invocada, resulta necesario señalar 

que el interés directo o indirecto que se pueda tener, es la más genérica de todas 

las causales de impedimento consagradas por el legislador, sin que ello signifique 

que cualquier circunstancia pueda dar lugar a que se predique su configuración, 

pues se requiere que exista un elemento o ingrediente subjetivo desde la 

perspectiva económica, moral, intelectual, etc., que genere una expectativa 

traducida en interés en el sujeto procesal, que conlleve a que su imparcialidad 

pueda verse afectada, en el entendido de que la posición que adopte frente al 

caso (intervenir a favor o en contra de las pretensiones, o sencillamente, no 

intervenir), le pueda generar un beneficio o un perjuicio, de lo cual dimane su 

interés, y que por eso, sea mejor apartarse1. 

 
1 La Corte Constitucional en el Auto 080 A del 1° de junio de 2004, ha destacado que se ha 
reconocido por parte de la doctrina procesal que la procedencia de un impedimento o recusación 
por la existencia de un interés en la decisión, requiere la comprobación previa de dos (2) requisitos 
esenciales, a saber: El interés debe ser actual y directo. Es directo cuando el juzgador obtiene, 



 
Exp. 250002341000 2020 00864 00 

Demandante: Lourdes María Díaz Monsalve 
Demandado: Sandra Mildreth Murgas Guerrero 

Nulidad Electoral 

 

4 
 

Frente a la primera casual invocada, esto es la relacionada con un interés directo 

o indirecto por parte de la cónyuge del Magistrado Ibarra Martínez en las resultas 

del proceso, se debe precisar que no se encuentra configurada, en la medida en 

que el cargo que ocupa la señora Chávez Agreda en la entidad demandada no 

guarda relación directa con el nombramiento que se controvierte en la presente 

actuación, así como tampoco tiene incidencia en su nombramiento o en la 

disposición de esa vacante, pues es una potestad exclusiva del Procurador General 

de la Nación y no de sus asesores, efectuar la provisión del empleo, bien sea que 

el nombramiento sea por concurso, encargo o en provisionalidad, y la 

consecuencia, en caso de prosperar el medio de control de nulidad electoral, 

tendrá efectos exclusivamente sobre el nombramiento de la señora Murgas 

Guerrero. 

Ahora, se observa que si bien el Magistrado Ibarra Martínez invoca como segunda 

causal la señalada en el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, 

relacionada con el hecho de tener su cónyuge la calidad de asesora de alguna de 

las partes del proceso, lo cierto es que la causal hace referencia al grado de 

confianza y asesoría que le brindara el personal más cercano a su círculo directo 

para la toma de decisiones y no por la denominación técnica del cargo en la carrera 

administrativa, pues allí son cientos de empleos que pertenecen al nivel asesor, 

de manera que independientemente de la nomenclatura del cargo, lo que importa 

es que el ejercicio de la función del mismo involucre efectiva y materialmente 

asesorar al Procurador General de la Nación, por lo que el supuesto al que se 

refiere la norma no se configura, dado que en el presente caso, la señora Chávez 

Agreda, hace parte del nivel asesor dentro de la organización de la Procuraduría 

General de la Nación, diferente de la causal establecida en el numeral 3 de la 

misma normativa que dispone: 

“(…) Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 

los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 

niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 

concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 

interesado.” 

En esa medida, al encontrarse el cargo de la cónyuge del Magistrado que manifiesta 

el impedimento dentro del nivel asesor en la entidad que es demandada en el 

medio de control de nulidad electoral invocado en el asunto, habrá de declararse 

fundado el impedimento del Dr. Ibarra Martínez, dada la naturaleza de su 

nombramiento dentro de la Procuraduría General de la Nación. 

En ese orden de ideas, la situación de carácter particular y concreta expuesta por 

el señor magistrado constituye un ingrediente subjetivo relevante de la causal de 

interés que trae la legislación procesal y en consecuencia la Sala declarará fundado 

el impedimento presentado por el magistrado Fredy Ibarra Martínez pues se 

 
para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando 
el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante 
al momento de tomar la decisión. Entonces, ni los hechos pasados, ni los hechos futuros tienen la 
entidad suficiente para deslegitimar la competencia subjetiva del juez. 
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encuentra acreditada la existencia de un eventual compromiso de la autonomía, 

independencia e imparcialidad. 

Por lo anterior, la Sala de conformidad con el artículo 140 del C.G.P., y 131, 

numeral 3 de la Ley 1437 de 2011, 

RESUELVE: 

PRIMERO:- DECLARAR FUNDADO el impedimento formulado por el señor 

magistrado Fredy Ibarra Martínez, para continuar conociendo del proceso de la 

referencia. 

SEGUNDO.- COMUNICAR esta decisión al magistrado Fredy Ibarra Martínez y 

devolver inmediatamente el expediente al Despacho de origen para lo pertinente. 

CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN            OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS

   Magistrado                                                 Magistrado 

 

 



 

 

 

  

 

T R I B U N A L  A D M I N I S T R A T I V O  D E  C U N D I N A M A R C A 

S E C C I Ó N  P R I M E R A 

S U B S E C C I Ó N  B 

  

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-534 E 

Bogotá, D.C., Catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 00865 00 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  HAROLD CARDONA TORO 

TEMAS:  NOMBRAMIENTO ASESOR G-19, DE LA 

PROCURADURÍA PRIMERA DELEGADA 

PARA LA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA, 

CON FUNCIONES EN LA DIVISIÓN DE 

GESTIÓN HUMANA 

ASUNTO:   ESTUDIO DE ADMISIÓN DE LA DEMANDA 

 

MAGISTRADO PONENTE:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

 

Procede la Sala Dual a realizar el estudio de admisibilidad de la demanda 

presentada por Lourdes María Díaz Monsalve en el medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 116 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020 

mediante el cual el Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en 

provisionalidad, por el término de seis meses, de HAROLD CARDONA TORO en el 

cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana, bajo los siguientes 

aspectos: 

 

I ANTECEDENTES 

 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 116 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020 

mediante el cual el Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en 

provisionalidad, por el término de seis meses, de HAROLD CARDONA TORO en el 

cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana, considerando que 

se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha faltado al deber 

motivar los actos administrativos que disponen sobre nombramientos 

provisionales.  
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II CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia de esta Corporación – Instancia de conocimiento 

 

Según lo dispone el numeral 12º del artículo 151 de la Ley 1437 de 2011, compete 

a los Tribunales Administrativos, en única instancia, conocer del proceso de 

“nulidad contra el acto de elección de los empleados públicos del orden nacional 

de los niveles asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente a 

cualquiera de estos niveles efectuado por las autoridades del orden nacional 

(…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

En el presente caso, al discutirse la legalidad del nombramiento del señor HAROLD 

CARDONA TORO en el cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada 

para la Vigilancia Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana, 

es necesario precisar que dicho cargo es del nivel asesor1 dentro de la entidad y 

su designación es efectuada por el Procurador General de la Nación como ente de 

control de nivel nacional, razón por la cual esta Judicatura resulta ser competente 

para conocer en única instancia del asunto de la referencia.  

 

2.2. Legitimación 

 

2.2.1. Por activa 

 

El artículo 139 de la Ley 1437 de 2011 establece que “Cualquier persona podrá 

pedir la nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 

electorales, así como de los actos de nombramiento que expidan las entidades y 

autoridades públicas de todo orden. (…)”. 

 

De este modo, teniendo en cuenta que la norma no condiciona la capacidad para 

demandar al cumplimiento de calidades personales de quien promueve la demanda 

de nulidad electoral y, por el contrario, prevé que cualquier persona, natural o 

jurídica, puede presentarla, la señora Lourdes María Díaz Monsalve está legitimada 

por activa para incoar el medio de control. 

 

2.2.2. Por pasiva. 

 

La demandante relacionó en debida forma al demandado en el presente proceso, 

siendo este el funcionario nombrado, el señor HAROLD CARDONA TORO en el cargo 

de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana.  

 

Adicionalmente, como quiera que la entidad que expidió el acto demandado es la 

 
1 Decreto Ley 264 de 2000 “Por el cual se establecen el sistema de clasificación y nomenclatura, 
y la naturaleza de las funciones de los empleos de la Procuraduría General de la Nación incluidos 
los del Instituto de Estudios del Ministerio Público”, artículo 7. Decreto Ley 785 de 2005 “por el 
cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales 
de los empleos de las entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 
2004.” 
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Procuraduría General de la Nación y la demandante lo relaciona directamente 

como demandado a notificar, se encuentra vinculado al proceso tal y como lo 

dispone el artículo 277 de la Ley 1437 de 2011.  

 

2.3. Identificación del acto demandado 

 

En el medio de control ejercido por el demandante se pretende la nulidad del 

artículo 116 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020 mediante el cual el 

Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por 

el término de seis meses, de HAROLD CARDONA TORO en el cargo de Asesor G-19, 

de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa, con 

funciones en la División de Gestión Humana, con lo cual se encuentra debidamente 

individualizado el acto demandado dentro del presente proceso y además allegó 

copia del acto (Anexos demanda) 

 

2.4. Examen de oportunidad. 

 

El literal a) del numeral 2º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 dispone que 

“Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término 

será de treinta (30) días. Si la elección se declara en audiencia pública el término 

se contará a partir del día siguiente; en los demás casos de elección y en los de 

nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de su publicación efectuada 

en la forma prevista en el inciso 1° del artículo 65 de este Código.”. (Subrayado 

fuera de texto) 

 

Al respecto la demandante no allega la constancia de publicación del acto 

demandado para efectos de realizar la contabilización de términos, no obstante, 

una vez verificado el expediente, se observa que la demanda fue presentada 

inicialmente en los Juzgados Administrativos, tal y como se observa en el acta de 

reparto del 13 de noviembre de 2020 (expediente electrónico), razón por la que, 

si bien la norma condiciona el cómputo del término de caducidad de 30 días a 

partir de  su publicación, en este evento no es necesario el análisis de oportunidad 

a partir de la publicidad del acto, toda vez que desde la emisión del Decreto 963, 

esto es, el 1 de octubre de 2020 y la fecha de presentación de la demanda (13 de 

noviembre de 2020) no habían trascurrido los 30 días referidos, a pesar de no estar 

acreditada la fecha de su publicación, por lo que se tiene que fue presentada 

oportunamente.  

 

2.5. Fundamentos de Derecho, Normas Violadas y Concepto de la Violación 

 

Del libelo de la demanda se puede concluir que la parte demandante indica como 

nomas violadas el artículo 125 constitucional, artículo 24 de la Ley 909 de 2004, 

artículos 82, 183, 185 y 216 del Decreto Ley No. 262 de 2000, respecto de las cuales 

plasmó en debida forma el concepto de la violación y los cargos de nulidad 

invocados, entendiendo que este implica una carga argumentativa a cargo del 

actor en relación con sus pretensiones y los fundamentos fácticos y de derecho 

presentados.  
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2.6. Requisito de procedibilidad 

 

Del contenido del acto demandado se advierte que la nulidad electoral invocada 

no se deriva de una elección por voto popular, frente a lo cual debe tenerse en 

cuenta lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 que 

refiere: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  

“(…) 6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto 

popular aquellas contenidas en los numerales 3 y 4 del artículo 275 de este Código, es 

requisito de procedibilidad haber sido sometido por cualquier persona antes de la 

declaratoria de la elección a examen de la autoridad administrativa electoral 

correspondiente.” 

 

De lo cual se concluye que en el presente caso, al hacerse referencia a un 

nombramiento que no comporta una elección popular, es claro que no hay lugar a 

la exigibilidad del cumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en la 

normatividad precitada, pese a lo cual no sobra advertir que dicho aparte fue 

declarado inexequible por la Corte Constitucional.2 

 

2.7. Acumulación de pretensiones 

 

Frente a la acumulación de pretensiones, el artículo 281 de la Ley 1437 de 2011 

establece que “En una misma demanda no pueden acumularse causales de nulidad 

relativas a vicios en las calidades, requisitos e inhabilidades del elegido o 

nombrado, con las que se funden en irregularidades en el proceso de votación y 

en el escrutinio.”  

 

En el asunto que ocupa al Despacho, se reconoce como causal de nulidad del acto 

demandado la general descrita en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 

relacionadas con (i) infracción a las normas en que debía fundarse y (ii) expedición 

irregular del acto (falta de motivación), sin que se observen cuestionamientos 

adicionales o contrapuestos; por lo que la Sala encuentra debidamente formuladas 

las pretensiones de la demanda.  

 

2.8. Requisitos de forma 

 

El demandante cumplió con los requisitos previstos en el artículo 162 de la Ley 

1437 de 2011, toda vez que designó claramente las partes (fl. 10), expresó con 

claridad y precisión las pretensiones (fl. 2), relacionó los hechos y omisiones 

fundamento de aquella (fls. 3 y 4), señaló los fundamentos de derecho, las normas 

violadas y el concepto de violación (fls. 4 a 9) aportó las pruebas en su poder y 

 
2 “6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto popular aquellas 
contenidas en los numerales 3 º y 4 º del artículo 275 de este Código, es requisito de procedibilidad 
haber sido sometido por cualquier persona antes de la declaratoria de la elección a examen de la 
autoridad administrativa electoral correspondiente.” Declarado inexequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-283-17 de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr. 
Alejandro Linares Cantillo. 
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solicitó pruebas (Anexos). 

 

En este caso no es exigible el requisito de la cuantía establecida en el numeral 6º 

ibídem, toda vez que la competencia en este caso se determina por la regla 

prevista en el numeral 12º del artículo 152 ejusdem. 

 

Respecto al requisito previsto en el artículo 6 del Decreto 806 de 2020 consistente 

en que el demandante, al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar 

por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, se precisa 

que no se hace exigible en el presente caso, por cuanto se invoca una medida 

cautelar de suspensión, lo cual hace parte de las excepciones contempladas en la 

misma norma, y por tanto no se exige el cumplimento de ese requisito.  

 

2.9. Medidas cautelares 

 

2.9.1. Solicitud de Medida Cautelar presentada 

 

La demandante solicitó el decreto de medida cautelar consistente en la suspensión 

del acto demandado (Artículo 116 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020); sin 

embargo, no presentó argumentos adicionales a los expuestos en su demanda, por 

lo que se tendrán estos como fundamento de su solicitud.  

 

En la demanda se indica que de conformidad con los artículos 125 constitucional, 

artículo 24 de la Ley 909 de 2004, y los artículos 216, 82, 183 y 185 del Decreto 

Ley 262 de 2000, el nombramiento demandado desconoce que el encargo está 

previsto como un mecanismo preferente, sobre el nombramiento provisional, para 

la provisión transitoria de los empleaos de carrera administrativa, y en esa medida 

se le impone al nominador que agote esa figura, antes que el nombramiento 

provisional, tal y como lo ha precisado la Comisión Nacional del Servicio Civil, al 

analizar el régimen de carrera y la figura del encargo. 

 

Concretamente señala:  

 

“Primera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

185 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación a 

efectuar un nombramiento provisional. Es decir, no solamente no explicó las razones 

para no preferir un nombramiento en período de prueba o un nombramiento en 

encargo, sino para acudir a un nombramiento provisional que recayó en alguien cuyo 

derecho a ocupar el cargo no provino del sistema de méritos, puesto que se trataba de 

una persona que (i) ni integra alguna de las listas de elegibles, (ii) ni es titular de 

derechos de carrera administrativa.  

 

Segunda omisión: Omitió acudir a la figura del encargo que, según el artículo 185 del 

Decreto Ley 262 de 2000, constituye una posibilidad de provisión por el sistema del 

mérito en caso de vacancias definitivas. (…) Si bien se trata de casos referidos a la 

provisión de vacantes transitorias y no de una definitiva como es este caso, nos 

preguntamos: Si para proveer una vacante transitoria que se presente en un cargo de 
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Procurador Judicial es obligatorio acudir al sistema de provisión por méritos, ¿qué 

razón justifica que en caso de una vacante definitiva en ese mismo cargo sea 

discrecional del nominador acudir a dicho sistema, máxime cuando – como en este caso- 

existen aún listas de legibles y personas titulares de derechos de carrera 

administrativa susceptibles de ser encargadas? (…)  

 

Tercera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

135 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación no 

solamente a no preferir un nombramiento en encargo, sino a acudir al nombramiento 

provisional que recayó en alguien que ni es titular de derechos de carrera 

administrativa ni integra la lista de elegibles actualmente vigente para proveer el 

cargo. 

 

Igualmente reitero, que la entidad demandada omitió acudir a la figura privilegiada 

del encargo en caso de que la vacante que se suplió mediante el acto acusado haya 

sido transitoria, que según el artículo 25 de la Ley 909 de 2004 constituye mecanismo 

preferente de provisión transitoria de los empleos de carrera administrativa” (Fl. 3 

demanda) 

 

2.9.2. Examen de los requisitos para el decreto o denegación de la medida 

 

De acuerdo al marco normativo, doctrinal y jurisprudencial3, para que proceda la 

medida de suspensión provisional de los actos impugnados, es necesario que se 

constaten tanto los requisitos de procedibilidad como los requisitos de fondo: 

 

2.9.2.1. Requisitos de procedibilidad 

 

Para que proceda toda medida cautelar y por ende la de suspensión es necesario 

en primer lugar que se configuren inicialmente, los siguientes requisitos de 

procedibilidad4: 

 

2.9.2.2. Que se trate de un proceso declarativo (Art. 229 del CPACA) 

 

Este aspecto se cumple a cabalidad, como quiera que el medio de control invocado 

con pretensiones de nulidad, es de carácter declarativo y en el presente caso al 

ser de carácter electoral se tramita por el procedimiento fijado en el la Ley 1437 

de 2011 (Arts.275 y ss). 

 

 

 
3 Ver por ejemplo: Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Auto 
de veintisiete (27) de marzo de dos mil catorce (2014). REF: Expediente núm. 2013-00624-00, C.P. 
María Elizabeth García González; Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección B, Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, auto de  trece (13) de 
mayo de dos mil catorce (2014). Exp. No. 110010325000201400360 00; Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, Consejero Ponente: Hernán Andrade 
Rincón (E), sentencia de septiembre tres (3) de dos mil catorce (2014). Radicado 
110010326000201300162 00 (49.150). 
4 En términos de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y su Red de Formadores. 
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2.9.2.3 La medida guarde relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda (Art.   230 del CPACA) 

 

Como se aprecia, la solicitud tiene relación diáfana con las pretensiones por cuanto 

se busca la declaratoria de nulidad del acto de nombramiento provisional del señor 

HAROLD CARDONA TORO en el cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera 

Delegada para la Vigilancia Administrativa, con funciones en la División de Gestión 

Humana, y su suspensión, sería el equivalente a lo buscado con la sentencia que 

ponga fin al proceso, pues actualmente dicho acto administrativo está revestido 

de presunción de legalidad. 

 

2.9.2.4 La medida haya sido solicitada en la demanda (artículo 277 del CPACA) 

 

Presupuesto cumplido en las pretensiones de la demanda donde a petición de la 

parte actora se pretende la suspensión provisional al momento de acudir a la 

jurisdicción contenciosa administrativa.  

 

2.2.3. De fondo: procedencia cuando la violación de las disposiciones 

invocadas, surja como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

 

De conformidad con los fundamentos expuestos por la parte demandante para 

solicitar la suspensión del acto demandado debe realizarse en primer lugar un 

análisis acerca del Régimen de Carrera y la provisión de cargos establecido para la 

Procuraduría General de la Nación encontrando que el artículo 125 constitucional 

dispone: 

 

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 

exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes. 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley. 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 

nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 

 

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 de 

2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los períodos establecidos en la Constitución 

Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de institucionales. 

Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta 

absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual este fue elegido.” 

 

A su turno la Ley 209 de 1994 “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html#6
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público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 

disposiciones”, dispone en su artículo 25 que los empleos de carrera cuyos titulares 

se encuentren en situaciones administrativas que impliquen su separación serán 

provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas situaciones, 

cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con servidores públicos de 

carrera. 

 

Al respecto el Decreto Ley 262 de 2000 “Por el cual se modifican la estructura y 

la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios 

del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría 

General; se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de 

carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e 

incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones 

administrativas a las que se encuentren sujetos” regula la procedencia del 

encargo, los nombramientos provisionales, la provisión de empleos vacantes y la 

aplicación de la lista de elegibles, entre otros aspectos, y concretamente en sus 

artículos 185, 186, 187 y 216 dispone: 

 

“ARTÍCULO 185. Procedencia del encargo y de los nombramientos 

provisionales. En caso de vacancia definitiva de un empleo de carrera, el Procurador 

General podrá nombrar en encargo a empleados de carrera, o en provisionalidad a 

cualquier persona que reúna los requisitos exigidos para su desempeño. 

Se hará nombramiento en encargo cuando un empleado inscrito en carrera cumpla 

los requisitos exigidos para el empleo y haya obtenido calificación de servicios 

sobresaliente en el último año y una calificación mínima del 70% sobre el total 

del puntaje en los cursos de reinducción a que se refiere el numeral segundo del 

artículo 253 de este decreto. Sin embargo, por razones del servicio, el Procurador 

General de la Nación podrá nombrar a cualquier persona en provisionalidad 

siempre que ésta reúna los requisitos legales exigidos para el desempeño del 

empleo por proveer. 

El empleo del cual sea titular el servidor encargado podrá proveerse por encargo o en 

provisionalidad mientras dure el encargo de aquél. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y 

el señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea 

percibido por su titular. 

Efectuado el nombramiento por encargo o en provisionalidad, la convocatoria a 

concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses siguientes a este nombramiento. 

 

Parágrafo. Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, regirá a partir del 

1º de enero del año 2001 y lo dispuesto en el inciso quinto regirá a partir de agosto 

del año 2000. 

 

ARTÍCULO 186. Nombramiento provisional. El nombramiento tendrá carácter 

provisional cuando se trate de proveer transitoriamente un empleo de carrera 

con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el 

respectivo acto administrativo no se determine la clase de nombramiento de que se 

trata. 

También tendrá carácter provisional la vinculación del servidor que ejerza un empleo 

de libre nombramiento y remoción que, en virtud de la ley o de decisión judicial, se 
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convierta en cargo de carrera. En este caso, el concurso para proveer definitivamente 

la vacante respectiva será abierto. 

 

Parágrafo transitorio. El empleado que esté desempeñando un cargo de carrera en 

calidad de provisional al momento de la entrada en vigencia de este decreto, podrá 

participar, en igualdad de condiciones, en el concurso realizado para la provisión del 

respectivo empleo, aunque éste sea de ascenso. 

 

“ARTÍCULO 187. Provisión de los empleos por vacancia temporal. Los empleos de 

carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que 

impliquen separación temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o 

en forma provisional por el tiempo que duren aquellas situaciones”. (…) 

 

ARTÍCULO 216. Lista de elegibles. Formarán parte de la lista de elegibles para el 

empleo correspondiente los concursantes que obtengan, un puntaje total igual o 

superior al 70% del máximo posible en el concurso. 

 

La lista de elegibles se elaborará en riguroso orden de mérito. Tendrá vigencia de dos 

(2) años contados a partir de la fecha de su publicación y deberá estar contenida en 

resolución proferida por el Procurador General.  

 

La provisión de los empleos objeto de convocatoria será efectuada con quien ocupe el 

primer puesto en la lista y en estricto orden descendente.  

 

La lista deberá fijarse en donde se publicaron los demás actos expedidos dentro del 

proceso de concurso.  

 

Quienes obtengan puntajes totales iguales tendrán el mismo puesto en la lista de 

elegibles. Si esta situación se presenta en el primer lugar, el nombramiento recaerá 

en quien haya obtenido el puntaje superior en la prueba de conocimientos y si el 

empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las 

elecciones públicas inmediatamente anteriores. Si no se puede dirimir el empate, el 

nominador escogerá discrecionalmente.  

 

Efectuados los respectivos nombramientos para proveer los empleos objeto de la 

convocatoria u otros iguales a éstos, se retirarán de la lista de elegibles los servidores 

en los que hayan recaído dichos nombramientos, salvo que no hayan aceptado o no se 

hayan posesionado por razones ajenas a su voluntad. El nominador deberá utilizar 

las listas en estricto orden descendente, para proveer las vacantes que se 

presenten en el mismo empleo o en otros iguales, para los cuales se exijan los 

mismos requisitos, o en empleos de inferior jerarquía. En este último caso, la no 

aceptación del nombramiento no constituye causal para la exclusión de la lista de 

elegibles.” 

 

En ese marco normativo, fueron publicadas el 8 de julio de 2016 las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001, 002, 003, 005, 006, 007, 008, 009, 010, 011, 

012, 013, 014 (mediante las Resoluciones 337 a 349) y el 11 de julio de 2016 se 

publicó la lista de elegibles de la Convocatoria 004 (mediante Resolución 357); 

actos administrativos que tienen en común, el artículo tercero resolutivo:  

 

“ARTICULO TERCERO: VIGENCIA. La presente lista de elegibles tiene vigencia de 

dos (2) años, contados a partir de la fecha de su publicación y será utilizada de 
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conformidad con lo previsto en el artículo 216 deI Decreto Ley 262 de 2000, en 

consonancia con el artículo vigésimo de la Resolución 040 de 2015”.  

 

De estas listas se efectuaron unas correcciones y aclaraciones a las precitadas listas 

de elegibles, mediante las Resoluciones Nº 358 del 12 de julio de 2016, 410 del 31 

de agosto de 2016, 428 del 6 de septiembre de 2016, 453 del 3 de octubre de 2016, 

711 del 31 de octubre de 2016, 726 del 11 de noviembre de 2016 y 0043 del 21 de 

febrero de 2017, sin que en estos actos administrativos se efectuara modificación 

expresa al artículo tercero de las Resoluciones 337 a 349 del 8 de julio de 2016, 

esto es, sobre la vigencia de las listas de elegibles. 

 

Conforme lo anterior, es evidente que por disposición normativa un empleo puede 

encontrarse vacante de forma temporal o definitiva y debe ser provisto igualmente 

de manera transitoria mediante un encargo o nombramiento provisional, teniendo 

en cuenta que la vacante no está asignada indefinidamente sino de forma temporal 

porque su finalidad es ser provista de manera definitiva en cumplimiento del 

artículo 125 constitucional.   

 

Por lo tanto, es claro que la Procuraduría General de la Nación cuenta con una 

habilitación legal para proveer los cargos vacantes de carrera de forma transitoria 

con personal no seleccionado mediante un sistema de mérito, sin embargo, al 

existir una lista de elegibles vigente al momento de configurarse la vacante, debe 

acudir a ella para designar a una persona que se encuentre en ella, tal y como lo 

dispone el inciso 6 del artículo 216 del Decreto Ley 262 de 2000.  

 

Ahora bien, en el presente caso las listas de elegibles reseñadas tuvieron una 

vigencia de dos años a partir de la fecha de su publicación, tal y como lo señala el 

artículo 3 de la Resolución No. 357 de 2016, y de conformidad con las diferentes 

posturas que se han adoptado en el tema para determinar su vigencia, esto es, 

bien sea porque se tome como punto de partida de la contabilización de los dos 

años de que trata el inciso 2 del artículo 20 de la Resolución Nº040 de 20155 (regla 

temporal del concurso), la fecha de publicación de las Resoluciones 337 a 349 y 

357 (8 de julio y 11 de julio de 2016), o que se tomen las fechas de publicación 

de las Resoluciones 358, 410, 428, 453, 711, 726, 0043 (12 de julio, 31 de agosto, 

6 de septiembre, 3 y 31 de octubre y 11 de noviembre de 2016, y 21 de febrero de 

2017), toda vez que aún en este segundo evento, como mínimo, las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001 a 003, 005, 007 a 009 y 011 a 014 -que tuvieron 

como única corrección la de la Resolución 358 del 12 de julio de 2016- estarían 

llamadas a fenecer dos años después. Es decir, que en cualquiera de las 

interpretaciones que se vienen suscitando en torno a la vigencia de las listas de 

elegibles del concurso para el ingreso de personal en cargos de Procuradores 

Judiciales I y II, el término en que se encuentran llamadas a fenecer la mayoría de 

las listas (al menos 11 de las 14 existentes) oscilaban entre el 8 y el 12 de julio 

de 2018.    

 

 
5 “Las listas de elegibles tendrán vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
publicación y será utilizada de conformidad con lo previsto en el 216 del Decreto Ley 262 de 
2000”. 
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Conforme lo anterior, los integrantes de las listas de elegibles tienen una 

expectativa legítima de ser nombrados y acceder a la función pública conforme las 

reglas del sistema de carrera administrativa, en virtud del mérito como garantía 

de su prestación eficiente, y conforme a las prescripciones del artículo 209 

Constitucional debe estar al servicio de los intereses generales, y desarrollarse con 

fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Al respecto, es necesario precisar que la medida cautelar de suspensión de la 

Resolución 40 de 2015 adoptada en el marco del proceso de Acción Popular 2018-

666, fue levantada mediante Auto No. 2018-09-0585 del 18 de septiembre de 2018, 

decisión que se encuentra en firme, como quiera que a través de providencia del 

11 de marzo de 2019 se rechazó un recurso de reposición interpuesto, se 

rechazaron otras solicitudes y se reconocieron unas coadyuvancias, contra la cual 

no procede recurso alguno.  

 

En ese orden de ideas, se constata de los medios de prueba documentales que se 

allegaron con la demanda que el nombramiento se efectuó el 1 de octubre de 2020 

esto es, cuando ya no se encontraban vigentes las listas de elegibles, y en esa 

medida, se hace necesario analizar, conforme las etapas procesales establecidas y 

garantizando el derecho de contradicción y de defensa si el acto demandado 

contiene una causal o fundamento para acudir a personas externas a esa lista, o 

una razón para no proveer el cargo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 

Ley 262 de 2000, y poder determinar si la entidad debía o no utilizar las figuras 

contenidas en el Régimen de Carrera Administrativa para proveer los cargos 

vacantes.  

 

De este modo, considera la Sala Dual que hasta el momento no se encuentra 

probada una violación incontrovertible y evidente de las normas referidas como 

violadas respecto del acto demandado, por cuanto  como se indicó ut supra, no 

había lista de elegibles vigente al momento de su nombramiento, en lo atinente a 

la omisión del deber de motivar por parte de la entidad demandada el acto de 

nombramiento, se hace necesario conocer el expediente administrativo para 

valorar si se configura o no una expedición irregular del acto y respecto a  la 

infracción a  las normas en que debía fundarse, se requiere corroborar si había o 

no personal de carrera que tuviese los requisitos para ser nombrado en encargo, 

pero este último elemento en este estado del proceso, aún está incipiente.  

 

De igual forma, no se encuentra con claridad que exista una relación violatoria que 

implique que se cause un perjuicio irremediable o se genere una situación más  

gravosa para el interés público de no decretarse la medida solicitada, por cuanto 

el servicio no se ha suspendido y la presunción de legalidad del acto, irradia que 

quien fue nombrado reunía los requisitos para el cargo, distinto a que se acredite 

que la entidad no debía efectuar ese nombramiento sino como última ratio, por lo 

que resulta indispensable estudiar los argumentos que sobre el punto pueda 

esgrimir la parte demandada, junto con las pruebas que pueda aportar para llegar 

a una conclusión sólida y atendiendo en todo caso a los fundamentos jurídicos que 

se presenten.  
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En consecuencia, la solicitud de suspensión provisional presentada por la 

demandante como medida cautelar será negada, precisando que en virtud del 

inciso segundo del artículo 229 de la ley 1437 de 2011, la decisión sobre la medida 

cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

Finalmente, precisar que de conformidad con los decretos legislativos 491 de 2020 

(art.11,12) y 806 (art. 2) de 2020 así como lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA20-

11567 de 2020 (art.14-40) del Consejo Superior de la Judicatura, la Sala deliberó 

y aprobó el proyecto por medios virtuales. 

 

Por lo anterior, al estar reunidos los requisitos formales previstos en la ley, se 

dispondrá la admisión de la demanda, y se negará la suspensión provisional del 

acto demandado al no reunirse los presupuestos de procedencia y de fondo. 

 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- ADMITIR para tramitar en única instancia conforme a lo previsto en el 

numeral 12º del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, la demanda promovida por la 

señora Lourdes María Díaz Monsalve, en ejercicio del medio de control de nulidad 

electoral, contra el nombramiento del señor HAROLD CARDONA TORO en el cargo 

de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- NOTIFICAR personalmente a HAROLD CARDONA TORO en la forma 

prevista en el literal a) del numeral 1° del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, a 

través del medio electrónico informado por el demandante (pág. 5 demanda), de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, con entrega 

de copia de la demanda y sus anexos e informarle que la demanda podrá ser 

contestada dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación personal del 

auto admisorio de la demanda o al del día siguiente de la publicación del respectivo 

aviso, según el caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 279 de la Ley 

1437 de 2011. 

 

De no ser posible su notificación personal, dentro de los dos (2) días siguientes a 

la expedición de este auto, notifíquese de conformidad con lo previsto en los 

literales b) y c) del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, con aplicación de lo 

consagrado en los literales f) y g) de esa misma disposición, según los cuales las 

copias de la demanda y sus anexos quedarán en la Secretaría a disposición del 

notificado, y el traslado o los términos que conceda el auto notificado sólo 

comenzarán a correr tres (3) días después de la notificación personal o por aviso, 

según el caso; de igual manera, si el demandante no acredita las publicaciones en 

la prensa requeridas para surtir las notificaciones por aviso previstas en los 

literales anteriores, dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación del 

Ministerio Público del auto que la ordena, se declarará terminado el proceso por 

abandono y se ordenará archivar el expediente. 
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TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Procuraduría General de la Nación, en 

la forma dispuesta en el numeral 2º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, 

mediante mensaje dirigido al buzón para notificaciones judiciales de dicha 

entidad.  

 

Infórmese al funcionario y a la autoridad que intervino en la expedición del acto 

acusado que la demanda podrá ser contestada dentro de los quince (15) días 

siguientes a aquel en que sea hecha la notificación personal del auto admisorio. 

 

CUARTO.- Notifíquese personalmente al señor agente del Ministerio Público, según 

lo dispuesto en el numeral 3 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 

199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

QUINTO.- Notifíquese por estado al demandante según lo dispuesto en el numeral 

4 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO.- Por secretaría infórmese a la comunidad la existencia de este proceso en 

la forma prevista en el numeral 5º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, de lo 

cual se dejará constancia en el expediente. 

 

SÉPTIMO.- Notifíquese personalmente al Director General o al representante 

delegado para recibir notificaciones de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 

el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

OCTAVO.- NEGAR la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 116 

del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020 mediante el cual el Procurador General 

de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por el término de seis 

meses, de HAROLD CARDONA TORO en el cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría 

Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa, con funciones en la División de 

Gestión Humana, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

NOVENO.- Por Secretaría realizar la compensación respectiva en el reparto y las 

anotaciones correspondientes en el sistema Siglo XXI, de conformidad con la 

aceptación del impedimento presentado por el Doctor Fredy Ibarra Martínez. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN         OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS  

Magistrado         Magistrado 



 

 

 

  

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN  PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 
 

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-533 E 

Bogotá, D.C., Catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 00865 00 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  HAROLD CARDONA TORO 

TEMAS:  NOMBRAMIENTO ASESOR G-19, DE LA 

PROCURADURÍA PRIMERA DELEGADA 

PARA LA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA, 

CON FUNCIONES EN LA DIVISIÓN DE 

GESTIÓN HUMANA 

ASUNTO: RESUELVE IMPEDIMENTO     

 

MAGISTRADO:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede la Sala dual a pronunciarse sobre la declaración de impedimento que 

formulara el magistrado Fredy Ibarra Martínez, tal y como consta en el expediente. 

 

I. ANTECEDENTES 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 116 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020 

mediante el cual el Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en 

provisionalidad, por el término de seis meses, de HAROLD CARDONA TORO en el 

cargo de Asesor G-19, de la Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia 

Administrativa, con funciones en la División de Gestión Humana, considerando que 

se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha faltado al deber 

motivar los actos administrativos que disponen sobre nombramientos 

provisionales.  

 

Mediante acta de reparto No. 25000234100020200086500 del 4 de diciembre de 

2020, y encontrándose con proyecto de estudio de admisión de la demanda, el 

Magistrado Fredy Ibarra Martínez a través de Auto del 10 de diciembre de 2020, se 

declara impedido para decidir el asunto, concretamente debido a que su esposa 

Patricia Chávez Agreda se encuentra vinculada en un cargo de asesora en la 

Procuraduría General de la Nación, el cual eventualmente puede ser provisto en 

propiedad en carrera administrativa y podría tener un interés en las resultas del 

proceso.  
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Lo anterior con fundamento en las causales establecidas en el numeral 1 del 

artículo 141 del Código General del Proceso y el numeral 4 del artículo 130 de la 

Ley 1437 de 2011. 

Visto lo anterior, la Sala procederá a resolver el impedimento, previas las 

siguientes 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia 

Corresponde a la Sala Dual de la Subsección B de la Sección Primera del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca resolver sobre la manifestación de impedimento 

presentada por el Magistrado Fredy Ibarra Martínez, de conformidad con lo 

dispuesto en el numeral tercero del artículo 131 de la Ley 1437 de 2011. 

2.2. Naturaleza de los impedimentos y recusaciones 

Las causales de impedimento y recusación establecidas en los diferentes estatutos 

procesales buscan garantizar la independencia e imparcialidad del juez que tiene 

bajo su conocimiento la resolución de un litigio, en el que se espera que actúe con 

toda la autonomía y objetividad necesarias para discernir en igualdad y en derecho 

la demanda de justicia que se ventila, como un avance significativo en la solución 

de conflictos que se hiciera primero bajo la propia mano y posteriormente con la 

consolidación del estado-nación, y el monopolio de la violencia legítima, como una 

forma civilizada de justicia a cargo precisamente del Estado. 

En este sentido, el debido proceso comporta también, la obligación del juez de 

expresar las circunstancias que pueden alterar esas condiciones ideales en las que 

se tramita y decide un proceso para que el juez que le sigue en turno, valore si las 

mismas, logran afectar en suma esos dos pilares y proceda a apartarse del caso. Y 

por otro lado, el derecho de las partes para recusar al funcionario cuando 

considere que dichas circunstancias alteran el equilibrio de las partes y la 

autonomía del juzgador. 

2.3. Integración normativa entre el Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo y el Código General del Proceso   

Ahora bien, las causales de impedimento y recusación que pueden invocarse en un 

proceso de nulidad electoral, son aquellas consagradas en el Código General del 

Proceso, en su artículo 141, por remisión concreta del artículo 130 de la Ley 1437 

de 2011, toda vez que no contempla regulación especial frente al trámite de los 

impedimentos y sus causales.  

En esa medida, las causales de impedimento que en el contencioso administrativo 

se incorporan de la legislación procedimental civil (por ausencia de regulación) 

deben ser aplicadas en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos 

que corresponden a la jurisdicción (artículo 306 de la Ley 1437 de 2011) y 

analizadas en el contexto de aquellas circunstancias que en los distintos medios 

de control puedan verdaderamente afectar la imparcialidad del Juez, la recta 

administración de justicia y el debido proceso de las partes.  
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2.4. Causal invocada 

En el caso concreto, la primera causal invocada por el magistrado Fredy Ibarra 

Martínez está contenida en el numeral 1 del artículo 141 del Código General del 

Proceso que señala concretamente: 

“Artículo 141. Causales de recusación. 

Son causales de recusación las siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 

afinidad, interés directo o indirecto en el proceso.” (Subrayado y negrilla 

fuera de texto) 

Adicionalmente, invoca el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011 que 

dispone: 

“ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse 

impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 

Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 

(…) 

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los 

parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 

tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 

de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 

interesados.” 

En tal escenario se tiene que en estos eventos se le permite al juez apartarse del 

conocimiento del proceso que le ha sido asignado por reparto para su instrucción 

y decisión, por lo que en relación con la causal invocada, resulta necesario señalar 

que el interés directo o indirecto que se pueda tener, es la más genérica de todas 

las causales de impedimento consagradas por el legislador, sin que ello signifique 

que cualquier circunstancia pueda dar lugar a que se predique su configuración, 

pues se requiere que exista un elemento o ingrediente subjetivo desde la 

perspectiva económica, moral, intelectual, etc., que genere una expectativa 

traducida en interés en el sujeto procesal, que conlleve a que su imparcialidad 

pueda verse afectada, en el entendido de que la posición que adopte frente al 

caso (intervenir a favor o en contra de las pretensiones, o sencillamente, no 

intervenir), le pueda generar un beneficio o un perjuicio, de lo cual dimane su 

interés, y que por eso, sea mejor apartarse1. 

 
1 La Corte Constitucional en el Auto 080 A del 1° de junio de 2004, ha destacado que se ha 
reconocido por parte de la doctrina procesal que la procedencia de un impedimento o recusación 
por la existencia de un interés en la decisión, requiere la comprobación previa de dos (2) requisitos 
esenciales, a saber: El interés debe ser actual y directo. Es directo cuando el juzgador obtiene, 
para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando 
el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante 
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Frente a la primera casual invocada, esto es la relacionada con un interés directo 

o indirecto por parte de la cónyuge del Magistrado Ibarra Martínez en las resultas 

del proceso, se debe precisar que no se encuentra configurada, en la medida en 

que el cargo que ocupa la señora Chávez Agreda en la entidad demandada no 

guarda relación directa con el nombramiento que se controvierte en la presente 

actuación, así como tampoco tiene incidencia en su nombramiento o en la 

disposición de esa vacante, pues es una potestad exclusiva del Procurador General 

de la Nación y no de sus asesores, efectuar la provisión del empleo, bien sea que 

el nombramiento sea por concurso, encargo o en provisionalidad, y la 

consecuencia, en caso de prosperar el medio de control de nulidad electoral, 

tendrá efectos exclusivamente sobre el nombramiento del señor Cardona Toro. 

Ahora, se observa que si bien el Magistrado Ibarra Martínez invoca como segunda 

causal la señalada en el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, 

relacionada con el hecho de tener su cónyuge la calidad de asesora de alguna de 

las partes del proceso, lo cierto es que la causal hace referencia al grado de 

confianza y asesoría que le brindara el personal más cercano a su círculo directo 

para la toma de decisiones y no por la denominación técnica del cargo en la carrera 

administrativa, pues allí son cientos de empleos que pertenecen al nivel asesor, 

de manera que independientemente de la nomenclatura del cargo, lo que importa 

es que el ejercicio de la función del mismo involucre efectiva y materialmente 

asesorar al Procurador General de la Nación, por lo que el supuesto al que se 

refiere la norma no se configura, dado que en el presente caso, la señora Chávez 

Agreda, hace parte del nivel asesor dentro de la organización de la Procuraduría 

General de la Nación, diferente de la causal establecida en el numeral 3 de la 

misma normativa que dispone: 

“(…) Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 

los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 

niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 

concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 

interesado.” 

En esa medida, al encontrarse el cargo de la cónyuge del Magistrado que manifiesta 

el impedimento dentro del nivel asesor en la entidad que es demandada en el 

medio de control de nulidad electoral invocado en el asunto, habrá de declararse 

fundado el impedimento del Dr. Ibarra Martínez, dada la naturaleza de su 

nombramiento dentro de la Procuraduría General de la Nación. 

En ese orden de ideas, la situación de carácter particular y concreta expuesta por 

el señor magistrado constituye un ingrediente subjetivo relevante de la causal de 

interés que trae la legislación procesal y en consecuencia la Sala declarará fundado 

el impedimento presentado por el magistrado Fredy Ibarra Martínez pues se 

encuentra acreditada la existencia de un eventual compromiso de la autonomía, 

independencia e imparcialidad. 

 
al momento de tomar la decisión. Entonces, ni los hechos pasados, ni los hechos futuros tienen la 
entidad suficiente para deslegitimar la competencia subjetiva del juez. 
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Por lo anterior, la Sala de conformidad con el artículo 140 del C.G.P., y 131, 

numeral 3 de la Ley 1437 de 2011, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO:- DECLARAR FUNDADO el impedimento formulado por el señor 

magistrado Fredy Ibarra Martínez, para continuar conociendo del proceso de la 

referencia. 

SEGUNDO.- COMUNICAR esta decisión al magistrado Fredy Ibarra Martínez y 

devolver inmediatamente el expediente al Despacho de origen para lo pertinente. 

CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN            OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS

   Magistrado                                                  Magistrado 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA  

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 
 
Bogotá, D.C., once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrado Ponente: OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 
Radicación:  No. 25000-23-41-000-2020-00875-00 
Demandante:  LOURDES DÍAZ MONSALVO  
Demandados:  JOHANNA CAROLINA DAZA RINCÓN-

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN-  
Referencia: NULIDAD ELECTORAL - IMPEDIMENTO 
 

Decide la Sala la manifestación de impedimento realizada por el Magistrado 

doctor Fredy Ibarra Martínez, con fundamento en las causales establecidas 

en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso, y en el 

numeral 4º del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo, que en su orden disponen lo siguiente:  

 
• Artículo 141 numeral 1º del Código General del Proceso 

 

“ARTÍCULO 141. CAUSALES DE RECUSACIÓN. Son causales de 
recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 
afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 

 

• Artículo 130 numeral 4º del C.P.A.C.A. 

 
“ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una de 
las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” 
 

Lo anterior, por las siguientes razones que a continuación se exponen: 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_procedimiento_civil_pr005.html#150
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“(…) pongo de manifiesto que mi esposa Patricia Chávez Agreda actualmente 

se encuentra vinculada en un cargo de asesora en la Procuraduría General 
de la Nación el cual eventualmente puede ser provisto en propiedad en 
carrera administrativa”. 

 
CONSIDERACIONES 

 
Para resolver el impedimento manifestado por el doctor Fredy Ibarra 

Martínez, la Sala tendrá en cuenta que: 

 
1)  De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional “los 

impedimentos constituyen un mecanismo procedimental dirigido a la 

protección de los principios esenciales de la administración de justicia: la 

independencia e imparcialidad del juez, que se traducen así mismo en un 

derecho subjetivo de los ciudadanos, pues una de las esferas esenciales del 

debido proceso, es la posibilidad del ciudadano de acudir ante un funcionario 

imparcial para resolver sus controversias. (…) Técnicamente, el impedimento 

es una facultad excepcional otorgada al juez para declinar su competencia 

en un asunto específico, separándose de su conocimiento, cuando considere 

que existen motivos fundados para que su imparcialidad se encuentre 

seriamente comprometida. Sin embargo, con el fin de evitar que el 

impedimento se convierta en una forma de evadir el ejercicio de la tarea 

esencial del juez, y en una limitación excesiva al derecho fundamental al 

acceso a la administración de justicia (Artículo 228, C.P.), jurisprudencia 

coincidente y consolidada de los órganos de cierre de cada jurisdicción, ha 

determinado que los impedimentos tienen un carácter taxativo y que su 

interpretación debe efectuarse de forma restringida1”. 

 
2)  Las causales de impedimento y recusación establecidas en los diferentes 

estatutos procesales buscan garantizar la independencia e imparcialidad del 

juez que tiene bajo su conocimiento la resolución de un litigio, en el que se 

espera que actúe con toda la autonomía y objetividad necesarias para 

discernir en igualdad y en derecho la demanda de justicia que se ventila, 

como un avance significativo en la solución de conflictos que se hiciera 

primero bajo la propia mano y posteriormente con la consolidación del 

 
1 Auto 039 de 2010. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva. 
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estado-nación, y el monopolio de la violencia legítima, como una forma 

civilizada de justicia a cargo precisamente del Estado. 

 

En este sentido, el debido proceso comporta también, la obligación del juez 

de expresar las circunstancias que pueden alterar esas condiciones ideales 

en las que se tramita y decide un proceso para que el juez que le sigue en 

turno, valore si las mismas, logran afectar en suma esos dos pilares y 

proceda a apartarse del caso. Y por otro lado, el derecho de las partes para 

recusar al funcionario cuando considere que dichas circunstancias alteran el 

equilibrio de las partes y la autonomía del juzgador. 

 
3) Ahora bien, las causales de impedimento y recusación que pueden 

invocarse en un proceso de nulidad electoral, son aquellas consagradas en el 

Código General del Proceso, en su artículo 141, por remisión concreta del 

artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, toda vez que no contempla regulación 

especial frente al trámite de los impedimentos y sus causales. 

 
En esa medida, las causales de impedimento que en el contencioso 

administrativo se incorporan de la legislación procedimental civil (por 

ausencia de regulación) deben ser aplicadas en lo que sea compatible con la 

naturaleza de los procesos que corresponden a la jurisdicción (artículo 306 

de la Ley 1437 de 2011) y analizadas en el contexto de aquellas 

circunstancias que en los distintos medios de control puedan verdaderamente 

afectar la imparcialidad del Juez, la recta administración de justicia y el 

debido proceso de las partes. 

 
4) En el caso concreto, las causales invocadas por el magistrado Fredy Ibarra 

Martínez están contenidas en los numerales 1º del artículo 141 del Código 

General del Proceso y numeral 4º del artículo 130 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que señalan 

concretamente: 

 

• Artículo 141 numeral 1º del Código General del Proceso 

 
“ARTÍCULO 141. CAUSALES DE RECUSACIÓN. Son causales de 
recusación las siguientes: 
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1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 
afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 

 
• Artículo 130 numeral 4º del C.P.A.C.A. 

 
“ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los 
parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una de 
las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” 

 
En tal escenario se tiene que en estos eventos se le permite al juez apartarse 

del conocimiento del proceso que le ha sido asignado por reparto para su 

instrucción y decisión, por lo que en relación con la causal invocada, resulta 

necesario señalar que el interés directo o indirecto que se pueda tener, es la 

más genérica de todas las causales de impedimento consagradas por el 

legislador, sin que ello signifique que cualquier circunstancia pueda dar lugar 

a que se predique su configuración, pues se requiere que exista un elemento 

o ingrediente subjetivo desde la perspectiva económica, moral, intelectual, 

etc., que genere una expectativa traducida en interés en el sujeto procesal, 

que conlleve a que su imparcialidad pueda verse afectada, en el entendido 

de que la posición que adopte frente al caso (intervenir a favor o en contra 

de las pretensiones, o sencillamente, no intervenir), le pueda generar un 

beneficio o un perjuicio, de lo cual dimane su interés, y que por eso, sea 

mejor apartarse2. 

 
5) Frente a la primera casual invocada, esto es la relacionada con un interés 

directo o indirecto por parte de la cónyuge del Magistrado Ibarra Martínez en 

las resultas del proceso, se debe precisar que no se encuentra configurada, 

en la medida en que el cargo que ocupa la señora Chávez Agreda en la 

 
2 La Corte Constitucional en el Auto 080 A del 1 o  de junio de 2004, ha destacado que se ha 
reconocido por parte de la doctrina procesal que la procedencia de un impedimento o recusación 
por la existencia de un interés en la decisión, requiere la comprobación previa de dos (2) requisitos 
esenciales, a saber: El interés debe ser actual y directo. Es directo cuando el juzgador obtiene, 
para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando 
el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante 
al momento de tomar la decisión. Entonces, ni los hechos pasados, ni los hechos futuros tienen la 
entidad suficiente para deslegitimar la competencia subjetiva del juez. 
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entidad demandada no guarda relación directa con el nombramiento que se 

controvierte en la presente actuación, así como tampoco tiene incidencia en 

su nombramiento o en la disposición de esa vacante, pues es una potestad 

exclusiva del Procurador General de la Nación y no de sus asesores, efectuar 

la provisión del empleo, bien sea que el nombramiento sea por concurso, 

encargo o en provisionalidad, y la consecuencia, en caso de prosperar el 

medio de control de nulidad electoral, tendrá efectos exclusivamente sobre 

el nombramiento de la señora Johanna Carolina Daza Rincón.  

 

6) Ahora, se observa que si bien el Magistrado Ibarra Martínez invoca como 

segunda causal la señalada en el numeral 4° del artículo 130 de la Ley 1437 

de 2011, relacionada con el hecho de tener su cónyuge la calidad de asesora 

de alguna de las partes del proceso, lo cierto es que la causal hace referencia 

al grado de confianza y asesoría que le brindara el personal más cercano a 

su círculo directo para la toma de decisiones y no por la denominación técnica 

del cargo en la carrera administrativa, pues allí son cientos de empleos que 

pertenecen al nivel asesor, de manera que independientemente de la 

nomenclatura del cargo, lo que importa es que el ejercicio de la función del 

mismo involucre efectiva y materialmente asesorar al Procurador General de 

la Nación, por lo que el supuesto al que se refiere la norma no se configura, 

dado que en el presente caso, la señora Chávez Agreda, hace parte del nivel 

asesor dentro de la organización de la Procuraduría General de la Nación, 

diferente de la causal establecida en el numeral 3° de la misma normativa, 

que dispone: 

 
"(...) Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero interesado." 

 
7) En esa medida, al encontrarse el cargo de la cónyuge del Magistrado que 

manifiesta el impedimento dentro del nivel asesor en la entidad que es 

demandada en el medio de control de nulidad electoral invocado en el asunto, 

habrá de declararse fundado el impedimento del Dr. Ibarra Martínez, dada la 

naturaleza de su nombramiento dentro de la Procuraduría General de la 

Nación. 
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En ese orden de ideas, la situación de carácter particular y concreta expuesta 

por el señor magistrado constituye un ingrediente subjetivo relevante de la 

causal de interés que trae la legislación procesal y en consecuencia la Sala 

declarará fundado el impedimento presentado por el magistrado Fredy Ibarra 

Martínez pues se encuentra acreditada la existencia de un eventual 

compromiso de la autonomía, independencia e imparcialidad. 

 
Por lo anterior, la Sala de conformidad con el artículo 140 del C.G.P., y 131, 

numeral 3º de la Ley 1437 de 2011, 

 
RESUELVE: 

 
ACEPTAR el impedimento formulado por el señor magistrado Fredy Ibarra 

Martínez, para continuar conociendo del proceso de la referencia. 

 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

 
 

OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 
Magistrado 

 
 
 
 

 
 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 
Magistrado 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 

 

Bogotá D.C., once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020). 

 
Magistrado Ponente: OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 

Radicación:  No. 25000-23-41-000-2020-875-00 

Demandante:  LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVO  

Demandados: JOHANNA CAROLINA DAZA RINCÓN - 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y   

Referencia:          NULIDAD ELECTORAL 
 

Por reunir los requisitos formales y ser esta Sección del Tribunal 

competente para conocer del proceso, se admitirá en única instancia 

la demanda presentada por la señora Lourdes María Díaz Monsalvo, de 

conformidad con lo establecido en el numeral 12 del artículo 151 de la Ley 

1437 del 2011 (CPACA).  

 

Así las cosas, decide la Sala la admisión de la demanda con solicitud de 

suspensión provisional del artículo de 139 del Decreto 963 de 1° de 

octubre de 2020, “Por medio del cual se prorrogan unos nombramientos 

provisionales”, escrito presentado por la señora Lourdes María Díaz 

Monsalvo, en ejercicio de la acción electoral establecida en el artículo 139 

de la Ley 1437 de 2011 (CPACA). 

 

En consecuencia, procede la Sala1 a resolver la solicitud de suspensión 

provisional haciendo el siguiente análisis: 

 

1) La solicitud de medida cautelar consagrada en el Capítulo XI – Título V 

de la Segunda Parte del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) aplicable por remisión 

expresa del artículo 296 de esta misma normatividad, prevé la 

procedencia en cualquier estado del proceso de las medidas cautelares, 

 
1 Inciso segundo numeral 6º del artículo 277 C.P.A.C.A. 
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en demandas que son competencia de la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa, en tanto sean necesarias para proteger y garantizar 

provisionalmente el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. Lo 

anterior, sin que dicha decisión constituya prejuzgamiento2.  

 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 229 a 231 C.P.A.C.A., 

cuando se pretende la nulidad de un acto administrativo y se solicita la 

suspensión provisional de sus efectos, ésta procederá por violación de las 

disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 

escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 

demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 

violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud.3  

 

Si se trata del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

se deberá demostrar, aunque sea sumariamente, la existencia de 

perjuicios que la ejecución del acto demandado causa o podría causar al 

actor, situación que no se presenta en el caso objeto de estudio, debido 

a que su naturaleza en medio de control de nulidad electoral. 

 

2) Así las cosas, se tiene que la demandante solicitó el decreto de medida 

cautelar consistente en la suspensión del acto demandado (Artículo 99 del 

Decreto 963 de 1° de octubre de 2020); sin embargo, no presentó 

argumentos adicionales a los expuestos en su demanda, por lo que se 

tendrán estos como fundamento de su solicitud.  

 

En la demanda se indicó que de conformidad con los artículos 125 

constitucional, artículo 24 de la Ley 909 de 2004, y los artículos 216, 82, 

183 y 185 del Decreto Ley 262 de 2000, el nombramiento demandado 

desconoce que el encargo está previsto como un mecanismo preferente, 

sobre el nombramiento provisional, para la provisión transitoria de los 

empleaos de carrera administrativa, y en esa medida se le impone al 

nominador que agote esa figura, antes que el nombramiento provisional, 

 
2 Artículo 229 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 
1437 de 2011). 
3 Artículo 231 ibídem.  
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tal y como lo ha precisado la Comisión Nacional del Servicio Civil, al 

analizar el régimen de carrera y la figura del encargo. 

 

Concretamente expresó:  

 

“Primera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido 
por la ya precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-

753 de 2008), ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las 
razones del servicio (artículo 185 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron 
al Procurador General de la Nación a efectuar un nombramiento provisional. 
Es decir, no solamente no explicó las razones para no preferir un 
nombramiento en período de prueba o un nombramiento en encargo, sino 
para acudir a un nombramiento provisional que recayó en alguien cuyo 
derecho a ocupar el cargo no provino del sistema de méritos, puesto que se 
trataba de una persona que (i) ni integra alguna de las listas de elegibles, 

(ii) ni es titular de derechos de carrera administrativa.  
 
Segunda omisión: Omitió acudir a la figura del encargo que, según el 
artículo 185 del Decreto Ley 262 de 2000, constituye una posibilidad de 
provisión por el sistema del mérito en caso de vacancias definitivas. (…) Si 
bien se trata de casos referidos a la provisión de vacantes transitorias y no 
de una definitiva como es este caso, nos preguntamos: Si para proveer una 
vacante transitoria que se presente en un cargo de Procurador Judicial es 
obligatorio acudir al sistema de provisión por méritos, ¿qué razón justifica 

que en caso de una vacante definitiva en ese mismo cargo sea discrecional 
del nominador acudir a dicho sistema, máxime cuando – como en este caso- 
existen aún listas de legibles y personas titulares de derechos de carrera 
administrativa susceptibles de ser encargadas? (…)  
 
Tercera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido 
por la ya precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-
753 de 2008), ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las 

razones del servicio (artículo 135 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron 
al Procurador General de la Nación no solamente a no preferir un 
nombramiento en encargo, sino a acudir al nombramiento provisional que 
recayó en alguien que ni es titular de derechos de carrera administrativa ni 
integra la lista de elegibles actualmente vigente para proveer el cargo. 
 
Igualmente reitero, que la entidad demandada omitió acudir a la figura 
privilegiada del encargo en caso de que la vacante que se suplió mediante el 

acto acusado haya sido transitoria, que según el artículo 25 de la Ley 909 de 
2004 constituye mecanismo preferente de provisión transitoria de los 
empleos de carrera administrativa” (fl. 3 dda.- negrillas y mayúsculas de la 
parte demandante) 

 

En la forma en que ha sido propuesta la medida antes mencionada, la 

Sala denegará la medida cautelar solicitada por la parte actora, por las 

siguientes razones: 

 

El artículo 125 de la Constitución Política, establece: 
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“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de 
carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y 
remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

 
Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado 
por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 
 
El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar 
los méritos y calidades de los aspirantes. 
 
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del 
empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás causales 
previstas en la Constitución o la ley. 
 
En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 
nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 
 
PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 
de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los períodos establecidos en la 
Constitución Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de 
institucionales. Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales 
cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto 
del período para el cual este fue elegido. 

 

Por su parte, el artículo 25 de la Ley 209 de 1994 “Por la cual se expiden 

normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia 

pública y se dictan otras disposiciones, dispone:  

 
“Artículo 25. Provisión de los empleos por vacancia temporal. Los 
empleos de carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones 
administrativas que impliquen separación temporal de los mismos serán 
provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas 
situaciones, cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con 
servidores públicos de carrera”. 

 

El Decreto 262 de 2000, “Por el cual se modifican la estructura y la 

organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de 

Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la 

Procuraduría General; se dictan normas para su funcionamiento; se 

modifica el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, 

el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regulan las 

diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos,  

señala:  

 

“ARTÍCULO 185. Procedencia del encargo y de los 
nombramientos provisionales. En caso de vacancia definitiva de un 
empleo de carrera, el Procurador General podrá nombrar en encargo a 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html#6
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empleados de carrera, o en provisionalidad a cualquier persona que 
reúna los requisitos exigidos para su desempeño. 

Se hará nombramiento en encargo cuando un empleado inscrito 
en carrera cumpla los requisitos exigidos para el empleo y haya 
obtenido calificación de servicios sobresaliente en el último año 
y una calificación mínima del 70% sobre el total del puntaje en 
los cursos de reinducción a que se refiere el numeral segundo 
del artículo 253 de este decreto. Sin embargo, por razones del 
servicio, el Procurador General de la Nación podrá nombrar a 
cualquier persona en provisionalidad siempre que ésta reúna los 

requisitos legales exigidos para el desempeño del empleo por 
proveer. 

El empleo del cual sea titular el servidor encargado podrá proveerse por 
encargo o en provisionalidad mientras dure el encargo de aquél. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de 

su empleo y el señalado para el empleo que desempeña 
temporalmente, siempre que no sea percibido por su titular. 

Efectuado el nombramiento por encargo o en provisionalidad, la 
convocatoria a concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses 
siguientes a este nombramiento. 

Parágrafo. Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, 
regirá a partir del 1º de enero del año 2001 y lo dispuesto en el inciso 
quinto regirá a partir de agosto del año 2000. 

ARTÍCULO 186. Nombramiento provisional. El nombramiento 
tendrá carácter provisional cuando se trate de proveer 
transitoriamente un empleo de carrera con personal no 
seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el 
respectivo acto administrativo no se determine la clase de 

nombramiento de que se trata. 

También tendrá carácter provisional la vinculación del servidor que 
ejerza un empleo de libre nombramiento y remoción que, en virtud de 
la ley o de decisión judicial, se convierta en cargo de carrera. En este 
caso, el concurso para proveer definitivamente la vacante respectiva 
será abierto. 

Parágrafo transitorio. El empleado que esté desempeñando un cargo 
de carrera en calidad de provisional al momento de la entrada en 
vigencia de este decreto, podrá participar, en igualdad de condiciones, 
en el concurso realizado para la provisión del respectivo empleo, 
aunque éste sea de ascenso. 
 
“ARTÍCULO 187. Provisión de los empleos por vacancia 
temporal. Los empleos de carrera cuyos titulares se encuentren 

en situaciones administrativas que impliquen separación 
temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o en 
forma provisional por el tiempo que duren aquellas 
situaciones”. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 216. Lista de elegibles. Formarán parte de la lista de 

elegibles para el empleo correspondiente los concursantes que 
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obtengan, un puntaje total igual o superior al 70% del máximo posible 
en el concurso. 
 

La lista de elegibles se elaborará en riguroso orden de mérito. Tendrá 
vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su publicación 
y deberá estar contenida en resolución proferida por el Procurador 
General.  
 
La provisión de los empleos objeto de convocatoria será efectuada con 
quien ocupe el primer puesto en la lista y en estricto orden 
descendente.  
 
La lista deberá fijarse en donde se publicaron los demás actos 
expedidos dentro del proceso de concurso.  
 
Quienes obtengan puntajes totales iguales tendrán el mismo puesto en 
la lista de elegibles. Si esta situación se presenta en el primer lugar, el 
nombramiento recaerá en quien haya obtenido el puntaje superior en 
la prueba de conocimientos y si el empate persiste, en quien demuestre 
haber cumplido con el deber de votar en las elecciones públicas 
inmediatamente anteriores. Si no se puede dirimir el empate, el 
nominador escogerá discrecionalmente.  
 
Efectuados los respectivos nombramientos para proveer los empleos 
objeto de la convocatoria u otros iguales a éstos, se retirarán de la lista 
de elegibles los servidores en los que hayan recaído dichos 
nombramientos, salvo que no hayan aceptado o no se hayan 
posesionado por razones ajenas a su voluntad. El nominador deberá 
utilizar las listas en estricto orden descendente, para proveer 
las vacantes que se presenten en el mismo empleo o en otros 
iguales, para los cuales se exijan los mismos requisitos, o en empleos 
de inferior jerarquía. En este último caso, la no aceptación del 
nombramiento no constituye causal para la exclusión de la lista de 

elegibles.” (resaltado fuera de texto). 

 

En ese marco normativo, fueron publicadas el 8 de julio de 2016 las listas 

de elegibles de las Convocatorias 001, 002, 003, 005, 006, 007, 008, 009, 

010, 011, 012, 013, 014 (mediante las Resoluciones 337 a 349) y el 11 

de julio de 2016 se publicó la lista de elegibles de la Convocatoria 004 

(mediante Resolución 357); actos administrativos que tienen en común, 

el artículo tercero resolutivo:  

 

“ARTICULO TERCERO: VIGENCIA. La presente lista de elegibles 

tiene vigencia de dos (2) años, contados a partir de la fecha de 

su publicación y será utilizada de conformidad con lo previsto 

en el artículo 216 del Decreto Ley 262 de 2000, en consonancia 

con el artículo vigésimo de la Resolución 040 de 2015”.  

(Resaltado fuera de texto). 

 

De estas listas se efectuaron unas correcciones y aclaraciones a las 

precitadas listas de elegibles, mediante las Resoluciones Nos. 358 del 12 

de julio de 2016, 410 del 31 de agosto de 2016, 428 del 6 de septiembre 
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de 2016, 453 del 3 de octubre de 2016, 711 del 31 de octubre de 2016, 

726 del 11 de noviembre de 2016 y 0043 del 21 de febrero de 2017, sin 

que en estos actos administrativos se efectuara modificación expresa al 

artículo tercero de las Resoluciones 337 a 349 del 8 de julio de 2016, esto 

es, sobre la vigencia de las listas de elegibles. 

 

Conforme lo anterior, es evidente que por disposición normativa un 

empleo puede encontrarse vacante de forma temporal o definitiva y debe 

ser provisto igualmente de manera transitoria mediante un encargo o 

nombramiento provisional, teniendo en cuenta que la vacante no está 

asignada indefinidamente sino de forma temporal porque su finalidad es 

ser provista de manera definitiva en cumplimiento del artículo 125 

constitucional.   

 

Por lo tanto, es claro que la Procuraduría General de la Nación cuenta con 

una habilitación legal para proveer los cargos vacantes de carrera de 

forma transitoria con personal no seleccionado mediante un sistema de 

mérito, sin embargo, al existir una lista de elegibles vigente al momento 

de configurarse la vacante, debe acudir a ella para designar a una persona 

que se encuentre en ella, tal y como lo dispone el inciso 6 del artículo 216 

del Decreto Ley 262 de 2000.  

 

Ahora bien, en el presente caso las listas de elegibles reseñadas tuvieron 

una vigencia de dos años a partir de la fecha de su publicación, tal y como 

lo señala el artículo 3º de la Resolución No. 357 de 2016, y de 

conformidad con las diferentes posturas que se han adoptado en el tema 

para determinar su vigencia, esto es, bien sea porque se tome como punto 

de partida de la contabilización de los dos años de que trata el inciso 2 

del artículo 20 de la Resolución No. 040 de 20154 (regla temporal del 

concurso), la fecha de publicación de las Resoluciones 337 a 349 y 357 

(8 de julio y 11 de julio de 2016), o que se tomen las fechas de 

publicación de las Resoluciones 358, 410, 428, 453, 711, 726, 0043 (12 

de julio, 31 de agosto, 6 de septiembre, 3 y 31 de octubre y 11 de 

 
4 “Las listas de elegibles tendrán vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
publicación y será utilizada de conformidad con lo previsto en el 216 del Decreto Ley 262 de 2000”. 
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noviembre de 2016, y 21 de febrero de 2017), toda vez que aún en 

este segundo evento, como mínimo, las listas de elegibles de las 

Convocatorias 001 a 003, 005, 007 a 009 y 011 a 014 -que tuvieron como 

única corrección la de la Resolución 358 del 12 de julio de 2016- 

estarían llamadas a fenecer dos años después. Es decir, que en cualquiera 

de las interpretaciones que se vienen suscitando en torno a la vigencia de 

las listas de elegibles del concurso para el ingreso de personal en cargos 

de Procuradores Judiciales I y II, el término en que se encuentran 

llamadas a fenecer la mayoría de las listas (al menos 11 de las 14 

existentes) oscilaban entre el 8 y el 12 de julio de 2018.  

 

Conforme lo anterior, los integrantes de las listas de elegibles tienen una 

expectativa legítima de ser nombrados y acceder a la función pública 

conforme las reglas del sistema de carrera administrativa, en virtud del 

mérito como garantía de su prestación eficiente, y conforme a las 

prescripciones del artículo 209 Constitucional debe estar al servicio de los 

intereses generales, y desarrollarse con fundamento en los principios de 

igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad. 

 

Al respecto, es necesario precisar que la medida cautelar de suspensión 

adoptada, fue levantada mediante Auto No. 2018-09-0585 del 18 de 

septiembre de 2018, decisión que se encuentra en firme, como quiera que 

a través de providencia del 11 de marzo de 2019 se rechazó un recurso 

de reposición interpuesto, se rechazaron otras solicitudes y se 

reconocieron unas cadyuvancias, contra la cual no procede recurso 

alguno.  

 

En ese orden de ideas, se constata de los medios de prueba documentales 

que se allegaron con la demanda que el nombramiento se efectuó el 27 

de agosto de 2020, esto es, cuando ya no se encontraban vigentes las 

listas de elegibles, y en esa medida, se hace necesario analizar, conforme 

las etapas procesales establecidas y garantizando el derecho de 

contradicción y de defensa si el acto demandado contiene una causal o 

fundamento para acudir a personas externas a esa lista, o una razón para 
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no proveer el cargo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ley 

262 de 2000, y poder determinar si la entidad debía o no utilizar las 

figuras contenidas en el Régimen de Carrera Administrativa para proveer 

los cargos vacantes.  

 

De este modo, al revisar la Sala Dual las pruebas aportadas con la 

demanda considera que hasta el momento no se encuentra probada una 

violación incontrovertible y evidente de las normas referidas como 

violadas, respecto del acto demandado, por cuanto en lo atinente a la 

omisión del deber de motivar por parte de la entidad demandada el acto 

de nombramiento, se hace necesario conocer el expediente administrativo 

para valorar si se configura o no una expedición irregular del acto, así 

como también si debía o no acudirse a la figura del encargo, para lo cual 

es necesario realizar una valoración probatoria de ambas partes, pues 

tampoco se observa su procedencia y aplicación en el caso concreto con 

las pruebas obrantes en este momento procesal. 

 

Adicionalmente, las pruebas allegadas por el demandante no conducen al 

decreto de la medida cautelar de suspensión provisional solicitada, 

debiéndose realizar una valoración probatoria íntegra, tanto de lo 

presentado por el demandante, como el acervo probatorio que se obtenga 

durante el proceso, toda vez que, se considera que hay hechos que se 

deben probar, así como normas de las cuales se debe analizar su 

aplicación y procedencia.  

 

De igual forma, no se encuentra con claridad que exista una relación 

violatoria que implique que se cause un perjuicio irremediable o se genere 

una situación más gravosa para el interés público de no decretarse la 

medida solicitada, considerando que en este caso resulta indispensable 

estudiar los argumentos que sobre el punto pueda esgrimir la parte 

demandada, junto con las pruebas que pueda aportar para llegar a una 

conclusión sólida y atendiendo en todo caso a los fundamentos jurídicos 

que se presenten.  

 

En consecuencia, la solicitud de suspensión provisional presentada por la 
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demandante como medida cautelar será negada, precisando que en virtud 

del inciso segundo del artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, la decisión 

sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

Finalmente, precisar que de conformidad con los decretos legislativos 491 

de 2020 (art.11,12) y 806 (art. 2) de 2020 así como lo dispuesto en el 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020 (art.14-40) del Consejo Superior de la 

Judicatura, la Sala deliberó y aprobó el proyecto por medios virtuales. 

 

Por las anteriores razones la demanda se admitirá en única instancia y 

se denegará a la medida de suspensión provisional del acto 

administrativo cuya nulidad se pretende. 

 

Por lo expuesto, EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCIÓN PRIMERA, SUBSECCIÓN B, 

 

RESUELVE: 

 

1°) Deniégase la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 

139 del Decreto 963 de 1° de octubre de 2020, por medio del cual, el 

señor Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en 

provisionalidad, por el término de seis meses, de la señora Johanna 

Carolina Daza Rincón, en el cargo de Profesional Universitario, Código 3PU 

Grupo 17 de la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los 

Derechos Humanos, con funciones en la Procuraduría Tercera Delegada 

para la Investigación y Juzgamiento Penal, por las razones expuestas en 

la parte motiva de esta providencia.  

 

2°) Admítase en única instancia la demanda de la referencia y en 

consecuencia, notifíquese personalmente este auto a la señora Johanna 

Carolina Daza Rincón, en el cargo de Profesional Universitario, Código 3PU 

Grupo 17 de la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los 

Derechos Humanos, con funciones en la Procuraduría Tercera Delegada 

para la Investigación y Juzgamiento Penal, se impugna en este proceso, 

conforme a la regla prevista en el literal a) del artículo 277 de la Ley 1437 
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de 2011 con entrega de copia de la demanda y sus anexos e infómersele 

que la demanda podrá ser contestada dentro de los quince (15) días 

siguientes a la notificación personal del auto admisorio de la demanda o 

al del día siguiente de la publicación del respectivo aviso, según el caso, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 279 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

Si no fuere posible la notificación personal dentro de los dos (2) días 

siguientes a la expedición de este auto, notifíquese de conformidad con 

lo previsto en los literales b) y c) del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, 

con aplicación de lo consagrado en los literales f) y g) de esa misma 

disposición, según los cuales las copias de la demanda y sus anexos 

quedarán en la Secretaría a disposición del notificado, y el traslado o los 

términos que conceda el auto notificado sólo comenzarán a correr tres (3) 

días después de la notificación personal o por aviso, según el caso; de 

igual manera, si el demandante no acredita las publicaciones en la prensa 

requeridas para surtir las notificaciones por aviso previstas en los literales 

anteriores, dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación del 

Ministerio Público del auto que la ordena, se declarará terminado el 

proceso por abandono y se ordenará archivar el expediente. 

 

3°) Notifíquese personalmente este auto al representante legal de la 

Procuraduría General de la Nación, en la forma dispuesta en el numeral 

2º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, mediante mensaje dirigido al 

buzón para notificaciones judiciales de dicha entidad. 

 

4°) Notifíquese personalmente al Ministerio Público, según lo dispuesto 

en el numeral 3º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 199 

ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012 

 

5°) Notifíquese por estado a la parte actora. 

 

6°) Previa coordinación con las autoridades respectivas, por Secretaría 

infórmese a la comunidad la existencia del proceso en la forma prevista 
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en el numeral 5° del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, de lo cual se 

dejará constancia en el expediente. 

 

7°)  Notifíquese personalmente al Director General o al representante 

delegado para recibir notificaciones de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

 

 

OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 
Magistrado  

 

 

 

 
 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

Magistrado 



 

 

 

  

 

TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO  DE  CUNDINAMARCA 

SECCIÓN  PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 

  

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-524 NE 

Bogotá, D.C., Once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 0087600 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  LAURA LUCÍA LUGO ROMERO– 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN      

TEMAS:  NOMBRAMIENTO PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO G-17, DE LA 

PROCURADURÍA DELEGADA 

PREVENTIVA PARA LOS DERECHOS 

HUMANOS Y LOS ASUNTOS ÉTNICOS, 

CON FUNCIONES EN LA PROCURADURÍA 

DELEGADA PARA ECONOMÍA Y LA 

HACIENDA PÚBLICA 

ASUNTO:   ESTUDIO DE ADMISIÓN DE LA DEMANDA 

 

MAGISTRADO PONENTE:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede la Sala Dual a realizar el estudio de admisibilidad de la demanda 

presentada por Lourdes María Díaz Monsalve en el medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 142 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, 

por medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de LAURA LUCÍA 

LUGO ROMERO en el cargo de Profesional Universitario G-17, de la Procuraduría 

Delegada Preventiva para los Derechos Humanos y los Asuntos Étnicos, con 

funciones en la Procuraduría Delegada para Economía y la Hacienda Pública, bajo 

los siguientes aspectos: 

 

I ANTECEDENTES 

 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 142 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, 

por medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de LAURA LUCÍA 

LUGO ROMERO en el cargo de Profesional Universitario G-17, de la Procuraduría 

Delegada Preventiva para los Derechos Humanos y los Asuntos Étnicos, con 
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funciones en la Procuraduría Delegada para Economía y la Hacienda Pública, 

considerando que se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha 

faltado al deber motivar los actos administrativos que disponen sobre 

nombramientos provisionales.  

 

II CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia de esta Corporación – Instancia de conocimiento 

 

Según lo dispone el numeral 12º del artículo 151 de la Ley 1437 de 2011, compete 

a los Tribunales Administrativos, en única instancia, conocer del proceso de 

“nulidad contra el acto de elección de los empleados públicos del orden nacional 

de los niveles asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente a 

cualquiera de estos niveles efectuado por las autoridades del orden nacional 

(…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

En el presente caso, al discutirse la legalidad del nombramiento de la señora 

LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el cargo de Profesional Universitario G-17, de la 

Procuraduría Delegada Preventiva para los Derechos Humanos y los Asuntos 

Étnicos, con funciones en la Procuraduría Delegada para Economía y la Hacienda 

Pública, es necesario precisar que dicho cargo es del nivel profesional1 dentro de 

la entidad y su designación es efectuada por el Procurador General de la Nación 

como ente de control de nivel nacional, razón por la cual esta Judicatura resulta 

ser competente para conocer en única instancia del asunto de la referencia.  

 

2.2. Legitimación 

 

2.2.1. Por activa 

 

El artículo 139 de la Ley 1437 de 2011 establece que “Cualquier persona podrá 

pedir la nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 

electorales, así como de los actos de nombramiento que expidan las entidades y 

autoridades públicas de todo orden. (…)”. 

 

De este modo, teniendo en cuenta que la norma no condiciona la capacidad para 

demandar al cumplimiento de calidades personales de quien promueve la demanda 

de nulidad electoral y, por el contrario, prevé que cualquier persona, natural o 

jurídica, puede presentarla, la señora Lourdes María Díaz Monsalve está legitimada 

por activa para incoar el medio de control. 

 

 

 

 
1 Decreto Ley 264 de 2000 “Por el cual se establecen el sistema de clasificación y nomenclatura, 
y la naturaleza de las funciones de los empleos de la Procuraduría General de la Nación incluidos 
los del Instituto de Estudios del Ministerio Público”, artículo 7. Decreto Ley 785 de 2005 “por el 
cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales 
de los empleos de las entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 
2004.” 
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2.2.2. Por pasiva. 

 

La demandante relacionó en debida forma a la demandada en el presente proceso, 

siendo este el funcionario nombrado, la señora LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el 

cargo de Profesional Universitario G-17, de la Procuraduría Delegada Preventiva 

para los Derechos Humanos y los Asuntos Étnicos, con funciones en la Procuraduría 

Delegada para Economía y la Hacienda Pública.  

 

Adicionalmente, como quiera que la entidad que expidió el acto demandado es la 

Procuraduría General de la Nación y la demandante lo relaciona directamente 

como demandado a notificar, se encuentra vinculado al proceso tal y como lo 

dispone el artículo 277 de la Ley 1437 de 2011.  

 

2.3. Identificación del acto demandado 

 

En el medio de control ejercido por el demandante se pretende la nulidad del 

artículo 35 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por medio del cual, el señor 

Procurador General de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por 

el término de seis meses, de LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el cargo de Profesional 

Universitario G-17, de la Procuraduría Delegada Preventiva para los Derechos 

Humanos y los Asuntos Étnicos, con funciones en la Procuraduría Delegada para 

Economía y la Hacienda Pública, por lo que se encuentra debidamente 

individualizado el acto demandado y respecto del cual se allegó copia con la 

demanda (Anexo 1 demanda electrónica).   

 

2.4. Examen de oportunidad. 

 

El literal a) del numeral 2º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 dispone que 

“Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término 

será de treinta (30) días. Si la elección se declara en audiencia pública el término 

se contará a partir del día siguiente; en los demás casos de elección y en los de 

nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de su publicación efectuada 

en la forma prevista en el inciso 1° del artículo 65 de este Código.”. (Subrayado 

fuera de texto) 

 

Al respecto la demandante no allega la constancia de publicación del acto 

demandado para efectos de realizar la contabilización de términos, no obstante, 

una vez verificado el expediente, se observa que la demanda fue presentada 

inicialmente en los Juzgados Administrativos, tal y como se observa en el acta de 

reparto del 17 de noviembre de 2020 (expediente electrónico), razón por la que, 

si bien la norma condiciona el cómputo del término de caducidad de 30 días a 

partir de  su publicación, en este evento no es necesario el análisis de oportunidad 

a partir de la publicidad del acto, toda vez que desde la emisión del Decreto 963, 

esto es, el 1 de octubre de 2020 y la fecha de presentación de la demanda (17 de 

noviembre de 2020) no habían trascurrido los 30 días referidos, a pesar de no estar 

acreditada la fecha de su publicación, por lo que se tiene que fue presentada 

oportunamente.  
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2.5. Fundamentos de Derecho, Normas Violadas y Concepto de la Violación 

 

Del libelo de la demanda se puede concluir que la parte demandante indica como 

nomas violadas el artículo 125 constitucional, artículo 24 de la Ley 909 de 2004, 

artículos 82, 183, 185 y 216 del Decreto Ley No. 262 de 2000, respecto de las cuales 

plasmó en debida forma el concepto de la violación y los cargos de nulidad 

invocados, entendiendo que este implica una carga argumentativa a cargo del 

actor en relación con sus pretensiones y los fundamentos fácticos y de derecho 

presentados.  

 

2.6. Requisito de procedibilidad 

 

Del contenido del acto demandado se advierte que la nulidad electoral invocada 

no se deriva de una elección por voto popular, frente a lo cual debe tenerse en 

cuenta lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 que 

refiere: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  

“(…) 6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto 

popular aquellas contenidas en los numerales 3 y 4 del artículo 275 de este Código, es 

requisito de procedibilidad haber sido sometido por cualquier persona antes de la 

declaratoria de la elección a examen de la autoridad administrativa electoral 

correspondiente.” 

 

De lo cual se concluye que en el presente caso, al hacerse referencia a un 

nombramiento que no comporta una elección popular, es claro que no hay lugar a 

la exigibilidad del cumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en la 

normatividad precitada, pese a lo cual no sobra advertir que dicho aparte fue 

declarado inexequible por la Corte Constitucional.2 

 

2.7. Acumulación de pretensiones 

 

Frente a la acumulación de pretensiones, el artículo 281 de la Ley 1437 de 2011 

establece que “En una misma demanda no pueden acumularse causales de nulidad 

relativas a vicios en las calidades, requisitos e inhabilidades del elegido o 

nombrado, con las que se funden en irregularidades en el proceso de votación y 

en el escrutinio.”  

 

En el asunto que ocupa al Despacho, se reconoce como causal de nulidad del acto 

demandado la general descrita en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 

relacionadas con (i) infracción a las normas en que debía fundarse y (ii) expedición 

irregular del acto (falta de motivación), sin que se observen cuestionamientos 

 
2 “6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto popular aquellas 
contenidas en los numerales 3 º y 4 º del artículo 275 de este Código, es requisito de procedibilidad 
haber sido sometido por cualquier persona antes de la declaratoria de la elección a examen de la 
autoridad administrativa electoral correspondiente.” Declarado inexequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-283-17 de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr. 
Alejandro Linares Cantillo. 
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adicionales o contrapuestos; por lo que la Sala encuentra debidamente formuladas 

las pretensiones de la demanda.  

 

2.8. Requisitos de forma 

 

El demandante cumplió con los requisitos previstos en el artículo 162 de la Ley 

1437 de 2011, toda vez que designó claramente las partes (fls. 10 y 11), expresó 

con claridad y precisión las pretensiones (fl. 2), relacionó los hechos y omisiones 

fundamento de aquella (fls. 2 y 3), señaló los fundamentos de derecho, las normas 

violadas y el concepto de violación (fls. 3 a 9) aportó las pruebas en su poder (acto 

demandado) y no solicitó pruebas adicionales. 

 

En este caso no es exigible el requisito de la cuantía establecida en el numeral 6º 

ibídem, toda vez que la competencia en este caso se determina por la regla 

prevista en el numeral 12º del artículo 152 ejusdem. 

 

Respecto al requisito previsto en el artículo 6 del Decreto 806 de 2020 consistente 

en que el demandante, al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar 

por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, se precisa 

que no se hace exigible en el presente caso, por cuanto se invoca una medida 

cautelar de suspensión, lo cual hace parte de las excepciones contempladas en la 

misma norma, y por tanto no se exige el cumplimento de ese requisito.  

 

2.9. Medidas cautelares 

 

2.9.1. Solicitud de Medida Cautelar presentada 

 

La demandante solicitó el decreto de medida cautelar consistente en la suspensión 

del acto demandado (Decreto No. 963 de 1 de octubre de 2020); sin embargo, no 

presentó argumentos adicionales a los expuestos en su demanda, por lo que se 

tendrán estos como fundamento de su solicitud.  

 

En la demanda se indica que de conformidad con los artículos 125 constitucional, 

artículo 24 de la Ley 909 de 2004, y los artículos 216, 82, 183 y 185 del Decreto 

Ley 262 de 2000, el nombramiento demandado desconoce que el encargo está 

previsto como un mecanismo preferente, sobre el nombramiento provisional, para 

la provisión transitoria de los empleaos de carrera administrativa, y en esa medida 

se le impone al nominador que agote esa figura, antes que el nombramiento 

provisional, tal y como lo ha precisado la Comisión Nacional del Servicio Civil, al 

analizar el régimen de carrera y la figura del encargo. 

 

Concretamente señala:  

 

“Primera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

185 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación a 

efectuar un nombramiento provisional. Es decir, no solamente no explicó las razones 
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para no preferir un nombramiento en período de prueba o un nombramiento en 

encargo, sino para acudir a un nombramiento provisional que recayó en alguien cuyo 

derecho a ocupar el cargo no provino del sistema de méritos, puesto que se trataba de 

una persona que (i) ni integra alguna de las listas de elegibles, (ii) ni es titular de 

derechos de carrera administrativa.  

 

Segunda omisión: Omitió acudir a la figura del encargo que, según el artículo 185 del 

Decreto Ley 262 de 2000, constituye una posibilidad de provisión por el sistema del 

mérito en caso de vacancias definitivas. (…) Si bien se trata de casos referidos a la 

provisión de vacantes transitorias y no de una definitiva como es este caso, nos 

preguntamos: Si para proveer una vacante transitoria que se presente en un cargo de 

Procurador Judicial es obligatorio acudir al sistema de provisión por méritos, ¿qué 

razón justifica que en caso de una vacante definitiva en ese mismo cargo sea 

discrecional del nominador acudir a dicho sistema, máxime cuando – como en este caso- 

existen aún listas de legibles y personas titulares de derechos de carrera 

administrativa susceptibles de ser encargadas? (…)  

 

Tercera omisión: Omitió motivar la decisión, pues contrario a lo exigido por la ya 

precisada subregla de la jurisprudencia constitucional (sentencia C-753 de 2008), 

ninguna explicación ofrece el acto acusado en punto a las razones del servicio (artículo 

135 del Decreto Ley 262 de 2000) que obligaron al Procurador General de la Nación no 

solamente a no preferir un nombramiento en encargo, sino a acudir al nombramiento 

provisional que recayó en alguien que ni es titular de derechos de carrera 

administrativa ni integra la lista de elegibles actualmente vigente para proveer el 

cargo. 

 

Igualmente reitero, que la entidad demandada omitió acudir a la figura privilegiada 

del encargo en caso de que la vacante que se suplió mediante el acto acusado haya 

sido transitoria, que según el artículo 25 de la Ley 909 de 2004 constituye mecanismo 

preferente de provisión transitoria de los empleos de carrera administrativa” (Fl. 3 

demanda) 

 

2.9.2. Examen de los requisitos para el decreto o denegación de la medida 

 

De acuerdo al marco normativo, doctrinal y jurisprudencial3, para que proceda la 

medida de suspensión provisional de los actos impugnados, es necesario que se 

constaten tanto los requisitos de procedibilidad como los requisitos de fondo: 

 

2.9.2.1. Requisitos de procedibilidad 

 

Para que proceda toda medida cautelar y por ende la de suspensión es necesario 

en primer lugar que se configuren inicialmente, los siguientes requisitos de 

procedibilidad4: 

 
3 Ver por ejemplo: Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Auto 
de veintisiete (27) de marzo de dos mil catorce (2014). REF: Expediente núm. 2013-00624-00, C.P. 
María Elizabeth García González; Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección B, Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, auto de  trece (13) de 
mayo de dos mil catorce (2014). Exp. No. 110010325000201400360 00; Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, Consejero Ponente: Hernán Andrade 
Rincón (E), sentencia de septiembre tres (3) de dos mil catorce (2014). Radicado 
110010326000201300162 00 (49.150). 
4 En términos de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y su Red de Formadores. 
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2.9.2.2. Que se trate de un proceso declarativo (Art. 229 del CPACA) 

 

Este aspecto se cumple a cabalidad, como quiera que el medio de control invocado 

con pretensiones de nulidad, es de carácter declarativo y en el presente caso al 

ser de carácter electoral se tramita por el procedimiento fijado en el la Ley 1437 

de 2011 (Arts.275 y ss). 

 

2.9.2.3 La medida guarde relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda (Art.   230 del CPACA) 

 

Como se aprecia, la solicitud tiene relación diáfana con las pretensiones por cuanto 

se busca la declaratoria de nulidad del acto de nombramiento provisional de la 

señora LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el cargo de Profesional Universitario G-17, 

de la Procuraduría Delegada Preventiva para los Derechos Humanos y los Asuntos 

Étnicos, con funciones en la Procuraduría Delegada para Economía y la Hacienda 

Pública, y su suspensión, sería el equivalente a lo buscado con la sentencia que 

ponga fin al proceso, pues actualmente dicho acto administrativo está revestido 

de presunción de legalidad. 

 

2.9.2.4 La medida haya sido solicitada en la demanda (artículo 277 del CPACA) 

 

Presupuesto cumplido en las pretensiones de la demanda donde a petición de la 

parte actora se pretende la suspensión provisional al momento de acudir a la 

jurisdicción contenciosa administrativa.  

 

2.2.3. De fondo: procedencia cuando la violación de las disposiciones 

invocadas, surja como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

 

De conformidad con los fundamentos expuestos por la parte demandante para 

solicitar la suspensión del acto demandado debe realizarse en primer lugar un 

análisis acerca del Régimen de Carrera y la provisión de cargos establecido para la 

Procuraduría General de la Nación encontrando que el artículo 125 constitucional 

dispone: 

 

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 

exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes. 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley. 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 

nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 
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PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 de 

2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los períodos establecidos en la Constitución 

Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de institucionales. 

Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta 

absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual este fue elegido.” 

 

A su turno la Ley 209 de 1994 “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo 

público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 

disposiciones”, dispone en su artículo 25 que los empleos de carrera cuyos titulares 

se encuentren en situaciones administrativas que impliquen su separación serán 

provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas situaciones, 

cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con servidores públicos de 

carrera. 

 

Al respecto el Decreto Ley 262 de 2000 “Por el cual se modifican la estructura y 

la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios 

del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría 

General; se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de 

carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e 

incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones 

administrativas a las que se encuentren sujetos” regula la procedencia del 

encargo, los nombramientos provisionales, la provisión de empleos vacantes y la 

aplicación de la lista de elegibles, entre otros aspectos, y concretamente en sus 

artículos 185, 186, 187 y 216 dispone: 

 

“ARTÍCULO 185. Procedencia del encargo y de los nombramientos 

provisionales. En caso de vacancia definitiva de un empleo de carrera, el Procurador 

General podrá nombrar en encargo a empleados de carrera, o en provisionalidad a 

cualquier persona que reúna los requisitos exigidos para su desempeño. 

Se hará nombramiento en encargo cuando un empleado inscrito en carrera cumpla 

los requisitos exigidos para el empleo y haya obtenido calificación de servicios 

sobresaliente en el último año y una calificación mínima del 70% sobre el total 

del puntaje en los cursos de reinducción a que se refiere el numeral segundo del 

artículo 253 de este decreto. Sin embargo, por razones del servicio, el Procurador 

General de la Nación podrá nombrar a cualquier persona en provisionalidad 

siempre que ésta reúna los requisitos legales exigidos para el desempeño del 

empleo por proveer. 

El empleo del cual sea titular el servidor encargado podrá proveerse por encargo o en 

provisionalidad mientras dure el encargo de aquél. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y 

el señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea 

percibido por su titular. 

Efectuado el nombramiento por encargo o en provisionalidad, la convocatoria a 

concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses siguientes a este nombramiento. 

 

Parágrafo. Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, regirá a partir del 

1º de enero del año 2001 y lo dispuesto en el inciso quinto regirá a partir de agosto 

del año 2000. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html#6
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ARTÍCULO 186. Nombramiento provisional. El nombramiento tendrá carácter 

provisional cuando se trate de proveer transitoriamente un empleo de carrera 

con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el 

respectivo acto administrativo no se determine la clase de nombramiento de que se 

trata. 

También tendrá carácter provisional la vinculación del servidor que ejerza un empleo 

de libre nombramiento y remoción que, en virtud de la ley o de decisión judicial, se 

convierta en cargo de carrera. En este caso, el concurso para proveer definitivamente 

la vacante respectiva será abierto. 

 

Parágrafo transitorio. El empleado que esté desempeñando un cargo de carrera en 

calidad de provisional al momento de la entrada en vigencia de este decreto, podrá 

participar, en igualdad de condiciones, en el concurso realizado para la provisión del 

respectivo empleo, aunque éste sea de ascenso. 

 

“ARTÍCULO 187. Provisión de los empleos por vacancia temporal. Los empleos de 

carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que 

impliquen separación temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o 

en forma provisional por el tiempo que duren aquellas situaciones”. (…) 

 

ARTÍCULO 216. Lista de elegibles. Formarán parte de la lista de elegibles para el 

empleo correspondiente los concursantes que obtengan, un puntaje total igual o 

superior al 70% del máximo posible en el concurso. 

 

La lista de elegibles se elaborará en riguroso orden de mérito. Tendrá vigencia de dos 

(2) años contados a partir de la fecha de su publicación y deberá estar contenida en 

resolución proferida por el Procurador General.  

La provisión de los empleos objeto de convocatoria será efectuada con quien ocupe el 

primer puesto en la lista y en estricto orden descendente.  

La lista deberá fijarse en donde se publicaron los demás actos expedidos dentro del 

proceso de concurso.  

Quienes obtengan puntajes totales iguales tendrán el mismo puesto en la lista de 

elegibles. Si esta situación se presenta en el primer lugar, el nombramiento recaerá 

en quien haya obtenido el puntaje superior en la prueba de conocimientos y si el 

empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las 

elecciones públicas inmediatamente anteriores. Si no se puede dirimir el empate, el 

nominador escogerá discrecionalmente.  

 

Efectuados los respectivos nombramientos para proveer los empleos objeto de la 

convocatoria u otros iguales a éstos, se retirarán de la lista de elegibles los servidores 

en los que hayan recaído dichos nombramientos, salvo que no hayan aceptado o no se 

hayan posesionado por razones ajenas a su voluntad. El nominador deberá utilizar 

las listas en estricto orden descendente, para proveer las vacantes que se 

presenten en el mismo empleo o en otros iguales, para los cuales se exijan los 

mismos requisitos, o en empleos de inferior jerarquía. En este último caso, la no 

aceptación del nombramiento no constituye causal para la exclusión de la lista de 

elegibles.” 

 

En ese marco normativo, fueron publicadas el 8 de julio de 2016 las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001, 002, 003, 005, 006, 007, 008, 009, 010, 011, 

012, 013, 014 (mediante las Resoluciones 337 a 349) y el 11 de julio de 2016 se 

publicó la lista de elegibles de la Convocatoria 004 (mediante Resolución 357); 
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actos administrativos que tienen en común, el artículo tercero resolutivo:  

 

“ARTICULO TERCERO: VIGENCIA. La presente lista de elegibles tiene vigencia de 

dos (2) años, contados a partir de la fecha de su publicación y será utilizada de 

conformidad con lo previsto en el artículo 216 deI Decreto Ley 262 de 2000, en 

consonancia con el artículo vigésimo de la Resolución 040 de 2015”.  

 

De estas listas se efectuaron unas correcciones y aclaraciones a las precitadas listas 

de elegibles, mediante las Resoluciones Nº 358 del 12 de julio de 2016, 410 del 31 

de agosto de 2016, 428 del 6 de septiembre de 2016, 453 del 3 de octubre de 2016, 

711 del 31 de octubre de 2016, 726 del 11 de noviembre de 2016 y 0043 del 21 de 

febrero de 2017, sin que en estos actos administrativos se efectuara modificación 

expresa al artículo tercero de las Resoluciones 337 a 349 del 8 de julio de 2016, 

esto es, sobre la vigencia de las listas de elegibles. 

 

Conforme lo anterior, es evidente que por disposición normativa un empleo puede 

encontrarse vacante de forma temporal o definitiva y debe ser provisto igualmente 

de manera transitoria mediante un encargo o nombramiento provisional, teniendo 

en cuenta que la vacante no está asignada indefinidamente sino de forma temporal 

porque su finalidad es ser provista de manera definitiva en cumplimiento del 

artículo 125 constitucional.   

 

Por lo tanto, es claro que la Procuraduría General de la Nación cuenta con una 

habilitación legal para proveer los cargos vacantes de carrera de forma transitoria 

con personal no seleccionado mediante un sistema de mérito, sin embargo, al 

existir una lista de elegibles vigente al momento de configurarse la vacante, debe 

acudir a ella para designar a una persona que se encuentre en ella, tal y como lo 

dispone el inciso 6 del artículo 216 del Decreto Ley 262 de 2000.  

 

Ahora bien, en el presente caso las listas de elegibles reseñadas tuvieron una 

vigencia de dos años a partir de la fecha de su publicación, tal y como lo señala el 

artículo 3 de la Resolución No. 357 de 2016, y de conformidad con las diferentes 

posturas que se han adoptado en el tema para determinar su vigencia, esto es, 

bien sea porque se tome como punto de partida de la contabilización de los dos 

años de que trata el inciso 2 del artículo 20 de la Resolución Nº040 de 20155 (regla 

temporal del concurso), la fecha de publicación de las Resoluciones 337 a 349 y 

357 (8 de julio y 11 de julio de 2016), o que se tomen las fechas de publicación 

de las Resoluciones 358, 410, 428, 453, 711, 726, 0043 (12 de julio, 31 de agosto, 

6 de septiembre, 3 y 31 de octubre y 11 de noviembre de 2016, y 21 de febrero de 

2017), toda vez que aún en este segundo evento, como mínimo, las listas de 

elegibles de las Convocatorias 001 a 003, 005, 007 a 009 y 011 a 014 -que tuvieron 

como única corrección la de la Resolución 358 del 12 de julio de 2016- estarían 

llamadas a fenecer dos años después. Es decir, que en cualquiera de las 

interpretaciones que se vienen suscitando en torno a la vigencia de las listas de 

elegibles del concurso para el ingreso de personal en cargos de Procuradores 

 
5 “Las listas de elegibles tendrán vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
publicación y será utilizada de conformidad con lo previsto en el 216 del Decreto Ley 262 de 
2000”. 
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Judiciales I y II, el término en que se encuentran llamadas a fenecer la mayoría de 

las listas (al menos 11 de las 14 existentes) oscilaban entre el 8 y el 12 de julio 

de 2018.    

 

Conforme lo anterior, los integrantes de las listas de elegibles tienen una 

expectativa legítima de ser nombrados y acceder a la función pública conforme las 

reglas del sistema de carrera administrativa, en virtud del mérito como garantía 

de su prestación eficiente, y conforme a las prescripciones del artículo 209 

Constitucional debe estar al servicio de los intereses generales, y desarrollarse con 

fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Al respecto, es necesario precisar que la medida cautelar de suspensión de la 

Resolución 40 de 2015 adoptada en el marco del proceso de Acción Popular 2018-

666, fue levantada mediante Auto No. 2018-09-0585 del 18 de septiembre de 2018, 

decisión que se encuentra en firme, como quiera que a través de providencia del 

11 de marzo de 2019 se rechazó un recurso de reposición interpuesto, se 

rechazaron otras solicitudes y se reconocieron unas coadyuvancias, contra la cual 

no procede recurso alguno.  

 

En ese orden de ideas, se constata de los medios de prueba documentales que se 

allegaron con la demanda que el nombramiento se efectuó el 1 de octubre de 2020 

esto es, cuando ya no se encontraban vigentes las listas de elegibles, y en esa 

medida, se hace necesario analizar, conforme las etapas procesales establecidas y 

garantizando el derecho de contradicción y de defensa si el acto demandado 

contiene una causal o fundamento para acudir a personas externas a esa lista, o 

una razón para no proveer el cargo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 

Ley 262 de 2000, y poder determinar si la entidad debía o no utilizar las figuras 

contenidas en el Régimen de Carrera Administrativa para proveer los cargos 

vacantes.  

 

De este modo, considera la Sala Dual que hasta el momento no se encuentra 

probada una violación incontrovertible y evidente de las normas referidas como 

violadas respecto del acto demandado, por cuanto  como se indicó ut supra, no 

había lista de elegibles vigente al momento de su nombramiento, en lo atinente a 

la omisión del deber de motivar por parte de la entidad demandada el acto de 

nombramiento, se hace necesario conocer el expediente administrativo para 

valorar si se configura o no una expedición irregular del acto y respecto a  la 

infracción a  las normas en que debía fundarse, se requiere corroborar si había o 

no personal de carrera que tuviese los requisitos para ser nombrado en encargo, 

pero este último elemento en este estado del proceso, aún está incipiente.  

 

De igual forma, no se encuentra con claridad que exista una relación violatoria que 

implique que se cause un perjuicio irremediable o se genere una situación más  

gravosa para el interés público de no decretarse la medida solicitada, por cuanto 

el servicio no se ha suspendido y la presunción de legalidad del acto, irradia que 

quien fue nombrado reunía los requisitos para el cargo, distinto a que se acredite 

que la entidad no debía efectuar ese nombramiento sino como última ratio, por lo 
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que resulta indispensable estudiar los argumentos que sobre el punto pueda 

esgrimir la parte demandada, junto con las pruebas que pueda aportar para llegar 

a una conclusión sólida y atendiendo en todo caso a los fundamentos jurídicos que 

se presenten.  

 

En consecuencia, la solicitud de suspensión provisional presentada por la 

demandante como medida cautelar será negada, precisando que en virtud del 

inciso segundo del artículo 229 de la ley 1437 de 2011, la decisión sobre la medida 

cautelar no implica prejuzgamiento. 

 

Finalmente, precisar que de conformidad con los decretos legislativos 491 de 2020 

(art.11,12) y 806 (art. 2) de 2020 así como lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA20-

11567 de 2020 (art.14-40) del Consejo Superior de la Judicatura, la Sala deliberó 

y aprobó el proyecto por medios virtuales. 

 

Por lo anterior, al estar reunidos los requisitos formales previstos en la ley, se 

dispondrá la admisión de la demanda, y se negará la suspensión provisional del 

acto demandado al no reunirse los presupuestos de procedencia y de fondo. 

 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- ADMITIR para tramitar en única instancia conforme a lo previsto en el 

numeral 12º del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, la demanda promovida por la 

señora Lourdes María Díaz Monsalve, en ejercicio del medio de control de nulidad 

electoral, contra el nombramiento de la señora LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el 

cargo de Profesional Universitario G-17, de la Procuraduría Delegada Preventiva 

para los Derechos Humanos y los Asuntos Étnicos, con funciones en la Procuraduría 

Delegada para Economía y la Hacienda Pública, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- NOTIFICAR personalmente a LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en la forma 

prevista en el literal a) del numeral 1° del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, a 

través del medio electrónico informado por el demandante (pág. 5 demanda), de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, con entrega 

de copia de la demanda y sus anexos e informarle que la demanda podrá ser 

contestada dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación personal del 

auto admisorio de la demanda o al del día siguiente de la publicación del respectivo 

aviso, según el caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 279 de la Ley 

1437 de 2011. 

 

De no ser posible su notificación personal, dentro de los dos (2) días siguientes a 

la expedición de este auto, notifíquese de conformidad con lo previsto en los 

literales b) y c) del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, con aplicación de lo 

consagrado en los literales f) y g) de esa misma disposición, según los cuales las 

copias de la demanda y sus anexos quedarán en la Secretaría a disposición del 

notificado, y el traslado o los términos que conceda el auto notificado sólo 

comenzarán a correr tres (3) días después de la notificación personal o por aviso, 
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según el caso; de igual manera, si el demandante no acredita las publicaciones en 

la prensa requeridas para surtir las notificaciones por aviso previstas en los 

literales anteriores, dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación del 

Ministerio Público del auto que la ordena, se declarará terminado el proceso por 

abandono y se ordenará archivar el expediente. 

 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Procuraduría General de la Nación, en 

la forma dispuesta en el numeral 2º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, 

mediante mensaje dirigido al buzón para notificaciones judiciales de dicha 

entidad.  

 

Infórmese al funcionario y a la autoridad que intervino en la expedición del acto 

acusado que la demanda podrá ser contestada dentro de los quince (15) días 

siguientes a aquel en que sea hecha la notificación personal del auto admisorio. 

 

CUARTO.- Notifíquese personalmente al señor agente del Ministerio Público, según 

lo dispuesto en el numeral 3 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 

199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

QUINTO.- Notifíquese por estado al demandante según lo dispuesto en el numeral 

4 º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO.- Por secretaría infórmese a la comunidad la existencia de este proceso en 

la forma prevista en el numeral 5º del artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, de lo 

cual se dejará constancia en el expediente. 

 

SÉPTIMO.- Notifíquese personalmente al Director General o al representante 

delegado para recibir notificaciones de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 

el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 

 

OCTAVO.- NEGAR la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 142 

del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, por medio del cual, el señor Procurador 

General de la Nación prorrogó el nombramiento en provisionalidad, por el término 

de seis meses, de LAURA LUCÍA LUGO ROMERO en el cargo de Profesional 

Universitario G-17, de la Procuraduría Delegada Preventiva para los Derechos 

Humanos y los Asuntos Étnicos, con funciones en la Procuraduría Delegada para 

Economía y la Hacienda Pública, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN         OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS  

Magistrado         Magistrado 



 

 

 

  

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN  PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 
 

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 2020-12-523 E 

Bogotá, D.C., Once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

EXP. RADICACIÓN:  250002341000 2020 0087600 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD ELECTORAL 

DEMANDANTE:   LOURDES MARÍA DÍAZ MONSALVE 

DEMANDADO:  LAURA LUCÍA LUGO ROMERO– 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN      

TEMAS:  NOMBRAMIENTO PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO G-17, DE LA 

PROCURADURÍA DELEGADA 

PREVENTIVA PARA LOS DERECHOS 

HUMANOS Y LOS ASUNTOS ÉTNICOS, 

CON FUNCIONES EN LA PROCURADURÍA 

DELEGADA PARA ECONOMÍA Y LA 

HACIENDA PÚBLICA 

ASUNTO: RESUELVE IMPEDIMENTO     

 

MAGISTRADO:  MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

 

Procede la Sala dual a pronunciarse sobre la declaración de impedimento que 

formulara el magistrado Fredy Ibarra Martínez, tal y como consta en el expediente. 

 

I. ANTECEDENTES 

La señora Lourdes María Díaz Monsalve, promovió medio de control electoral 

solicitando la nulidad del artículo 142 del Decreto 963 de 1 de octubre de 2020, 

por medio del cual, el señor Procurador General de la Nación prorrogó el 

nombramiento en provisionalidad, por el término de seis meses, de LAURA LUCÍA 

LUGO ROMERO en el cargo de Profesional Universitario G-17, de la Procuraduría 

Delegada Preventiva para los Derechos Humanos y los Asuntos Étnicos, con 

funciones en la Procuraduría Delegada para Economía y la Hacienda Pública, 

considerando que se ha vulnerado el Régimen de Carrera Administrativa, y se ha 

faltado al deber motivar los actos administrativos que disponen sobre 

nombramientos provisionales.  

 

Mediante acta de reparto No. 25000234100020200087600 del 7 de diciembre de 

2020, y encontrándose con proyecto de estudio de admisión de la demanda, el 

Magistrado Fredy Ibarra Martínez a través de Auto del 11 de diciembre de 2020, se 
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declara impedido para decidir el asunto, concretamente debido a que su esposa 

Patricia Chávez Agreda se encuentra vinculada en un cargo de asesora en la 

Procuraduría General de la Nación, el cual eventualmente puede ser provisto en 

propiedad en carrera administrativa y podría tener un interés en las resultas del 

proceso.  

Lo anterior con fundamento en las causales establecidas en el numeral 1 del 

artículo 141 del Código General del Proceso y el numeral 4 del artículo 130 de la 

Ley 1437 de 2011. 

Visto lo anterior, la Sala procederá a resolver el impedimento, previas las 

siguientes 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia 

Corresponde a la Sala Dual de la Subsección B de la Sección Primera del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca resolver sobre la manifestación de impedimento 

presentada por el Magistrado Fredy Ibarra Martínez, de conformidad con lo 

dispuesto en el numeral tercero del artículo 131 de la Ley 1437 de 2011. 

2.2. Naturaleza de los impedimentos y recusaciones 

Las causales de impedimento y recusación establecidas en los diferentes estatutos 

procesales buscan garantizar la independencia e imparcialidad del juez que tiene 

bajo su conocimiento la resolución de un litigio, en el que se espera que actúe con 

toda la autonomía y objetividad necesarias para discernir en igualdad y en derecho 

la demanda de justicia que se ventila, como un avance significativo en la solución 

de conflictos que se hiciera primero bajo la propia mano y posteriormente con la 

consolidación del estado-nación, y el monopolio de la violencia legítima, como una 

forma civilizada de justicia a cargo precisamente del Estado. 

En este sentido, el debido proceso comporta también, la obligación del juez de 

expresar las circunstancias que pueden alterar esas condiciones ideales en las que 

se tramita y decide un proceso para que el juez que le sigue en turno, valore si las 

mismas, logran afectar en suma esos dos pilares y proceda a apartarse del caso. Y 

por otro lado, el derecho de las partes para recusar al funcionario cuando 

considere que dichas circunstancias alteran el equilibrio de las partes y la 

autonomía del juzgador. 

2.3. Integración normativa entre el Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo y el Código General del Proceso   

Ahora bien, las causales de impedimento y recusación que pueden invocarse en un 

proceso de nulidad electoral, son aquellas consagradas en el Código General del 

Proceso, en su artículo 141, por remisión concreta del artículo 130 de la Ley 1437 

de 2011, toda vez que no contempla regulación especial frente al trámite de los 

impedimentos y sus causales.  

En esa medida, las causales de impedimento que en el contencioso administrativo 

se incorporan de la legislación procedimental civil (por ausencia de regulación) 
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deben ser aplicadas en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos 

que corresponden a la jurisdicción (artículo 306 de la Ley 1437 de 2011) y 

analizadas en el contexto de aquellas circunstancias que en los distintos medios 

de control puedan verdaderamente afectar la imparcialidad del Juez, la recta 

administración de justicia y el debido proceso de las partes.  

2.4. Causal invocada 

En el caso concreto, la primera causal invocada por el magistrado Fredy Ibarra 

Martínez está contenida en el numeral 1 del artículo 141 del Código General del 

Proceso que señala concretamente: 

“Artículo 141. Causales de recusación. 

Son causales de recusación las siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 

afinidad, interés directo o indirecto en el proceso.” (Subrayado y negrilla 

fuera de texto) 

Adicionalmente, invoca el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011 que 

dispone: 

“ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse 

impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 

Código de Procedimiento Civil y, además, en los siguientes eventos: 

(…) 

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los 

parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 

tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 

de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 

interesados.” 

En tal escenario se tiene que en estos eventos se le permite al juez apartarse del 

conocimiento del proceso que le ha sido asignado por reparto para su instrucción 

y decisión, por lo que en relación con la causal invocada, resulta necesario señalar 

que el interés directo o indirecto que se pueda tener, es la más genérica de todas 

las causales de impedimento consagradas por el legislador, sin que ello signifique 

que cualquier circunstancia pueda dar lugar a que se predique su configuración, 

pues se requiere que exista un elemento o ingrediente subjetivo desde la 

perspectiva económica, moral, intelectual, etc., que genere una expectativa 

traducida en interés en el sujeto procesal, que conlleve a que su imparcialidad 

pueda verse afectada, en el entendido de que la posición que adopte frente al 

caso (intervenir a favor o en contra de las pretensiones, o sencillamente, no 
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intervenir), le pueda generar un beneficio o un perjuicio, de lo cual dimane su 

interés, y que por eso, sea mejor apartarse1. 

Frente a la primera casual invocada, esto es la relacionada con un interés directo 

o indirecto por parte de la cónyuge del Magistrado Ibarra Martínez en las resultas 

del proceso, se debe precisar que no se encuentra configurada, en la medida en 

que el cargo que ocupa la señora Chávez Agreda en la entidad demandada no 

guarda relación directa con el nombramiento que se controvierte en la presente 

actuación, así como tampoco tiene incidencia en su nombramiento o en la 

disposición de esa vacante, pues es una potestad exclusiva del Procurador General 

de la Nación y no de sus asesores, efectuar la provisión del empleo, bien sea que 

el nombramiento sea por concurso, encargo o en provisionalidad, y la 

consecuencia, en caso de prosperar el medio de control de nulidad electoral, 

tendrá efectos exclusivamente sobre el nombramiento de la señora Lugo Romero. 

Ahora, se observa que si bien el Magistrado Ibarra Martínez invoca como segunda 

causal la señalada en el numeral 4 del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, 

relacionada con el hecho de tener su cónyuge la calidad de asesora de alguna de 

las partes del proceso, lo cierto es que la causal hace referencia al grado de 

confianza y asesoría que le brindara el personal más cercano a su círculo directo 

para la toma de decisiones y no por la denominación técnica del cargo en la carrera 

administrativa, pues allí son cientos de empleos que pertenecen al nivel asesor, 

de manera que independientemente de la nomenclatura del cargo, lo que importa 

es que el ejercicio de la función del mismo involucre efectiva y materialmente 

asesorar al Procurador General de la Nación, por lo que el supuesto al que se 

refiere la norma no se configura, dado que en el presente caso, la señora Chávez 

Agreda, hace parte del nivel asesor dentro de la organización de la Procuraduría 

General de la Nación, diferente de la causal establecida en el numeral 3 de la 

misma normativa que dispone: 

“(…) Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 

los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 

niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 

concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 

interesado.” 

En esa medida, al encontrarse el cargo de la cónyuge del Magistrado que manifiesta 

el impedimento dentro del nivel asesor en la entidad que es demandada en el 

medio de control de nulidad electoral invocado en el asunto, habrá de declararse 

fundado el impedimento del Dr. Ibarra Martínez, dada la naturaleza de su 

nombramiento dentro de la Procuraduría General de la Nación. 

 
1 La Corte Constitucional en el Auto 080 A del 1° de junio de 2004, ha destacado que se ha 
reconocido por parte de la doctrina procesal que la procedencia de un impedimento o recusación 
por la existencia de un interés en la decisión, requiere la comprobación previa de dos (2) requisitos 
esenciales, a saber: El interés debe ser actual y directo. Es directo cuando el juzgador obtiene, 
para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando 
el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante 
al momento de tomar la decisión. Entonces, ni los hechos pasados, ni los hechos futuros tienen la 
entidad suficiente para deslegitimar la competencia subjetiva del juez. 
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En ese orden de ideas, la situación de carácter particular y concreta expuesta por 

el señor magistrado constituye un ingrediente subjetivo relevante de la causal de 

interés que trae la legislación procesal y en consecuencia la Sala declarará fundado 

el impedimento presentado por el magistrado Fredy Ibarra Martínez pues se 

encuentra acreditada la existencia de un eventual compromiso de la autonomía, 

independencia e imparcialidad. 

Por lo anterior, la Sala de conformidad con el artículo 140 del C.G.P., y 131, 

numeral 3 de la Ley 1437 de 2011, 

RESUELVE: 

PRIMERO:- DECLARAR FUNDADO el impedimento formulado por el señor 

magistrado Fredy Ibarra Martínez, para continuar conociendo del proceso de la 

referencia. 

SEGUNDO.- COMUNICAR esta decisión al magistrado Fredy Ibarra Martínez y 

devolver inmediatamente el expediente al Despacho de origen para lo pertinente. 

CÚMPLASE 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN            OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS

   Magistrado                                                 Magistrado 

 

 












